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H. CAMARA DE DIPUTADOS DE LA NACIÓN
31a. Reunión  

26a. Sesión ORDINARIA 

24/11/2004

Presidencia de los señores diputados Eduardo Oscar Camaño y
Eduardo Ariel Arnold 

Secretarios: Eduardo Daniel Rollano, 
Carlos Guido Freytes y 
Jorge Armando Ocampos 

-- En Buenos Aires, a los veinticuatro días del mes de noviembre de 2004, a la hora 13 y 28:

MANIFESTACIONES EN MINORÍA

Sr. Presidente Camaño.- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. Díaz Bancalari, José Maria.- Señor presidente: en primer lugar, tenemos conocimiento de que hay número suficiente de señores diputados en la casa como para lograr quórum. 

Sabemos también que muchos señores diputados no estaban al tanto de que se había adelantado el horario de llamado a sesión, y están llegando en estos momentos.

Por lo tanto, solicito que se siga llamando hasta conseguir quórum.

Sr. Presidente Camaño.- La Presidencia no tiene inconvenientes, señor diputado. Se continuará llamando durante el tiempo que haga falta hasta lograr el quórum, que es el objetivo.

Quiero comentar que en el día de ayer no se efectuaron objeciones respecto de que sesionáramos a las 11 de la mañana; nadie hizo ningún tipo de planteo al respecto. Sí hubo discusiones en la reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria, porque el compromiso era que el orden del día se iba a habilitar. Digo esto simplemente para conocimiento de los señores diputados. Esperaremos todo el tiempo que sea necesario. 

También les comento que en la reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria se anunció la hora de citación a esta sesión, y muchos legisladores festejaron esa decisión porque estaban de acuerdo con que el debate comenzara más temprano a fin de terminar también temprano.

Por ello, creo que el motivo por el que están faltando algunos señores diputados debe ser otro. Digo esto con la experiencia que me dan los años que llevo en esta Cámara.

Sr. Díaz Bancalari, José Maria.- Señor presidente: me he referido exclusivamente a la ausencia de los señores diputados del bloque que represento, con quienes me comuniqué y me manifestaron que, aunque en algunos casos no habían podido modificar actividades que tenían previstas o el horario de sus vuelos, igual van a estar presentes. 

Sr. Presidente Camaño.- Vamos a esperar, señor diputado. No hay inconvenientes para ello.

-- Se continúa llamando.

-- A la hora 14 y 43:

IZAMIENTO DE LA BANDERA NACIONAL

Sr. Presidente Camaño.- Con la presencia de 129 señores diputados queda abierta la sesión. 

Invito al señor diputado por el distrito electoral de Buenos Aires, don José Antonio Romero, a izar la bandera nacional en el mástil del recinto. 

Puestos de pie los señores diputados y el público asistente a las galerías, el señor diputado don José Antonio Romero procede a izar la bandera nacional en el mástil del recinto.(Aplausos.)

PLAN DE LABOR

Sr. Presidente Camaño.- Corresponde pasar al término reglamentario destinado a la consideración del plan de labor propuesto por la Comisión de Labor Parlamentaria.

Sr. Secretario (Rollano).- El plan del labor acordado por la Comisión de Labor Parlamentaria es el siguiente: 

Proyectos que tienen acordada preferencia para su tratamiento, con despacho de comisión: 

- Ley 25.561 de Emergencia Económica. Prórroga hasta el 31 de diciembre de 2005 (Orden del Día N° 1788; expediente 0195-s-2004).

- Proyecto de ley por el cual se modifica la ley 22.415 y sus modificatorias, de Código Aduanero y la ley 25.603, de disponibilidad de bienes de terceros que se encuentren en depósitos aduaneros (Orden del Día N° 1784; expediente 0057-pe-2004).

- Proyecto de ley por el cual se modifica el artículo 4° de la ley 22.610, de régimen de la tasa de actuación ante el Tribunal Fiscal de la Nación, sobre domicilio fiscal registrado por el responsable ante la Administración Federal de Ingresos Públicos (Orden del Día N° 1787; expediente 0067-pe-2004).

- Proyecto de ley en revisión por el cual se establece el régimen regulatorio de la industria y comercialización de gas licuado de petróleo (Orden del Día N° 1827; expediente 0140-s-2004).

- de ley. Tratamiento del IVA en las locaciones de obra y trabajos en general con destino a la construcción de viviendas financiadas con recursos de la ley 21.581, licitadas y/o contratadas con anterioridad al 5 de octubre de 1980. Aceptación de las modificaciones introducidas por el Honorable Senado (Orden del Día N° 1673; expediente 2578-d-2003).

- de ley. Consejo de Salud y Trabajo Docente. Creación. Modificación del artículo 58 de la ley 24.195, Federal de Educación, sobre el apoyo de consejos consultivos al Consejo de Cultura y Educación (Orden del Día N° 1828; expediente 3722-d-2004). 

- de ley. Balance Social para el Sector Público Nacional (Orden del Día N° 1674; expediente 4783-d-2004).

- Régimen que prohíbe en todo el territorio de la Nación la fabricación, ensamblado e importación de pilas y baterías primarias, con forma cilíndrica o de prisma, comunes, de carbón, zinc y alcalinas de manganeso, con agregado intencional de mercurio y contenido de cadmio y plomo (Orden del Día N° 1599; expediente 3882-d-2003).

- de resolución. Juicio político al ministro de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor Antonio Boggiano (Orden del Día N° 1755; expediente 0289-d-2004). 

Proyectos de ley sin disidencias ni observaciones:

- Acuerdo sobre cooperación en el área de turismo entre el gobierno de la República Argentina y el gobierno de la República de Armenia, suscripto en Buenos Aires el 3 de mayo de 2002. Aprobación (Orden del Día N° 1559; expediente 0101-s-2004).

- Ley 24.660, de ejecución de la pena privativa de la libertad. Modificación de su artículo 17, inciso l) (Orden del Día N° 1571 ; expediente 5921-d-2004).

- Semana Nacional del Tango, comprendida entre los días 11 y 18 de diciembre de cada año. Establecimiento (Orden del Día N° 1589; expediente 1055-d-2004).

- Proyecto de ley con modificaciones introducidas por el H. Senado sobre impuesto al valor agregado -ley 25.453-. Aclaración del alcance del artículo 9° sobre contribuciones patronales (expedientes 4.017 y 3918-d-2004, unificados).

- Proyecto de ley con modificaciones introducidas por el H. Senado sobre creación de un Juzgado Federal de Primera Instancia, una Fiscalía y una Defensoría de Pobres, Incapaces y Ausentes de Primera Instancia, con asiento en la ciudad de Villa María, provincia de Córdoba (expediente 3536-d-2003).

- Proyecto de ley con modificaciones introducidas por el H. Senado sobre creación de un Juzgado Federal de Primera Instancia con asiento en la ciudad de San Francisco, provincia de Córdoba (expediente 5305-d-2003). 

Proyectos de resolución o declaración sin disidencias ni observaciones: órdenes del día números 1558; 1560 a 1570; 1572; 1574 a 1577; 1579; 1581 a 1587; 1590 a 1594; 1596 a 1598; 1600; 1603 y 1604; 1606 a 1610; 1612 a 1615; 1638, 1602 y 1785.

Sr. Presidente Camaño.- Se va a votar el plan de labor propuesto por la Comisión de Labor Parlamentaria.

-- Resulta afirmativa.

Sr. Presidente Camaño.- Queda aprobado el plan de labor.

PRÓRROGA DE LA LEY DE EMERGENCIA ECONÓMICA

-Aquí Orden Del Día N° 1788

Sr. Presidente Camaño.- En consideración en general.

Tiene la palabra el señor diputado por Jujuy.

Sr. Snopek, Carlos Daniel.- Señor presidente: vamos a tratar de reducir el tiempo de exposición a lo estrictamente indispensable...

Sr. Pernasetti, Horacio Francisco.- ¿Me permite una interrupción, señor diputado, con la venia de la Presidencia?

Sr. Snopek, Carlos Daniel.- Sí, señor diputado.

Sr. Presidente Camaño.- Para una interrupción tiene la palabra el señor diputado por Catamarca.

Sr. Pernasetti, Horacio Francisco.- Señor presidente: para no interrumpir posteriormente al señor diputado preopinante, quiero advertir a la Honorable Cámara que se nos pasó por alto el pedido de tratamiento sobre tablas de algunos proyectos. No sé si existe un listado de esas iniciativas en las preferencias que se van a leer.

Sr. Presidente Camaño.- La Presidencia informa al señor diputado que, como los pedidos de preferencia abarcan quince páginas de lectura, se prefirió obviar ahora ese trámite y que su consideración quede para luego del tratamiento de este tema.

Tiene la palabra el señor diputado por Corrientes.

Sr. Breard, Noel Eugenio.- Señor presidente: se trata del pedido de tratamiento sobre tablas de dos proyectos de resolución que ayer nos dijeron que debíamos presentar hoy, ya que cuentan con dictamen de comisión. Podría dar los números...

Sr. Presidente Camaño.- ¿No son los incluidos en los expedientes 6598-d-2004 y 7221-d-2004, señor diputado?

Sr. Breard, Noel Eugenio.- Exactamente, señor presidente.

Sr. Presidente Camaño.- Cuando la Cámara se aboque al tratamiento de las preferencias con despacho de comisión, someteré a su consideración esos dos proyectos.

Continúa en el uso de la palabra el señor diputado por Jujuy.

Sr. Snopek, Carlos Daniel.- Señor presidente: estaba manifestando que vamos a respetar los tiempos asignados, en la esperanza de que lo mismo ocurra con el resto de los señores diputados.

A continuación quiero decir algo -no tengo otro remedio- que espero no se interprete como un homenaje -no es ese el objetivo-, aunque sinceramente me gustaría hacerlo. Quiero recordar que el 16 de septiembre de 1955 se produjo en la Argentina una fuerte alteración del orden institucional y constitucional. 

Sr. Presidente Camaño.- Disculpe que lo interrumpa, señor diputado, pero la Presidencia quiere informar a los señores legisladores que hay sólo dos oradores anotados. 

Hago esta aclaración porque observo que hay mucho movimiento en el recinto y quizás podríamos estar votando este tema una vez que hagan uso de la palabra cuatro o cinco señores diputados. Entonces, tengámoslo en cuenta por el probable momento de la votación. 

Continúa en el uso de la palabra el señor diputado por Jujuy. 

Sr. Snopek, Carlos Daniel.- Señor presidente: decía que el 16 de septiembre de 1955 se produjo en la Argentina un cruento golpe de Estado que rompió con el orden constitucional. Eso tuvo una implicancia institucional que ya todos conocemos. En el país corrieron ríos de sangre. En 1956, se fusiló a mucha gente. En aquella oportunidad los peronistas pusimos los muertos; entre ellos quisiera recordar a un jujeño, el coronel Santiago Ibazeta.

Siguiendo con estas breves historias, sin que esto implique ninguna clase de acusación, debo decir que existieron otros episodios igualmente cruentos, lastimosos, penosos y duros. Son historias de golpes institucionales terribles de los que, en mayor o menor medida, participaron ciudadanos de nuestra Patria. Digo esto porque he leído por allí que se nos acusa de no consolidar el orden institucional y de atentar contra las instituciones a raíz de lo que hoy intentará sancionar el bloque al cual pertenezco. 

También he leído que podríamos ser acusados de traidores a la patria. En mi opinión, un traidor a la patria es aquél que arrojó bombas sobre la plaza de Mayo matando a inocentes, o quienes mandaron fusilar a hombres y mujeres en la Argentina sin juicio previo, o quienes hicieron desaparecer a muchos argentinos. 

Sinceramente, me cuesta mucho trabajo acordar con quienes hoy hablan con tanta fortaleza de unas instituciones que, en otros momentos de la historia nacional, no defendieron con el ahínco que hoy ponen de manifiesto. 

Considero que nosotros no estamos alterando las instituciones y tampoco alentando ningún tipo de traición. Simplemente, tratamos de ser previsores sobre lo que puede llegar a ocurrir. Tenemos la obligación de ser previsores, y sin duda lo vamos a ser, porque este bloque forma parte del gobierno nacional. Por esta razón, tiene la obligación de sumar sus esfuerzos en previsión del devenir de la Argentina. Esto es lo que debemos priorizar. No podemos meter todo en una olla y revolver a fuego lento para después tratar de servirlo. Este bloque tiene que ser lo suficientemente previsor, sin alterar los esquemas institucionales fundamentales de la Nación Argentina. 

Es por ello que hoy venimos a pedir a esta Honorable Cámara que, no con carácter permanente -pues así conspiraríamos contra la solidez de las instituciones- sino en forma transitoria, demos sanción al proyecto de ley por el que se prorroga la emergencia pública en el ámbito social, económico, administrativo, financiero y cambiario por un período definido, determinado y preciso. El primer párrafo del artículo 1° de la iniciativa en discusión dice justamente eso.

En razón de que daría la impresión de que en algunos medios se habla del tema sin siquiera haber dado lectura de lo que dice la ley -esto nos preocupa-, se hace necesario estudiar con la mayor conciencia posible qué establece exactamente tal iniciativa y cuál es el sentido concreto de cada una de sus especificaciones. Es decir, debemos analizar qué significa la emergencia pública y qué se pretende con ella.

El primer punto del artículo 1° de la ley determina que la emergencia pública se declara a los fines del reordenamiento del sistema financiero y bancario y del mercado de cambios. Dejaré esta cuestión entre paréntesis a fin de proceder luego a explicarla.

A continuación, el mismo artículo establece, entre las bases de la declaración de la emergencia pública, las siguientes: proceder al reordenamiento de la economía y mejorar el nivel de empleo y la distribución del ingreso con un plan que ponga énfasis en el desarrollo de las economías regionales.

Sabemos que cuando se habla de mejorar el nivel de empleo también hacemos alusión al mejoramiento de la distribución del ingreso, lo que a la vez va atado a la posibilidad de capitalización del país en su conjunto. De esto no hay duda, y por tal motivo no sería necesario discutir en torno de estas cuestiones.

Por otro lado, el mismo artículo se refiere al armado de un esquema de crecimiento y desarrollo económico sustentable. Estas son las medidas que estamos autorizando. Además, se apunta a reestructurar las obligaciones, particularmente aquéllas derivadas del abandono del régimen de convertibilidad que oportunamente rigiera en la Argentina. Ese es el contexto en el que estimamos que debemos encuadrar la cuestión.

Vale la pena señalar que hemos avanzado mucho en el camino desde que ocurrieran los desgraciados sucesos de fines de 2001, ocasión en que muchos de nosotros estuvimos aquí sentados intentando rescatar las instituciones, que corrían peligro de derrumbarse con consecuencias imprevisibles. Debo reconocer que en tal oportunidad muchos legisladores de los bloques que integran la Cámara aportaron su inteligencia y capacidad, poniendo el hombro para que el país se salvara de caer en ese tremendo barranco al que nos había conducido la historia y diera el salto hacia la otra esquina. ¿Por qué no habría de reconocer esto? 

Se hacía necesario salir de ese esquema, de una situación que en este recinto definiéramos como "crisis tremenda". Al respecto, no tiene sentido repetir lo que dicen las versiones taquigráficas, porque todos sabemos los conceptos que se vertieron acá. En esa ocasión señalamos -y nos acompañaron muchas otras voces- que era necesario que el pueblo argentino hiciera un esfuerzo conjunto; no hablábamos solamente del gobierno, aunque ese esfuerzo también lo hizo el gobierno al que pertenecemos.

Finalmente, hace unos días enfrentamos un cruel dibujo mediático de uno o dos artículos del presupuesto nacional. Afortunadamente, una parte importante de la oposición nos dijo que teníamos razón con respecto a algunas de las afirmaciones que habíamos hecho durante la discusión del presupuesto, cuando señalamos que debíamos consolidar lo conseguido.

En ese sentido, hemos ido avanzando y hemos recibido el reconocimiento del propio recinto por esa tarea. El producto bruto interno crecerá un 6,5 o un 7 por ciento en comparación con el del año anterior; la inflación rondará el 6,3 por ciento; el tipo de cambio se mantiene estable en alrededor de tres pesos. Se crearon un millón de puestos de trabajo y existen tres millones menos de indigentes; la inversión interna bruta fija está muy cerca de los niveles más altos de la historia argentina, recuperándose de un período muy difícil, en el que prácticamente ni siquiera se reponía el stock de capital.

Cuando señalo estos aspectos, se me pregunta para qué se quiere continuar con la emergencia, pues parecería que existe un contrasentido. Ocurre que falta un ingrediente, algo sustantivo e importante, que nos duele a todos los argentinos y más a los peronistas: nos faltan cifras razonables de distribución del ingreso en la Argentina.

No sólo estamos muy lejos de nuestras aspiraciones, sueños y esperanzas, sino también de lo que el mundo considera compatible con el desarrollo sustentable. Me refiero al mundo en general, sin hacer distinciones entre los que estaban a la derecha o a la izquierda durante la guerra fría. Los países que se dedican a estas cuestiones señalan que ciertos niveles de distribución del ingreso no son compatibles con el criterio de desarrollo sustentable.

A principios de 2002, la diferencia de acumulación de ingreso entre el 10 por ciento más rico de la población y el 10 por ciento más pobre rondaba el número exorbitante de cuarenta y pico de veces. Ninguna economía del mundo soporta semejante situación. Podría mencionar otros indicadores que nos mostrarían la misma dirección, pero creo que no vale la pena que los cite porque todos los señores diputados los conocen.

Hemos mejorado porque estamos llegando a una cifra de treinta y pico de veces. ¿Nos debemos conformar con esta barbaridad? ¿Debemos decir que está todo solucionado? No, no podemos estar conformes con esta situación. La Argentina se merece un sistema más justo y equitativo de distribución del ingreso. 

Yo quisiera llegar a números parecidos a los de 1953. Alguien pensará que soy un viejo nostálgico de la época en que gobernaba el general Perón, cuando la Argentina mostraba la distribución del ingreso más equitativa de su historia, por lo menos en cuanto a lo que está registrado; pido disculpas si existe algún otro registro que se me escapa.

Sólo podremos estar conformes cuando alcancemos esa situación. No podemos decir a la gente que la economía está bien, cuando todavía no se nota el efecto benéfico del crecimiento y del desarrollo. Necesitamos consolidar esos aspectos, para lo cual un deber ineludible es,precisamente, caminar sin prisa pero sin pausa, y sin cejar nunca en obtener un mejor esquema de distribución del ingreso en la Argentina. Esto no se puede hacer a grandes trancos, y a quien diga lo contrario lo invito a discutirlo en algún simposio de cualquier universidad. Las escaleras se suben escalón por escalón, no saltando escalones, porque si llegamos a resbalar seguramente nos vamos a fracturar las costillas. De este modo haríamos una caída libre, ya no por la escalera, para terminar en un pozo del que será muy difícil salir.

Todos aquellos que han incursionado en los temas económicos saben que, como hace tantos años decía el general Perón -debería ponerme de pie para pronunciar su nombre-, la víscera más sensible del hombre es el bolsillo. Por eso, cada vez que hay una crisis las dos variables más difíciles de recuperar son la inversión interna bruta fija, que es meter la mano en el bolsillo para hacer inversiones, y, consecuentemente con ello, la distribución del ingreso, que se da cuando hay plena o casi plena ocupación, o desocupación no de carácter sistémico o estructural sino coyuntural, como tienen otros países del mundo, sin llegar a los dos dígitos que todavía tenemos en la Argentina, porque aún no estamos en el mejor de los mundos.

¿Acaso nos parece que en estas condiciones podemos decir que ya está todo bien y que no es necesario que tengamos la posibilidad de aplicar medidas de reordenamiento, de reactivación de la economía, de consolidación, de crecimiento económico sustentable o de reestructuración de las obligaciones? A esto nos estamos refiriendo, no a poderes para otras cosas. Estamos hablando lisa y llanamente de estas cuestiones, sencillas aunque a veces difíciles de entender, que son necesarias y fundamentales para consolidar la posibilidad del recupero de esta Argentina que hemos recibido en la miseria.

Me llama la atención esta campaña mediática tan fuerte. Hace pocos días, me visitó un periodista de la BBC de Londres. Ahora, los ingleses se interesan por cómo marchan las instituciones en la Argentina; bienvenido sea que el mundo se interese por estas cuestiones. Yo le dije más o menos lo que acabo de expresar aquí y que creemos necesario conservar este instituto, aunque -reitero- no sine díe, no in eternum, no en forma permanente ni definitiva, porque entonces sí estaríamos atentando contra las instituciones; pero pensamos que es lo que corresponde frente a la crisis y a la necesidad de avanzar en estos esquemas que he mencionado. 

En esta iniciativa observamos algunas disposiciones que no figuran en la ley original. En primer lugar, está la posibilidad de que demos de baja -entiéndase bien que no me refiero al Poder Ejecutivo- algunos o todos los esquemas que autorizamos a llevar a cabo en la medida en que no se necesiten más, mediante un procedimiento muy claro. En efecto, a mitad de año -o sea, después de seis meses- debe haber un informe acerca de cómo marchan las cosas, y quizás -reitero- se podría dar de baja alguno de los elementos que acabamos de señalar.

Por otra parte, está la prórroga de la suspensión de los despidos sin causa justificada, donde observamos una corrección bastante interesante y significativa que ya estaba vigente y que ahora de todos modos se prorrogaría, para que no paguen el pato los que menos tienen o, por lo menos, uno de los sectores que menos tiene. A mi juicio, los que tienen trabajo aunque sea tienen algo, pero los que carecen de él integran el sector que más gravemente ha sufrido en la Argentina.

En esencia, esta es la cuestión. Queremos reactivar y consolidar la economía. Queremos el reordenamiento de los sistemas. Estamos ante la alternativa de una dificilísima reestructuración de la deuda.

Hace muchos años -perdónenme que me meta en una cuestión que no tiene nada que ver con esto- me tocó intervenir como perito -cuando era joven me la rebuscaba de esa manera- en un juicio en el que se planteaba la reestructuración de una deuda, en el contexto de un concurso de acreedores. En este caso el deudor tenía que reestructurar una sola obligación. Discúlpenme que no dé nombres; de todos modos ya pasó muchísimo tiempo, tanto, que imagínense que en ese entonces yo era joven. Para reestructurar esa sola obligación estuve trabajando dos años.

¿Saben cuántos títulos de deuda tenemos que reestructurar, sin contar las otras cosillas -entre comillas- de carácter igualmente grave? Son ciento cincuenta y dos, según mis cuentas; no sé cuántos tendrá listados el Ministerio de Economía, y aclaro que puede ser uno más o uno menos. Son ciento cincuenta y dos obligaciones dispersas por el mundo, no concentradas en tres o cuatro grandes bancos, porque en este caso sería más fácil el arreglo. 

No es tan fácil hacerlo, no es una tarea sencilla. Cada una de esas obligaciones está expresada en distintas monedas, tienen distintos plazos de amortización, distintos intereses, etcétera. No me voy a detener en cada uno de los ciento cincuenta y dos casos porque estaríamos hasta mañana y no sacaríamos ninguna conclusión. 

Es un tema difícil, engorroso, y hay que hacerlo con mucha prolijidad. Además, exige -vuelvo al argumento del principio de mi exposición- la previsión de contar con un régimen como éste, ya que podría ser necesario modificar alguna cuestión que tenga que ver, por ejemplo, con el régimen cambiario, aunque toco madera para que así no sea, para beneplácito de mis colegas diputados. 

Sr. Presidente Camaño.- La Presidencia hace sabe al orador que el señor diputado Pinedo le solicita una interrupción, ¿la concede?

Sr. Snopek, Carlos Daniel.- Prefiero terminar con mi exposición,señor presidente.

Hoy, el bloque Justicialista está acá apoyando a su gobierno porque la gobernabilidad de la Argentina lo necesita. Tenemos que cumplir con este deber pendiente que no fue solamente provocado por nosotros, ya que no fuimos solamente nosotros los emisores de los ciento cincuenta y dos títulos que andan dando vueltas. Hay muchos emitidos por otros, no nos olvidemos de esta cuestión. Hoy, tenemos que arreglar este entuerto, y discúlpenme por utilizar semejante término.

Como dije, esta no es una tarea sencilla y podría exigir algunas de las medidas de las que he hablado hoy como, por ejemplo, reacomodar el sistema financiero. Imagínense si nos pasa lo que sucedió en los últimos meses del año 2001, cuando se fugaron millones de divisas. No me voy a meter en las causales, aunque las conozco bien. Quizá en algún simposio podremos hablar de las causales, pero lo cierto es que se fugaron esas divisas e hicieron tambalear todo el sistema financiero.

El resultado fue gente golpeando en la puerta de los bancos y gritando: "¡Que se vayan todos!"

¿Nos hemos olvidado ya de esa consigna? ¿Saben quiénes eran algunos de los "todos"? Algunos de los que están sentados acá formaban parte de los "todos". Incluso, estando sentados acá, algunos salían a fogonear la consigna de "que se vayan todos" y después era imposible sacarlos de sus bancas.

Lo cierto es que lo que pedimos a esta Cámara es que nos acompañe a intentar solucionar los problemas de la Argentina. Hemos demostrado que podemos hacerlo y que el peronismo jamás ha atentado contra las instituciones. Nunca llegó al gobierno ni puso sus hombres a disposición de ninguna alteración del orden constitucional. Quiero ser preciso en este punto: cuando accedimos al gobierno fue por la vía constitucional; reforzamos las instituciones y pusimos nuestros muertos.

Hoy, queremos reconstruir el país y es por ello que solicitamos a esta Cámara que nos acompañe en esa tarea. (Aplausos.)

Sr. Presidente Camaño.- Tiene la palabra el señor diputado por Córdoba.

Sr. Negri, Mario Raúl.- Señor presidente: todas las sesiones del Congreso tienen significación y revisten suma importancia, pero hay algunas que adquieren mayor relevancia y atención al momento de la decisión que se va a adoptar.

Merecen mayor atención aquellas decisiones vinculadas con facultades que son propias del poder delegado del votante en el poder que se ejerce, en este caso, el Legislativo.

Hoy, vamos a trabajar sobre una discusión central. Estamos por tomar decisiones que significan entregar facultades propias a otro poder. Ese hecho adquiere una relevancia inusitada.

El proyecto en consideración, que el señor miembro informante ha tratado de fundar solamente en la historia económica y el devenir de la Argentina, me hace pensar que se intenta -no porque no sea cierto mucho de lo que se dice- desviar el eje del centro medular de la cuestión sobre la que debemos decidir: la prórroga de las leyes 25.561, 25.790 y sus modificatorias.

La ley de emergencia se dictó en el año 2002, en un momento de excepcionalidad y con carácter absolutamente transitorio.

Hay interrogantes que el Congreso debe responder antes de desprenderse de sus facultades. En nuestra opinión, ello obliga a una mirada desde el punto de vista económico, jurídico y esencialmente político. De esa forma se debe llegar a la decisión que esta tarde se adopte.

Respetuosamente, queremos señalar que en la Argentina se cierne un serio peligro. Hoy, vamos a delegar poderes excepcionales sin estar en situación de emergencia. Eso es muy grave; no porque hagamos una lectura de las razones que dieron origen a aquella votación excepcional y que se modificaron en los últimos tres años, sino porque desde el propio poder hay voces que interpretan la realidad de una manera distinta, salvo que haya una diferente percepción del poder. 

Estamos por dejar la puerta abierta y fomentar el pecado de gula de acumulación de poder de uno de los poderes de la República.

Hay dos interpretaciones acerca de la situación de emergencia de la que está saliendo la Argentina. Una de ellas es la que el ministro de Economía y Producción dio en un foro empresarial en Mar del Plata para tranquilidad de todos los argentinos. En esa oportunidad, señaló que la Argentina se encontraba en el marco de la disoluciónsocial y la crisis económica, precedida de una recesión que no se conocía desde los años 30, con un aumento del desempleo que llegó al 25 por ciento, además de que se habían perdido veinte mil millones de dólares de reservas, como bien lo señaló el miembro informante el año pasado cuando también se solicitó una prórroga. 

El desequilibrio fiscal nacional y provincial amenazaba al Estado con un colapso del federalismo, y los préstamos del Fondo Monetario Internacional eran vistos como el único recurso disponible para salir de la crisis.

El ministro decía claramente que hoy estamos transitando una gesta de normalidad económica y, parafraseando al presidente Roca, que es un momento de paz y administración. 

No cabe duda de que, aun con discusiones, esas razones -nos gusten o no- tienen sobrados fundamentos como camino para abonar la salida de la excepcionalidad. La pregunta que debemos responder es si subsisten aún las causales que dieron origen a esa transferencia excepcional de tantos poderes por parte de este Congreso. A nuestro criterio, rotundamente no existen más.

No hay motivos para empinar la mirada al año 2002. De lo contrario, el ministro estaría elaborando una abstracción en su discurso, o tendríamos que pensar que los números están "dibujados", cosa que no es así porque la señal es más positiva. 

La situación actual es muy diferente de la que transitábamos hace treinta y cuatro meses. El producto bruto interno ha subido el 8,8 por ciento; el crecimiento de este año supera el 7 por ciento y va a haber un arrastre de dos puntos más, que nos hace pensar que en esa misma dirección llegaremos al año 2005. 

Las reservas del Banco Central son de entre dieciocho mil quinientos y diecinueve mil millones de dólares. Es más, se habla de alguna quijoteada tal como juntar un poco más, plantarnos frente al Fondo y ofrecerle pagar en dos días.

Por su parte, si bien el desempleo presenta un porcentaje de dos dígitos, hay noticias favorables en el sentido de que al menos tiene una línea prudentemente descendente.

Asimismo, el superávit fiscal de la Nación y de las provincias ha sobrepasado al de los últimos cincuenta años. Con el cambio de la economía se ha crecido y salido de la crisis sin recursos ni préstamos del FMI. Más aún: en los últimos tres años se han pagado diez mil millones a los organismos multilaterales.

Por lo tanto, coincidimos con el ministro de Economía en cuanto al diagnóstico que hace de la Argentina de hoy, aun con las dificultades que quedan, porque es cierto que todavía existen problemas sin resolver. 

El señor miembro informante ha hecho una referencia casi medular a la necesidad de transferir facultades excepcionales por lo que significa el manejo de la renegociación de la deuda pública. Al respecto, quiero decir que no es necesario otorgarlas, porque ya se las hemos dado mediante el artículo 11 del presupuesto que se votó en esta Cámara y que en estos momentos se está consagrando en el Senado. Por lo tanto, el Poder Ejecutivo tiene facultades para renegociar la deuda pública.

También se hizo referencia a la situaciónde que faltan renegociar contratos de servicios públicos con las empresas privatizadas. Ese no es un problema nuestro, de los integrantes del Congreso; en todo caso es producto de la desidia, la inoperancia o la decisión política del gobierno de no llevarlo adelante. 

Esa facultad fue otorgada en el 2002, y tras la prórroga, de la administración Kirchner fueron por más, llegándose con dudosa constitucionalidad a la aprobación ficta de los contratos si en sesenta días la Comisión de Seguimiento que se creó no se expresa en un sentido u otro.

Esta novedad no la había incorporado la administración Duhalde ni en la peor de las crisis. Ahora, sólo se ha renegociado a medias un solo contrato de los sesenta y uno. ¿El problema es que hay que dar más facultades o hay una decisión política de no avanzar en esa dirección? No son argumentos sustentables para solicitar tan fenomenal transferencia de poderes.

Una visión jurídica sobre el proyecto que hoy discutimos -lo digo en forma respetuosa- nos hace pensar inobjetablemente que carece de sustentabilidad porque se apoya en razones económicas de un colapso que ya no existe. Es incoherente en su propio articulado, consolidando un absurdo jurídico como el del artículo 2°, donde se incorpora por primera vez una versión a full de la delegación de facultades: delegamos facultades para que, a su vez, se queden con las facultades cuando así lo quiera el Poder Ejecutivo. (Aplausos.)

Estamos dando facultades o atribuciones casi con palanca al piso, techo y cubiertas de Fórmula Uno al Poder Ejecutivo. No es el problema de un partido, sino que tiene que ver con la responsabilidad de preservar las decisiones propias del Parlamento. Esto casi no se conocía. 

Debe señalarse también un agregado de dudosa constitucionalidad, porque si algo establece con claridad el artículo 76 de nuestra Constitución es que no se puede delegar la base misma de la delegación, que es la que ha sustentado la creación del respectivo artículo constitucional.

La emergencia en un sentido estricto es un hecho y un accidente que sobreviene frente a situaciones extremas, implicando excepcionalidad y gravedad, pero con absoluta transitoriedad. En realidad, los constitucionalistas, la doctrina y la jurisprudencia hablan de temporalidad. Creo que no es el caso que se vive hoy. No se puede extender esto por mucho tiempo, ya que estaríamos en contra del propio mandato constitucional del artículo 76. 

La propia Corte Suprema decía y ratificaba en 1959 lo que dice la doctrina: la situación de emergencia obviamente debe sancionarla el Congreso, pero debe perseguir un fin público, con transitoriedad de la medida aplicada y razonabilidad, es decir, adecuar el medio empleado para el fin público que se persigue, según lo establece el propio artículo 28 de la Constitución.

Me pregunto: ¿estamos acaso frente a la persecución de un fin público o ante una nebulosa de mayor concentración de poder, de un poder sobre otro? 

¿No alcanzó con las delegaciones de 2002? ¿Fueron ineficientes las prórrogas de 2003? ¿Se detuvo la recuperación de la capacidad instalada de la industria en la Argentina? ¿Qué ocurrió?

Si la emergencia tiene como fundamento la excepcionalidad para defender a la sociedad de una agresión o de algo fatal que deviene de una situación económica o de un desborde institucional, es claro que se debe actuar porque se cierne el temor sobre la sociedad. Pero aquí es distinto, porque lo que queremos utilizar como defensa es un arma de agresión. Digo esto y lo ratifico porque estamos dando facultades sin emergencia. Lo transitorio se está convirtiendo en permanente y lo excepcional en regla. Estamos casi frente al peligro de una doctrina que asustó mucho a la humanidad: la doctrina schmittiana, que sostenía la excepción permanente fundada en el discurso de la necesidad, y esto es absolutamente peligroso. Fundar la transferencia de poder en la necesidad sin temporalidad, sin razones de base de la delegación, nos pone al borde de un peligro muy serio.

Ya desde el año 1920, en la Argentina comenzó a hablarse de emergencia en las resoluciones de la Corte Suprema. Y en el año 1934, sobre la base de la doctrina americana, se le incorpora el concepto de temporalidad, que es definitorio para la emergencia.

Pero acá la temporalidad se está convirtiendo en habitualidad y deja en forma abstracta la base de justificación del empinamiento de transferencia de decisiones del Congreso. Porque si algo está claro no es todo lo que falta construir; es todo lo que ya se hizo para salir de donde se salió cuando se dio origen a la ley de emergencia votada en el año 2001.

Dije lo del artículo 2° porque el proyecto en sí mismo nos muestra una situación absolutamente dispar. Si nos remitimos al artículo 3°, estamos frente a una situación kafkiana -no sabría de qué otro modo llamarla-, que el miembro informante, con inteligencia, pasó con ligereza.

Fíjense en lo siguiente: se creó la Comisión Bicameral de Seguimiento de Renegociación de los Contratos de Empresas de Servicios Públicos. Por supuesto, deberíamos haber aprovechado este tiempo para tener un marco regulatorio y dar previsibilidad y transparencia, que es lo que caracterizaba el discurso del presidente en su nueva gestión.

Pero, eso sí, hay una concesión en las concesiones que le damos. En junio de 2005, va a haber una reunión del Poder Ejecutivo con el poder delegante -o sea, el Congreso- para evaluar en conjunto si ya están dadas las condiciones para salir de la emergencia. Esto es como meter un ratón en la jaula de los lobos, porque la comisión se constituyó para controlar las renegociaciones del gobierno, y este último llama a la comisión para que en forma conjunta determinen si salieron de la emergencia.

Pregunto: ¿esto es un chiste? ¿Es una broma? ¿Es un extremo? De lo que estoy seguro es de que es una novedad al margen de cualquier razón jurídica que la pueda sustentar.

No hay forma de sostener eso. Es más: en el artículo 2° le damos al gobierno la facultad de levantar la emergencia cuando lo crea conveniente, pero en el artículo 3° ya nos anuncian que hasta junio del año que viene no va a poder ser, porque en ese mes hay que hacer una reunión entre la comisión y el gobierno para evaluar cómo van las cosas. (Aplausos.)

Con respecto al artículo 4° quiero hacer un comentario muy breve, hablando de la incoherencia jurídica. Con respecto a la doble indemnización, casi en un sueño utópico se nos dice que cuando la tasa de desocupación baje de dos dígitos esto se va a normalizar. Pero, pregunto: ¿qué va a pasar si no bajamos del diez por ciento? ¿Continuará la emergencia? ¿No continuará? ¿Continuará en parte? ¿Qué artículo se aplicaría? ¿Se aplicaría el artículo 4° de este proyecto de ley o el artículo 16 de la ley de prórroga anterior? ¿Por qué ventana se entra a mirar jurídicamente la respuesta frente a una posible demanda?

Señor presidente: si jurídicamente no se dan los extremos del artículo 76 de la Constitución Nacional, esto es muy serio. La legitimidad del presidente estuvo dada fuertemente, además de por su vinculación con lasociedad, por un paso que a nuestro criterio fue positivo, cuando dijo que la Corte Suprema de Justicia que tenía el país nada tenía que ver con la que él deseaba para un correcto ejercicio de la división de poderes. 

"¡Ahora vamos a ver, Catalina, cómo se mueven las avispas!" Y esto lo manifiesto porque si queda absolutamente en claro la inconsistencia de la declaración de la emergencia económica, ante el primer particular que se presente ante la Corte Suprema de Justicia, espero que ésta honre la confianza depositada en ella. No cabe posibilidad de interpretar desde ella solamente el artículo 76 de la Constitución Nacional. No puede hacerlo con una sentencia que declare que no existen condiciones económicas, fácticas y jurídicas para seguir en emergencia en nuestro país.

Mala noticia sería que nos encontráramos con una resolución que vuelva a la del caso Peralta de 1990, cuando se justificó la excepcionalidad sine díe, con el argumento de que si el Congreso no se pronunciaba, seguía en vigencia. ¡Gran interrogante para la Argentina que viene!

¿Qué Corte tenemos? ¿La que todos queremos? ¿Qué Corte Suprema vamos a tener? Esperemos que no se fortalezca la defraudación hacia el futuro de la independencia de poderes. Debemos reafirmar la ley y la Constitución. Hay que preservar el principio de reserva legal.

¡Olvídense de quienes estamos sentados acá en estas bancas! El principio de reserva legal es la máxima garantía con la que cuenta la división de poderes en lo que tiene que ver con la delegación de facultades. El Congreso debe preservar los derechos que tiene.

Tenemos mucho para decir y sé que muchas cosas van a quedar para el futuro. Podemos hablar de la calidad institucional, porque en nuestro bloque nos hemos preguntado para qué era todo esto. ¿Por qué se ha dado así? ¿Acaso el presidente no ha contado con el acompañamiento de su partido político? Yo me sentiría orgulloso del apoyo que le ha brindado este Parlamento, porque le ha votado absolutamente todo. ¿Cuál es la razón para que exista tanto afán de concentrar el poder? ¿Acaso no ha contado con bastantes DNU en sus manos? Ya vamos a hablar de ellos. El le puso un poquito más de aceleración a todo esto.

Por ejemplo, la oposición le ha derogado leyes que obstruían la marcha de la recuperación del gobierno. No estamos en condiciones de apagar la luz, porque la oposición está atomizada.

En la peor crisis del gobierno de de la Rúa existía en la Cámara una mayoría que pudo haber derogado una ley de emergencia económica. Pero ese riesgo hoy no lo tiene el presidente de la Nación.

Es una pena que la señora Fernández de Kirchner esté en los Estados Unidos de América, pero seguramente si estuviese acá la senadora repetiría lo que dijo el año pasado cuando se abstuvo en la votación que se produjo en la Cámara alta: "No quiero dejar más mi vida y mi patrimonio ni el del resto de los argentinos en las manos de un funcionario que decida sobre estas cosas, porque ya sabemos cómo es la historia. No voy a colocar en manos de un funcionario los intereses que nosotros tenemos que representar..." -tenía razón- "...y por los que teníamos que velar. Vamos a hacer honor a la legitimidad de las instituciones." ¡Certera recomendación, que hoy no pudo ratificar porque está de viaje!

Estamos frente a la mayor concentración que ha tenido un Poder Ejecutivo en la Argentina en períodos democráticos. Es cierto lo que dicen algunos cuando sostienen que a otros gobiernos se les concedieron leyes de emergencia, tanto del peronismo, del radicalismo o de la Alianza. Las del artículo 11 de la ley de presupuesto antes eran diferentes, pero también las tenían los jefes de Gabinete. Esto es cierto.

Lo que nunca se dio es la simultaneidad de todo el poder, con todas las facultades delegadas más las mayorías que tiene en el Parlamento. Antes, cuando lo tenían por un lado, les faltaba mayoría en el otro; de alguna manera existía un contrapeso. Hoy tienen todo. Como bien indicaba un matutino, estamos viviendo el "supermiércoles". No sé si es un miércoles trágico o bueno; en mi opinión es trágico.

Cuando el estado de excepción se convierte en permanente -aunque no trate de convertir lo ilícito en lícito- y se lo comienza a ver como el uso constante del concepto de la necesidad, en un país como el nuestro se convierte en transgresión permanente. En sistemas hiperpresidencialistas, como los que tenemos en muchos países de Latinoamérica, cuando no existe necesidad y el poder va por más facultades, estamos al borde del peligro. Digo esto porque después funciona en automático. 

Es muy difícil salir de esa situación cuando el estado de excepción, cobijado en la legalidad pero no en la necesidad extrema, se hace permanente, para luego convertirse en una regla. De este modo hoy, mañana o pasado, el sistema jurídico se convierte en una máquina letal, decía Giorgio Agamben. Este es el problema de las democracias con sistemas como el nuestro. 

Tengo que hacer esta advertencia porque, aunque nosotros no estemos mañana, el problema seguirá instalado. No estamos poniendo palos en la rueda, porque todos nos hemos equivocado. Esta no es una carrera para buscar culpas. El propio bloque mayoritario lo debe saber mejor que nadie, porque es el que tiene que sostener al gobierno y entrega jirones de las facultades de la institución a la que representa. Este es el tema político de fondo en cuestión. 

Estamos avanzando en un "decisionismo" presidencial que está desplazando al gobierno de la ley. Lo que se cierne hoy sobre la Argentina institucional constituye un combo espectacular. Para mí es una verdadera pena, y no porque sea malo o bueno. Estoy seguro de que el gobierno piensa que con más poder, en el mejor momento de la economía las cosas le van a ir mejor y que de ese modo se fortalecerá. Pero lo cierto es que se debilita, porque el camino del reclamo va en una sola dirección; no hay intermediación. Justamente ese es el papel del Congreso. 

Este no es un sistema parlamentario sino un híbrido de los sistemas americanos. Tampoco hay bipartidismo, porque está atomizada la oposición y las mayorías se dan en forma holgada. Tampoco es un sistema de coalición política; esto no es Chile ni Brasil. Los riesgos de la debilidad en la calidad institucional acompañan a la economía. La economía es dominante sobre la calidad institucional. Así, si funciona la economía el poder se fortalece, y si ella cae el que tiembla no es el poder sino los poderes. 

Ese es el problema que nosotros debemos sortear. Estamos conformando el combo de una democracia delegativa. Esto es lo verdaderamente peligroso. 

El gobierno cuenta hoy legítimamente con ciento veintinueve diputados y cuarenta y un senadores. En lo que va de su gestión el Parlamento le ha votado -con quienes lo acompañan y disienten- un promedio de una ley cada quince días. Es decir que en el Parlamento no hay mora. Además, sobre doscientos treinta y un mensajes que mandó el gobierno desde su gestión, ciento veinticinco consisten en comunicaciones de decretos. De ellos, ochenta y cuatro son decretos de necesidad y urgencia y once se relacionan con delegaciones en los términos de la ley 25.561; otros cinco tuvieron ambos componentes, es decir que constituyeron un mix.

Queridos amigos: acá hay una atomización de la política. Existen aproximadamente cuarenta y un bloque legislativos y diecinueve agrupaciones con la discriminación "interbloque". Se trata de una atomización nunca vista, que es el reflejo de lo que atraviesa la sociedad.

Sr. Presidente Camaño.- La Presidencia ruega al señor diputado que redondee.

Sr. Negri, Mario Raúl.- Voy a redondear, señor presidente.

Las facultades otorgadas a muchos mediante el artículo 11 de la ley de presupuesto, en este caso avanzaron más: concentración de atribuciones para el jefe de Gabinete, DNU para manejar cuatro mil doscientos millones de pesos más de excedentes del presupuesto. Además, dejamos de lado las leyes de administración financiera y de responsabilidad fiscal. Hicimos: "¡Oooooso!", a los gobernadores de todos los colores políticos diciéndoles que votaran por unos pesos; después nosotros los eximimos de la responsabilidad con el Estado nacional, ¡y adelante con los faroles!

Eso es lo que se ha ido construyendo para todos, no para algunos.

Está claro, señor presidente, que el proyecto de ley que vamos a votar importa un franco deterioro de la calidad institucional de la Argentina. Enójense unos u otros; más allá de cómo se vote, ganen unos o pierdan los otros, existe ese deterioro. La calidad institucional se mide con permanencia, y en nuestro país las experiencias indican que en los sistemas hiperpresidencialistas como el nuestro, cuando no hay calidad institucional la economía también voltea a los gobiernos, aun dentro de la democracia y en aparente legalidad. Este es un interrogante que entre todos debemos comprometernos a resolver.

El desafío es salir de esta fatiga de la democracia delegada que nos ahoga. Por favor, tenemos que hacerlo. Hay una oportunidad. Ni el presidente ni nadie tienen que enojarse, porque es a favor de todos. Si podemos demostrar que es posible conciliar eficiencia y eficacia con representatividad e institucionalidad, verán que en el mundo nos mirarán de otra manera, y nosotros también podremos mirarlo de otra forma.

Hablamos de reforma política, pero estamos perturbando decididamente el sustento básico de la división de poderes. No nos engañemos en cuanto a las listas sábana, pues más allá de que el debate de ese tema es necesario la discusión de fondo es otra.

Aun en el cúmulo de los errores -ojalá me equivoque- por el bien del propio bloque del justicialismo que acompaña con lealtad a su gobierno, ojalá podamos comprender que calidad institucional permite cambiar gobiernos y políticas, pero solamente cambiar gobiernos y políticas sin calidad institucional hace perder a la Nación.

Ojalá no ocurra como en el año 1995, siendo ministro de Economía quien hizo de su personalidad el cesarismo de la necesidad -aun nuestro propio gobierno lo buscó pensando que sería la salida de la emergencia-, y que el año que viene tengamos que decir que la Argentina se ha ensombrecido aunque la economía ande bien y hayan sido resueltas la inequidad y la injusticia distributiva. 

Ojalá no tengamos que decir a alguien en este país, como Luis XIV, L'État c'est moi -"El Estado soy yo"-, porque ese día habrá números pero no habrá democracia. (Aplausos prolongados. Varios señores diputados rodean y felicitan al orador.)

Sr. Presidente Camaño.- Tiene la palabra el señor diputado por Salta, quien comparte su término con los señores diputados Martini, Torres y Llano.

Sr. Zottos, Andrés.- Señor presidente: todavía resuenan en este recinto las palabras esperanzadoras que pronunciara el señor presidente de la Nación cuando, el 25 de mayo de 2003, asumió el más alto cargo de nuestro país.

Con la convicción que lo caracteriza, señalaba en aquel momento: "Debemos construir la legitimidad de las leyes y luchar contra la impunidad y la corrupción. Debemos leer en forma completa la Constitución Nacional, fortalecer la voluntad popular y la calidad institucional con la seguridad jurídica. No pediré cheques en blanco." 

En aquel momento parecía que se avecinaban nuevos tiempos. Se prometía un apego a nuestra Carta Magna y el respeto a las instituciones, fustigando vehementemente la situación de la década de los 90.

Hoy, las palabras de nuestro excelentísimo señor presidente fueron hechas trizas con los hechos que estamos viviendo, ya que seguramente se aprobará esta iniciativa, así como se hizo con la delegación de poderes que figuraba en el proyecto de ley de presupuesto. 

No solamente vamos a firmar un cheque en blanco, sino que en la historia de nuestro país ningún gobierno constitucional y democrático ha tenido la concentración de atribuciones y facultades que hoy otorgaremos los legisladores.

Hay muchos reconocidos constitucionalistas y doctrinarios del derecho que ya hacen mención a la aparición de la figura del hiperpresidencialismo, dada la constante acumulación de poder. 

La gravedad de esta situación está reflejada en el artículo 29 de la Constitución, que lamentablemente no respetamos, ya que prohíbe la delegación de facultades sin límites al Poder Ejecutivo.

En efecto, la mencionada concentración de facultades en el Poder Ejecutivo se manifiesta en diferentes frentes. En primer lugar, se ha mencionado el empleo permanente y abusivo de los decretos de necesidad y urgencia por parte de este gobierno. Lo grave es que el gobierno no reconoce los límites que en este aspecto establece la Constitución. El Poder Ejecutivo no puede legislar -salvo en los casos que aquí se han mencionado-como lo ha venido haciendo hasta ahora, dictando más de cien decretos de necesidad y urgencia, cifra que aumenta semana tras semana y que en comparación con otros gobiernos es muy superior.

En segundo lugar, no se pueden dejar de mencionar los superpoderes que esta Cámara otorgó al jefe de Gabinete, a través de los artículos 8° a 11 del proyecto de ley de presupuesto -que he votado en contra-, al que hoy seguramente el Senado dará sanción definitiva.

Sr. Presidente Camaño.- Señor diputado: su tiempo se ha agotado.

Sr. Zottos, Andrés.- Ya concluyo, señor presidente. 

Como decía, hoy seguramente el Senado dará sanción definitiva a lo que aprobamos en esta Cámara, que es la delegación de superpoderes al jefe de Gabinete. Y como si esto fuera poco hoy queremos aprobar la prórroga de la ley 25.561, de emergencia económica, que delega en el Poder Ejecutivo amplísimas facultades para reordenar la situación económica, administrativa, financiera y cambiaria. 

Es importante citar algunos datos contundentes de la realidad que nos indican que a pesar de los problemas que tenemos no nos encontramos en una emergencia como la que había en el año 2002. Por ejemplo, es notable el crecimiento que han tenido los depósitos: en diciembre de 2001 eran de 75.553 millones de pesos, en diciembre de 2002, de 93.744 millones de pesos y, en noviembre de 2004, de 110.522 millones de pesos. O sea que estamos ante un crecimiento de los depósitos del 46 por ciento. Este informe ha sido publicado por el Banco Central de la República Argentina.

Es más, en relación con esto último se observa en los bancos privados un crecimiento mensual de setecientos setenta millones de pesos. En materia fiscal el Estado tiene un superávit de diecinueve mil millones de pesos -único en cincuenta años-, que equivale a un crecimiento del 4,5 por ciento del producto bruto interno.

No quiero abundar con más datos, pero lo cierto es que todavía hay muchísimos problemas pendientes de solución que son de real importancia para nuestra sociedad, como es la superación de los índices de pobreza, de indigencia y de desempleo, la renegociación de los contratos de los servicios públicos, la deuda hipotecaria, la pesificación asimétrica de los depósitos yla renegociación de la deuda externa, pero para resolver estos temas no hace falta continuar con esta ley de emergencia, ni tampoco con la suma del poder público del Ejecutivo. 

El sistema político y jurídico de nuestro país es lo suficientemente sólido para proveer el tratamiento y solución de todas estas cuestiones a través del funcionamiento ordinario de las instituciones, como esta Cámara y también la Justicia. 

No puedo votar a favor de la prórroga de la ley 25.561. Mi deber como legislador es velar por el correcto funcionamiento de las instituciones, más aún si está en juego el principio de la división de poderes, base sobre la cual descansa nuestra Nación.

Para finalizar, voy a coincidir con el señor diputado preopinante y también con la señora senadora Cristina Kirchner, que cuando se trató esta ley el 6 de enero de 2002 expresó ardientemente lo siguiente: "No quiero dejar más mi vida y mi patrimonio y el del resto de los argentinos en manos de un funcionario que decida sobre estas cosas porque ya sabemos cómo ha sido la historia. También podría decir que no colocar en manos de un funcionario los intereses que nosotros tenemos que representar y por los que tenemos que velar hace también a la legitimidad de las instituciones...".

Por lo expuesto, fundamento mi voto por la negativa.

Sr. Presidente Camaño.- Tiene la palabra el señor diputado por la Capital.

Sr. Martini, Hugo.- Señor presidente: adelanto que pido la inserción en el Diario de Sesiones del texto de parte del discurso que pensaba efectuar. 

Quiero referirme únicamente al tema de la inexistencia de la emergencia en este momento de la Argentina, que se utiliza para fundamentar la solicitud de prórroga de la ley.

La emergencia no es únicamente un hecho económico, sino también político y social. Quiero indicar que nosotros enfrentamos una situación completamente distinta a la que tuvo el presidente Duhalde treinta y cuatro meses atrás, cuando se solicitó, a través de la ley 25.561, del 6 de enero de 2002, facultades extraordinarias para manejar la crisis.

Quisiera dejar constancia de que en el aspecto político no existe hoy en la Argentina una emergencia como la que existió en el primer semestre de 2002. Tengamos en cuenta que por los desgraciados acontecimientos del puente Pueyrredón, donde murieron dos manifestantes, el presidente Duhalde debió adelantar los comicios y como efecto probablemente no buscado la Argentina fraccionó en el 2003 las elecciones en treinta y nueve contiendas electorales. 

Hoy, la situación es completamente distinta. El presidente de la República ha enviado un proyecto de ley de unificación de fechas electorales que ha sido aprobado por el Senado y que, sin duda, va a recibir el apoyo de la mayoría de los señores diputados aquí presentes, lo que indica que la situación política de la Argentina ha dejado de estar en emergencia. 

Y desde el punto de vista social, o sea de la gobernabilidad, tenemos índices sensiblemente distintos y mejores en materia de cortes de rutas, de hechos de violencia sociopolítica y también de paros. 

Además, con respecto a la situación económica a la que se refiere la emergencia en sí misma, los indicadores que estamos mostrando, y que están disponibles en la página web del Ministerio de Economía, señalan una situación económica que está muy lejos de constituir una emergencia.

La situación, desde el punto de vista inflacionario, que era del 41 por ciento en 2002, ha bajadoal 7 por ciento, indudablemente a causa de la evolución del dólar, ya que en 2002 fluctuaba entre uno y cuatro pesos y hoy prácticamente ha quedado fijo en tres pesos.

Si seguimos analizando todas estas variables -cuya inserción solicito en el Diario de Sesiones- llegaremos a la conclusión de que la emergencia económica ha desaparecido en la Argentina.

Estas tres variables -política, social y económica- indican que es innecesaria la prórroga que solicita el Poder Ejecutivo, ya que en el proyecto de presupuesto que hoy está considerando el Honorable Senado se sostienen tres premisas principales: que la tasa de crecimiento en 2005 será del 4 por ciento, que la recaudación impositiva alcanzará a ciento seis mil millones de pesos y que el superávit fiscal primario será de 3,9 por ciento en relación con el PBI. 

Comparando estos datos con lo que ocurría hace treinta y cuatro meses advertimos que de ninguna manera se genera la idea de emergencia económica. 

Para permitir que los otros señores diputados del interbloque Federal puedan expresar su opinión termino diciendo que hay una inconsistencia en lo que se trata de lograr esta tarde. Mientras el Senado de la Nación está aprobando un proyecto de presupuesto con resultados macroeconómicos que el ministro de Economía y Producción indica como espectaculares para el año 2005, en la Cámara de Diputados estamos considerando una situación de emergencia económica como si nos encontráramos en medio de una crisis. En una misma manzana, en dos recintos, se están mostrando situaciones de países distintos, y sin embargo es el mismo. (Aplausos.)

Sr. Presidente Camaño.- Tiene la palabra el señor diputado por Tucumán.

Sr. Torres, Francisco Alberto.- Señor presidente: pensaba hacer un somero repaso histórico, pero los señores diputados preopinantes han dejado perfectamente reflejado este aspecto. Es por ello que trataré de ser más concreto y de resumir mi exposición. 

No encuentro ninguna razón para que el Poder Ejecutivo tenga hoy esta concentración de poder legislativo en sus manos. Sabemos que el Congreso está compuesto mayoritariamente por hombres y mujeres del partido oficialista, y cada vez que el Poder Ejecutivo ha necesitado una norma el bloque que lo respalda se la otorgó con gran celeridad y lealtad.

¿Por qué insiste el Poder Ejecutivo en una prórroga de la emergencia económica si, funcionando las instituciones normalmente, el Congreso ha conseguido darle las herramientas que solicitó? De esa forma este Poder Legislativo le dio al Poder Ejecutivo las herramientas que éste quiso y en la oportunidad y forma en que lo pidió.

En este momento en que la sociedad está convulsionada -por decirlo de alguna manera- ante la presencia de presidentes extranjeros -ojalá lleguen en buena hora para que, con sus inversiones, nos acompañen por el camino del progreso y podamos sacar adelante el país más rápido-, ¿no es acaso fundamental demostrar calidad institucional ante el concierto de las naciones? Tengo entendido que esto es lo que prioritariamente ponderan quienes tienen intenciones de invertir en nuestro país.

Quiero hacer una referencia sobre el significado de este cuerpo, la Honorable Cámara de Diputados de la Nación, y sobre el rol que debemos desempeñar sus miembros. La Cámara debe ser honorable no sólo en los papeles, en las formalidades o en los títulos, sino que también, y fundamentalmente, debemos ser honorables en nuestros comportamientos y en nuestras responsabilidades.

De ninguna manera es mi intención molestar a alguno de mis colegas diputados, pero sancionar hoy la prórroga de una ley de emergencia, luego de haber aprobado el proyecto de presupuesto, merece ser llamado un acto de masoquismo institucional. El diccionario define este comportamiento como una perversión que consiste en gozar al verse humillado por otro. No veo una calificación más clara para atribuirnos hoy como Poder Legislativo, poder que en algún momento todos hemos jurado defender. ¿Hasta cuándo tenemos que seguir soportando que el ciudadano argentino común nos diga en la calle palabras que no son precisamente elogios? Esto es lo que pretendo inculcar: debemos recuperar el prestigio institucional de este Congreso.

Como bien dijo el señor diputado Negri en la sesión del 6 de enero de 2002, cuando se discutió la ley de emergencia económica -que hoy estaríamos prorrogando en otra Argentina-, la senadora Fernández de Kirchner manifestó lo que los señores diputados preopinantes ya dijeron. Claro que no podía borrar con el codo lo que había escrito con la mano.

Es muy distinta la situación que vivimos hoy, a fines de 2004, y en eso coincidimos los diarios, la gente, las encuestas, los funcionarios, el Poder Ejecutivo, los ministros y los gobernadores. Los índices económicos son positivos y el país crece.

Tal vez no nos damos cuenta de la importancia de que haya sido el Congreso Nacional el que estableciera los motivos de la emergencia, sus límites y sus plazos. ¿Es el Poder Ejecutivo el que debe determinar que ya no estamos en emergencia? 

Realmente, veo que existe una contradicción. Por un lado, el gobierno anuncia un crecimiento económico importante, un aumento del PBI, estabilidad empresarial, creación de un millón de puestos de trabajo, mayor recaudación impositiva y aumento en la inversión pública y, por el otro, se nos está pidiendo prorrogar una emergencia económica. Por estas razones, vamos a votar negativamente este proyecto. 

Quien tiene la responsabilidad máxima en la conducción de la economía del país, el propio ministro, decía hace poco que hoy estamos en una situación radicalmente distinta y que podemos hablar del mediano plazo.

Entonces, me parece que no podemos decir que hay emergencia cuando tenemos un crecimiento del 7,4 por ciento del PBI en nuestro país. Si bien es cierto que hay muchos conciudadanos que atraviesan una situación muy difícil, hoy el país tiene superávit.

Creo que el camino cierto para la Argentina debe ser el restablecimiento de la confianza y de la credibilidad y, sobre todo, de la seguridad jurídica. Sólo esto nos hará aparecer ante el mundo como un país confiable y con futuro.

Por estas razones, ayudando al gobierno con la mejor voluntad votaremos negativamente, porque entendemos que de esta forma hacemos nuestra contribución al futuro de nuestro querido país.

Sr. Presidente Camaño.- Tiene la palabra el señor diputado por Mendoza.

Sr. Llano, Gabriel Joaquín.- Señor presidente: en enero de 2002, en medio de todos los conflictos originados por la crisis política, institucional, económica y social que vivía el país, se sancionó la ley 25.561, que declaraba la emergencia económica, social, administrativa, financiera y cambiaria. 

Desde el origen mismo de la ley, la mejor y más calificada doctrina constitucional opinó que la amplísima delegación legislativa contenida en esa norma excedía los recaudos y los requisitos establecidos por el artículo 76 de la Constitución Nacional.

Cuando al año se discutió en este recinto un proyecto del Poder Ejecutivo, denominado en forma eufemística de modificación de la ley 25.561 -que encerraba no otra cosa que la prórroga de la emergencia hasta el 31 de diciembre de este año-, citamos la opinión de varios constitucionalistas, entre ellos Miguel Padilla, Miguel Ángel Ekmekdjian, Antonio María Hernández y Alejandro Pérez Hualde -quien ha hecho un importante trabajo en esta materia-, los cuales coincidían en que esa delegación era la más amplia y grave de todas en la historia jurídica argentina.

Asimismo, agregaban que bien se podía calificar a esa delegación como una concesión de facultades extraordinarias prohibida por el artículo 29 de la Constitución Nacional.

No vamos a reiterar los conceptos y nos remitimos a la exposición que realizó el bloque Demócrata en oportunidad de la primera prórroga de la ley de emergencia, pero sí queremos recordar que en la Argentina se ha hecho un uso abusivo de los institutos de la emergencia, desde el estado de sitio hasta las intervenciones, pasando por supuesto por los decretos de necesidad y urgencia de delegaciones legislativas.

Todos estos pretendidos remedios contra la emergencia, en vez de paliar y solucionar las crisis, en nuestra opinión las agudizaron, transformándolas en endémicas. Si este Congreso no hubiera dado superpoderes y efectuado delegaciones legislativas, tanto al ex presidente Menem como al gobierno de la Alianza, probablemente no se habría producido la crisis que padeció el país en diciembre de 2001.

En la primera mitad del siglo XIX, la Argentina era un inmenso desierto y una geografía vasta y despoblada, quizás el país más atrasado y primitivo de toda América Latina.

Sesenta años después, en las primeras décadas del 1900, la Argentina se había transformado en el primer país de América, luego de los Estados Unidos, y era uno de los primeros países del mundo, superando incluso a algunos de los más poderosos de Europa, como Francia, Italia o España, en materia de alfabetización o de producto bruto interno per cápita.

-- Ocupa la Presidencia el señor vicepresidente 1° de la Honorable Cámara, don Eduardo Ariel Arnold. 

Sr. Llano, Gabriel Joaquín.- Este milagro de prosperidad que transformó en muy pocos años la pobreza y el atraso en un paradigma de progreso y desarrollo, no se hizo utilizando la fórmula de la concesión de facultades y de la entrega de la suma del poder público. Esa fórmula era la que había fracasado, manteniendo al país en el atraso, ya que se le habían entregado poderes al gobernador de la provincia de Buenos Aires, Juan Manuel de Rosas.

La Argentina salió del atraso y se lanzó a la aventura y al progreso, y para ello utilizó la fórmula contraria, condenando la concesión de facultades extraordinarias y sujetando a quienes las firman o las consienten a la responsabilidad y a la pena de infames traidores a la patria.

La Argentina salió de la pobreza, no acrecentando las facultades del Estado, salió del estancamiento y del atraso con libertad, respetando los derechos individuales, con la forma republicana de gobierno, con una estricta separación de poderes, con un Congreso que no renunciaba a sus facultades, que no abdicaba de sus atributos propios, como estamos haciendo ahora, sino con un Congreso que ejercía sus potestades en plenitud, que fijaba las grandes políticas, y un presidente, un Poder Ejecutivo, que gestionaba y administraba, así como un Poder Judicial que actuaba en forma independiente e imparcial.

Esta fue la fórmula del progreso de la Constitución de 1853 que produjo un milagro de desarrollo en la Argentina, transformando a este país en uno de los primeros del mundo en muy pocos años, sacándolo de una situación de atraso y de carencia.

La fórmula es la contraria a la que se está dando ahora. La fórmula es la de la libertad y de la República, no la de la concesión de facultades extraordinarias, porque en definitiva la emergencia que estamos viviendo los argentinos, más que económica, social, financiera o cambiaria, es una emergencia institucional, que contribuye a todas las otras crisis.

La emergencia real que vivimos es la enorme deformación institucional que soporta el país, en su forma republicana y federal de gobierno, porque también se han usurpado las facultades de las provincias, se han confiscado sus recursos financieros y se ha quitado un límite al poder del Estado central con la apropiación de las facultades de aquéllas.

Esta es la emergencia que vivimos: un país que no cumple su Constitución, donde la separación de poderes y la forma republicana y federal de gobierno es sólo letra muerta.

Nuestro Congreso, señor presidente, cometerá otro error histórico si se niega a recuperar facultades que le son propias y que le han sido cercenadas por la ley 25.561.

Sr. Presidente Arnold.- Tiene la palabra el señor diputado por San Luis, quien comparte su tiempo con los señores diputados L'Huiller, Pérez Suárez y Rodríguez Saá.

Sr. Poggi, Claudio Javier.- Señor presidente: el proyecto de ley que estamos considerando -que ya ha sido sancionado por el Senado- prorroga hasta el 31 de diciembre de 2005 la vigencia de la ley 25.561, de emergencia pública y reforma del régimen cambiario, y sus modificatorias, sancionada el 6 de enero de 2002.

Recordemos lo que la ley 25.561 establece en su artículo 1° que, al amparo del artículo 76 de la Constitución Nacional, declara la emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria, delegando las siguientes facultades al Poder Ejecutivo nacional: proceder al reordenamiento del sistema financiero, bancario y del mercado de cambios; reactivar el funcionamiento de la economía y mejorar el nivel de empleo y de distribución de ingresos, con acento en un programa de desarrollo de las economías regionales; crear condiciones para el crecimiento económico sustentable y compatible con la reestructuración de la deuda; y reglar la reestructuración de las obligaciones en curso de ejecución afectadas por el nuevo régimen cambiario instituido.

Dicho de otra forma, por esa ley se facultó al Poder Ejecutivo nacional a fijar una nueva relación de cambio entre el peso y las divisas extranjeras, es decir, a devaluar el peso, generando una enorme transferencia de riqueza y obviamente castigando el poder adquisitivo del salario. Mediante esta ley se facultó al Poder Ejecutivo a conceder nuevas funciones al Banco Central, el que otorgó millonarias sumas de redescuentos a los bancos.

En virtud de esa norma también se facultó al Poder Ejecutivo nacional a dictar el decreto de pesificación, licuando el pasivo de las grandes empresas y afectando el derecho constitucional de propiedad de los ahorristas. Asimismo, por la ley 25.561 se facultó al Poder Ejecutivo nacional a efectuar compensaciones indebidas a los bancos, a renegociar los contratos de obras y servicios públicos y a reglamentar las obligaciones originadas en contratos entre particulares, entre otras cosas.

A partir de la última prórroga, la vigencia de la ley 25.561 vencería el 31 de diciembre de este año, y con este proyecto de ley se pretende prorrogarla hasta el 31 de diciembre de 2005.

Pero quiero hacer algunos comentarios en lo que respecta al análisis de este proyecto de ley. ¿Qué debate tuvo esta iniciativa si solamente se trató en la Comisión de Presupuesto y Hacienda durante dos horas la semana pasada? Por las características de este proyecto y los temas que involucra, debería haberse tratado en comisiones tales como la de Asuntos Constitucionales, la de Legislación del Trabajo, la de Finanzas, la de Obras y Servicios Públicos, entre otras; inclusive estas comisiones podrían haber trabajado en forma conjunta, como lo han hecho en varias oportunidades. Pero esto no se hizo.

Si a ello le sumamos que el análisis realizado en la Comisión de Presupuesto y Hacienda fue realmente muy pobre, sin altura y sin los fundamentos que requiere la sanción de una ley de estas características, es como reconocer ante la opinión pública la mediocridad de nuestra labor parlamentaria impuesta por el Poder Ejecutivo nacional.

Los colegas que defienden el proyecto de ley, mayoritariamente manifiestan -también lo dicen los fundamentos del mensaje del Poder Ejecutivo- que hemos progresado en muchísimos temas desde enero de 2002 hasta la fecha: producto bruto, recaudación tributaria, superávit fiscal, etcétera, pero como hay que consolidar la recuperación y todas esas mejoras, hay que prorrogar la emergencia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria hasta diciembre de 2005.

Los colegas que cuestionan el proyecto, mayoritariamente dicen que si bien existían razones para declarar la emergencia y delegar facultades en enero de 2002, hoy dichas razones no existen o están superadas. Por ende, no se justifica la prórroga de la emergencia hasta diciembre de 2005.

Sinceramente, no compartimos ninguna de las dos posturas. Claramente, existen dos temas a analizar. En primer lugar, la declaración de emergencia en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria. Por otro lado, está la delegación de facultades que el Congreso efectúa al Poder Ejecutivo.

En realidad, el verdadero flagelo que hoy soporta el país tiene que ver con la desocupación. En ese sentido deben ser orientadas todas las acciones y medidas. Debemos legislar sobre la emergencia laboral, cuestión que no declaramos en este proyecto de ley. Únicamente se habla de la indemnización agravada por despido injustificado, que pasa a ser un tema minúsculo en relación con la verdadera problemática. Es decir que se cuida el empleo actual, pero no se crean fuentes de trabajo.

En consecuencia, desde nuestro punto de vista, sobre la única emergencia que deberíamos legislar con precisión, responsabilidad y creatividad tiene que ver con el ámbito laboral. Debemos buscar la forma de crear puestos de trabajo en la Argentina.

Por eso, no compartimos la prórroga de las demás emergencias, como si se tratara de una prórroga in eternum que hay que repetir año a año.

Los fundamentos que utiliza el Poder Ejecutivo para justificar este proyecto de ley, seguramente se repetirán el año que viene. En el presupuesto para el año que viene que sancionó esta Cámara no se avizoran cambios en la situación actual. Seguramente, los discursos a favor y en contra de la prórroga de la emergencia económica que se den este año, van a servir para el año que viene.

Existe otra cuestión que tiene que ver con la prórroga de la delegación de facultades. Al respecto, conviene recordar lo que dice el primer párrafo del artículo 76 de la Constitución Nacional: "Se prohíbe la delegación legislativa en el Poder Ejecutivo, salvo en materias determinadas de administración o de emergencia pública, con plazo fijado para su ejercicio y dentro de las bases de la delegación que el Congreso establezca."

Con esto quiero resaltar que la delegación legislativa en el Poder Ejecutivo, prevista en la Constitución Nacional, tiene características de excepcionalidad. Con la prórroga que seguramente se aprobará hoy -ojalá no ocurra eso- la delegación de facultades se transformará en un tema habitual que habrá que repetir año a año.

Eso no puede ser analizado en la Argentina de estos tiempos como un tema aislado. Debemos estudiarlo teniendo en cuenta dos temas más: los superpoderes otorgados al jefe de Gabinete de Ministros por la ley de presupuesto nacional, sin sujeción a la ley de administración financiera ni a la de responsabilidad fiscal, y el uso y abuso en el dictado de decretos de necesidad y urgencia, cuestión que todavía no ha sido reglamentada por este Congreso de la Nación.

La vigencia de la emergencia económica, la delegación de facultades, los superpoderes presupuestarios con los que cuenta el señor jefe de Gabinete de Ministros y los excesos cometidos en los dictados de los decretos de necesidad y urgencia se convierten en tres poderosas herramientas que hacen que no existan antecedentes en ningún gobierno democrático de la Argentina de semejante concentración de poder en cabeza del Poder Ejecutivo nacional.

¿Cuál va a ser el rol del Congreso de la Nación? En cualquier lugar del mundo el Parlamento es el ámbito correspondiente para discutir temas trascendentes de la República. ¿Cuál es la razón por la cual estamos ajenos al tratamiento de los grandes temas nacionales? ¿Por qué no podemos participar legislando, como lo establece la Constitución Nacional? 

El mensaje que nos envía el Poder Ejecutivo a los señores diputados consiste en que este Congreso funcione cuando ya no existan problemas económicos ni sociales. Que mientras existan problemas, que el Parlamento no se ocupe de ellos. Incluso, se da a entender a la opinión pública que la delegación que se pide responde a la morosidad legislativa, cuestión que no ha ocurrido, como bien ha dicho el señor diputado Negri. También se dice que la delegación tiene que ver con nuestra imposibilidad de resolver problemas; que somos una máquina de impedir.Es muy dañino lo que se está haciendo con este Congreso Nacional; lo entendería si este accionar viniera de un gobierno de facto pero no de uno democrático. 

¿Acaso vamos a creer que de la mano de líderes iluminados podremos resolver todos los problemas de la Argentina y que recién después se normalizará a pleno el funcionamiento de las instituciones? ¿No tenemos experiencia en que muchos de los males de la Argentina tienen su origen en la discrecionalidad en el manejo de las políticas y de los recursos públicos? ¿Desconocemos que cuando los temas son abordados por el Congreso las cuestiones se transparentan porque las pueden conocer con precisión los medios de comunicación y quienes nos votaron en nuestras provincias para que fuéramos su voz en los grandes temas que ocupan a la Nación? 

Con esta delegación de amplias facultades al Poder Ejecutivo estamos clausurando de a poco el Congreso Nacional. Al votar leyes como ésta nos estamos autodeclarando incompetentes e incapaces para resolver los problemas. 

No compartimos este proyecto de ley mediante el cual se prorroga la emergencia y las facultades delegadas hasta diciembre de 2005. Esta postura es coherente con la actitud que asumimos muchos de los que hoy integramos este interbloque. Digo esto porque allá por diciembre de 2001, en medio de la enorme crisis política que enfrentábamos, el ex presidente Rodríguez Saá promulgó -no vetó- la ley que derogaba los superpoderes que se habían otorgado durante el gobierno del ex presidente de la Rúa. 

Estamos convencidos de que el Congreso Nacional debe cumplir con su rol constitucional, cualquiera fuera la emergencia que nos tocara transitar como país. También creemos que sí debemos declarar la emergencia laboral. Así lo expresamos en nuestro dictamen de minoría que contenía una propuesta alternativa de presupuesto para el año 2005. 

En nuestra opinión, la principal emergencia radica en los niveles de desocupación. Este Congreso debe legislar para que ese flagelo deje de ser la angustia de millones de argentinos. 

Por todas estas razones, y algunas otras que seguramente mis compañeros del interbloque van a ampliar con posterioridad, votaremos negativamente el proyecto de ley en consideración. (Aplausos.) 

Sr. Presidente Arnold.- Tiene la palabra el señor diputado por San Luis.

Sr. L'huillier, Jose Guillermo.- Señor presidente: cuando se sancionó la ley 25.561, el 6 de enero de 2002, como diputado nacional y como abogado lo consideré un día lúgubre. Me pregunté si no estábamos incurriendo en una mala praxis como profesionales del derecho -algunos- y como legisladores. Me vi sorprendido por la improvisación con la que se abordaban temas de tanta trascendencia al redactar los artículos. Recuerdo la forma en la que se dispuso el límite de los cien mil pesos para las deudas y la pesificación asimétrica. En definitiva, se estaban resolviendo cuestiones que tenían que ver con la concentración del poder económico. 

Por otra parte, tal como lo manifesté en oportunidad de tratarse el presupuesto para el año próximo, no conozco ninguna emergencia que se haya dispuesto en beneficio de los más humildes. Todas las emergencias, ya sean económicas, sociales, laborales o sanitarias, son dispuestas en beneficio de los poderosos. Me pregunto por qué estamos en emergencia si tenemos superávit. La respuesta a este interrogante es que la declaración de emergencia, junto con la delegación de poderes y los decretos de necesidad y urgencia están para favorecer a los poderosos. Así aparecen las delegaciones en materia impositiva, aduanera e incluso para fijar el valor del tipo de cambio. 

Estamos enfermos de emergencia, como decía el doctor Bidart Campos. Ya el 13 de enero de 1991 el periodista Atilio Cadorín se preguntaba cuánta emergencia podía soportar la República Argentina. Pero todavía nos falta una emergencia, la emocional. De este modo, nuestros dirigentes políticos podrían eludir la responsabilidad política y social sobre los desaguisados que a diario se cometen en la República Argentina. 

Hemos colocado la discrecionalidad por encima de la Constitución. Nos hemos olvidado de su artículo 19, que dice que nadie está obligado a hacer lo que la ley no manda ni privado de lo que ella no prohíbe. Esto, conjuntamente con el principio de razonabilidad, puede expresarse de la siguiente forma: nadie está obligado a hacer lo que la ley justa no manda, ni privado de lo que la ley justa no prohíbe. 

Junto con el derecho de propiedad hemos derogado también el principio de legalidad y razonabilidad. Asimismo, hemos eludido el control de razonabilidad de la Corte, que fuera creado para beneficiar a las empresas británicas; y ese control de razonabilidad, que fue restrictivo respecto de las empresas e intereses británicos, luego se abrió a otras causas.

Ahora en la Corte existe una nueva mayoría automática; no hay división de poderes y, por lo tanto, tampoco hay control de razonabilidad ni lo habrá. Si a ello agregamos el propósito de regular el per saltum, llegamos a la suma del poder público en una presidencia que, voy a reiterarlo -porque ya lo dije y no tengo miedo de repetirlo-, es de minoría. Se trata del primer presidente de minoría que ha tenido la República Argentina.

Con los decretos de necesidad y urgencia, la delegación de facultades, la mayoría automática de la Corte, la regulación del per saltum, está afectada la República, pues no existe división de poderes. Además, la emergencia es la restricción de los derechos individuales. Por otro lado, está afectada la democracia, porque no hay alternancia ni la habrá.

En el año 2001 el justicialismo pudo hacerse cargo del poder porque constituía una alternativa; pero tiene la obligación de permitir la alternancia, porque de lo contrario afecta el régimen constitucional.

Es muy fácil entrar en la emergencia, pero es muy difícil salir de ella. Entonces, ¿cómo vamos a salir de la emergencia? Quizá lo hagamos con una nueva crisis, porque esa es la manera en que los gobiernos nacional, provinciales y municipales salen de la emergencia; es decir, mediante una nueva crisis que justifique un nuevo pedido de declaración de la emergencia.

Tenemos que descorrer el velo de la emergencia para poder solucionar realmente los problemas que padece el pueblo argentino. La Constitución Nacional es la mejor garantía para los humildes. Hace pocos días, un juez de la Nación dijo que los obreros tenían que defender la Constitución tanto como el salario, porque esa era su garantía para crecer y proteger sus derechos.

En el congreso de CREA, llevado a cabo este año, el doctor Juan Enríquez señaló que los imperios de la mente serán quienes dominen el mundo; aquéllos que comprendan los fenómenos de la revolución digital y genética y otros avances de las ciencias, dominarán a quienes sigan basando su economía en la producción de materias primas. Sin embargo, nosotros seguimos discutiendo en torno de la emergencia mientras los imperios de la mente, es decir, las grandes potencias -Estados Unidos, China, Rusia, Corea-, nos pasan por encima. (Aplausos.)

Sr. Presidente Arnold.- Tiene la palabra la señora diputada por la Capital.

Sra. Pérez Suárez, Inés.- Señor presidente: sin perjuicio de que cederé al señor diputado Rodríguez Saá el término del que dispongo para hacer uso de la palabra -razón por la cual solicito la inserción de mi discurso en el Diario de Sesiones-, quiero formular algunos comentarios.

En primer lugar, no comparto la caracterización que hizo el señor diputado preopinante en cuanto a que Kirchner es el primer presidente de minoría. Deberíamos recordar que otro presidente llegó al gobierno casi con el mismo porcentaje de votos estando proscripto el peronismo.

En segundo término, dado que mediante la iniciativa en debate se avanza sobre los poderes y se afecta la República, dejo explícitamente aclarado que votaré en forma negativa el proyecto de ley sobre prórroga de la emergencia. 

Sr. Presidente Arnold.- Tiene la palabra el señor diputado por San Luis.

Sr. Rodríguez Saa, Adolfo.- Señor presidente, señores diputados: ¿por qué tenemos que dar la suma del poder público a este gobierno? ¿Estamos en una emergencia? 

Escucho las voces optimistas de los funcionarios, quienes prácticamente dicen que estamos en un país maravilloso. El señor diputado Negri, del bloque de la Unión Cívica Radical, aludió al discurso que el ministro de Economía pronunció frente a los empresarios, del que pareciera desprenderse que la Argentina está fantástica.

Entonces, si la Argentina está fantástica, ¿por qué tenemos que declararla en emergencia? ¿Por qué debemos sumar esta delegación de facultades a la extrema delegación de poderes que se ha otorgado al jefe de Gabinete en el presupuesto nacional? 

Creo que cada vez que se sancione este tipo de normas se beneficia a sectores privilegiados, que en la oscuridad quieren conseguir nuevas prebendas. ¿No es suficiente lo que se hizo con los bancos? Cuando el miembro informante dijo que se llevaron la plata de la Argentina, en realidad fueron los bancos privados los que se llevaron la plata del pueblo argentino, y después el gobierno los compensó.

Vale decir que luego de que nos robaron la plata, se los compensó, utilizando una prensa dócil y un país en decadencia que tolera este tipo de situaciones mientras nuestro pueblo sufre hambre.

Seguimos con índices de desocupación enormes. Los pobres en la Argentina se encuentran en una situación lamentable, y no surge ninguna preocupación sobre la educación, tema al que se refirió el señor diputado por Mendoza y que comparto plenamente. Los pueblos preparados, cultos y capacitados son los que van a salir adelante, tal como lo supo demostrar el nuestro a fines del siglo XIX y principios del XX.

Existe un doble discurso. He escuchado todo lo que se dijo sobre la mayoría automática de la Corte. Ahora, estamos en presencia de una nueva Corte, que también presenta una mayoría automática, y sus propios integrantes dicen que reciben instrucciones del jefe de Gabinete, Alberto Fernández, a quien le estamos delegando todas las facultades. Ni siquiera lo hacemos en el Poder Ejecutivo, sino en un superpoderoso señor Alberto Fernández.

Entonces, estamos en una situación muy grave. Según un informe de Transparency International, en la década del 60 el país se ubicaba en el puesto setenta en el ranking de naciones corruptas. Esta es una cuestión muy grave y delicada. 

Con el gobierno de la Alianza y del doctor de la Rúa, cuando las coimas de Senado se hacían públicas, bajamos al puesto cincuenta y siete. Imaginemos el grado de corrupción anterior. Sin embargo, en los dos últimos años la Argentina figura en el puesto ciento ocho. Pasamos del lugar cincuenta y siete al ciento ocho. Se trata de un estado de corrupción generalizada.

¿Qué señal le estamos dando al mundo y al pueblo argentino con la delegación de poderes y facultades? ¿Qué ventaja tiene esto? ¿Qué problema se va a resolver? ¿Por qué es necesario que abdiquemos de nuestras facultades constitucionales? ¿Con qué necesidad? ¿Por qué este apresuramiento? ¿Por qué un simple proyecto que presenta un diputado de mi bloque tiene que pasar por cinco comisiones y esta iniciativa del Poder Ejecutivo pasa por una sola donde se rompe, con la invocación de una emergencia, el Estado republicano? 

Sé que este proyecto de ley hoy será sancionado. Quienes lo voten en forma afirmativa seguramente pensarán que no tienen responsabilidad por las consecuencias de lo que van a hacer, que es profundizar la decadencia argentina. No es necesario recurrir a estos abusos. ¿Para qué? ¿Acaso el Poder Ejecutivo tendría algún inconveniente en que el Congreso apruebe una iniciativa suya? Como bien se ha puesto en evidencia esta tarde, todos los proyectos de ley que ha remitido al Parlamento han sido sancionados.

Esta mañana viajé a la Capital desde San Luis en un avión de Aerolíneas Argentinas. En general, ante una mínima tormenta de viento esos aviones no aterrizan ni en San Luis ni en San Rafael, y esta mañana estuvo media hora dando vueltas sobre San Rafael, mientras todo el pasaje esperaba. Como soy un poquito desconfiado pensé que seguramente tendría que subir alguien importante. Efectivamente, subió una señora diputada por Mendoza porque tenía que venir a dar quórum y votar, cosa que me parece bien, como también me parece bien que el avión espere. Pero lo que quiero decir es que eso indica que es posible formar el quórum y sancionar las leyes trabajando con esfuerzo.

¿Por qué tenemos que delegar facultades? ¿Por qué tenemos que poner a la Argentina en semejante triste papel ante el mundo? ¿Por qué tenemos que hacer peligrar las instituciones de la República? ¿Por qué tenemos que ponernos en los extremos? ¿Por qué tenemos que ser tolerantes frente a todos los abusos del poder, y críticos y duros ante los problemas de la pobreza en la Argentina? 

Me parece que estamos equivocados, que se transita un camino errado. Por eso, planteamos nuestro punto de vista y protestamos. No importa que seamos muy pocos los que pensemos así. No importa -como describió el señor diputado Negri- que la oposición esté disgregada. Lo que interesa es que podamos encontrar el rumbo de la Argentina, y no lo vamos a encontrar de esta manera.

¿Acaso alguno de los señores diputados cree que otorgando superpoderes a Fernández el país va a mejorar? ¿Qué cambio vamos a tener en la Argentina? ¿El hecho de que el jefe de Gabinete tenga o no superpoderes va a mejorar el índice de desocupación? Se los dan para eso, pero peligra la calidad institucional de la cual hablan todos los días, aunque después votan en su contra; es decir, se prestan al juego.

Si queremos tener un país honesto, trabajemos para ello, preocupémonos por nuestra calificación en el puesto ciento ocho y veamos las razones de que estemos entre los países más corruptos del mundo. Pensemos por qué la pobreza y la exclusión social son la nota dominante en la Argentina. Pensemos por qué nuestras escuelas se han transformado en comedores comunitarios y no en centros de capacitación y formación de los jóvenes ciudadanos para un país con futuro.

Estos son los problemas que enfrenta la Argentina, pero tenemos que perder el tiempo y los esfuerzos discutiendo prórrogas de prórrogas. Nuestro bloque va a votar en contra con orgullo. Sentimos que estamos haciendo un bien a la Argentina, y creemos que delegar en personas facultades y poderes absolutamente innecesarios hace un gran daño a las instituciones de la patria. 

Me tocó gobernar la Argentina en la peor crisis, y en el medio de ella el Parlamento sancionó el 19 y el 20 de diciembre de 2001 la derogación de facultades extraordinarias al Ejecutivo. Yo promulgué la ley, que era necesaria, porque la Argentina necesita gobernantes honestos que trabajen por el bien de la patria, no facultades extraordinarias. (Aplausos.)

Sr. Presidente Arnold.- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. Pérez, Adrián.- Señor presidente: adelanto que voy a pedir votación nominal de este proyecto de ley.

Claramente nos encontramos, sobre todo en los últimos tiempos, en un proceso de franca escalada del deterioro institucional, de vaciamiento del Parlamento nacional, de violación sistemática de la división de poderes del Estado republicano, y la verdad es que en muchos casos no ha sido únicamente una decisión del Poder Ejecutivo sino que se trató de decisiones de este Parlamento, como las que estamos tomando ahora y como la que adoptamos hace muy poco tiempo delegando atribuciones y facultades propias y excluyentes del Congreso nacional.

De esta forma hemos abdicado a nuestro rol en materia de distribución de recursos, porque delegamos la facultad en el Jefe de Gabinete de Ministros para que distribuya partidas a su arbitrio. Ahora, estamos delegando tal vez uno de los roles más importantes del Parlamento nacional, que es la fijación de las políticas públicas.

Claramente esta norma permite al Poder Ejecutivo nacional adoptar decisiones en las más vastas competencias y materias, en los aspectos económicos, financieros y sociales. La verdad es que no hay una delegación en sentido estricto, como lo establece la Constitución Nacional, sino una delegación laxa, amplia, para permitir al Poder Ejecutivo tomar decisiones que competen al Parlamento nacional sin ningún tipo de control.

Hemos abdicado y nos hemos retirado de un proceso sustantivo que debe darse en el Parlamento. Me refiero a la toma de decisiones en materia de políticas públicas. Por lo tanto, nos hemos retirado del proceso político. ¿Qué significa esto? Que hemos retirado del ámbito natural de discusión y debate público, en donde están representadas todas las expresiones políticas y también las minorías la toma de decisiones sobre las políticas públicas. Ello significa que hemos retirado a las decisiones públicas de la posibilidad de control de la ciudadanía, permitiendo que las medidas en materia de políticas públicas sean directamente tomadas por el Poder Ejecutivo sin ningún tipo de contralor. 

¿Por qué digo esto? Porque la delegación que realiza la norma tiene una laxitud y amplitud que es realmente inconstitucional. Así lo han manifestado todos y cada uno de los doctrinarios que han analizado la ley de emergencia económica.

Estamos delegando facultades para proceder al reordenamiento del sistema financiero, reactivar el funcionamiento de la economía y crear condiciones para un crecimiento económico sustentable.

La verdad es que sostener esto y decir que delegamos facultades al Poder Ejecutivo para que busque las mejores medidas para satisfacer el interés común es exactamente lo mismo; lo que sí es cierto es que esto está claramente prohibido.

La delegación debe llevarse a cabo con bases claras, con criterios y con límites, y en esta norma no hay absolutamente ningún límite para que el Poder Ejecutivo tome en forma discrecional las medidas que considere necesarias.

De forma tal que esta delegación, amplia y sin bases, está violentando claramente el artículo 76 de la Constitución Nacional por inexistencia de las bases de delegación. Pero además lo violenta porque solamente es permitida la delegación ante un caso de emergencia económica.

En el año 2002, podíamos hablar claramente de emergencia, con una situación económica y financiera sustancialmente distinta a la actual, pero difícilmente podamos hablar hoy de emergencia económica ante la variación tan clara de los índices, tal como el propio Poder Ejecutivo lo ha reconocido.

En el año 2002, estábamos en un proceso de fuerte caída del producto bruto interno y del consumo; en el año 2003 hubo un incremento del PBI del 8 por ciento y este año el aumento se ubicó en el 7 por ciento. Para el año próximo, en el proyecto de presupuesto se prevé un incremento del PBI del 4 por ciento. Por su parte, la recaudación tributaria pasó del 16 por ciento en 2002 al 22 por ciento este año. La inversión real directa, que caía un 38 por ciento en el año 2002, se incrementó en ese mismo porcentaje durante este año. La situación económica es sustancialmente distinta a la del año 2002.

Es cierto que la situación social es compleja y difícil, y en este aspecto coincido con lo que decía el señor miembro informante. Lo real es que este Parlamento es el que tendría que adoptar las decisiones necesarias para erradicar los principales problemas que hoy tiene la Argentina y que se vinculan con los altos índices de desocupación, de pobreza y de indigencia.

Hace muy poco sancionamos un proyecto de ley de presupuesto que es claramente una continuidad del modelo económico y social imperante en los últimos tiempos, ya que en materia de políticas sociales no se decidió absolutamente ningún cambio. Es más, hubo un congelamiento del gasto social. No hubo absolutamente ninguna modificación para cambiar las actuales políticas focalizadas -que llegan a sectores muy pequeños- hacia políticas universales que atiendan sinceramente el problema de la pobreza en la Argentina.

¿Qué es lo que permitió esta delegación? Básicamente, hay dos aspectos a tener en cuenta. En primer lugar, la delegación efectuada para el reordenamiento financiero ha permitido al Poder Ejecutivo llevar a cabo una compensación a los bancos como si estos no hubiesen sido corresponsables de la debacle económico financiera que padeció la Argentina.

Esa compensación significó trece mil millones de pesos en bonos. Es decir que hay un compromiso de trece mil millones de pesos de recursos públicos para compensar a las entidades financieras.

Esta nueva delegación que estamos efectuando es sumamente riesgosa en un contexto donde las entidades financieras empiezan a reclamar una nueva compensación en virtud de las sentencias judiciales que les demandan pagar a los ahorristas.

Todo esto ocurre en un contexto en el que el Fondo Monetario Internacional, el Banco Mundial y los bancos comienzan a hablar de la poca rentabilidad del sistema financiero y de las entidades financieras y empiezan a presionar para que esa compensación efectivamente se produzca. El resguardo debería ser nuestro; en todo caso, cualquier decisión acerca del reordenamiento del sistema financiero debe pasar por el Parlamento y no delegarse en el Poder Ejecutivo para favorecer, como hoy se está viendo, no sólo al sistema financiero sino también a los organismos multilaterales de crédito.

Asimismo, hemos delegado en el Poder Ejecutivo la posibilidad de renegociación de los contratos de los servicios públicos. 

Pareciera que no hemos aprendido de la historia. La década del 90 nos marcó claramente cómo el terrible proceso de privatizaciones trajo consecuencias más que gravosas. Esto se debió a que, en realidad, no existió un marco regulatorio previo ni entes de control establecidos con anterioridad y además, en definitiva, porque la decisión no pasó por una discusión previa y razonable en el Parlamento nacional. Esto originó la construcción de monopolios que incurrieron permanentemente en incumplimientos; esas empresas obtuvieron rentabilidades siete u ocho veces superiores a las que obtenían en sus países de origen, con el claro perjuicio que esto significó para todos los usuarios argentinos. 

Nuevamente sometemos la posibilidad de renegociación de esos contratos sin la existencia de un marco regulatorio previo y además delegamos esa facultad en el Poder Ejecutivo, sin aprender de lo que hasta ahora implicó el proceso de renegociación. 

Ayer, tuvimos la oportunidad de reunirnos con Massimo D'Alema, a quien hablamos acerca del rol que habían asumido las empresas europeas en nuestro país en este contexto de exacción y de saqueo. Él nos respondió que si bien todo eso podía ser cierto, la responsabilidad era nuestra. Y es verdad: en la década del 90 la responsabilidad fue de este Parlamento, que avaló todo eso, y ahora la responsabilidad será nuestra por esta nueva delegación de facultades para que sea el Poder Ejecutivo el que renegocie a su arbitrio los contratos de las empresas de servicios públicos sin que haya un marco regulatorio previo sancionado por el Parlamento nacional.

Los argentinos no aprendemos de los errores, y parece que este Parlamento tampoco aprende de los antecedentes.

Por su parte, el Poder Ejecutivo tuvo más de dos años para renegociar los contratos de servicios públicos, pero solamente hubo dos acuerdos parciales y una revisión integral que aún esta en marcha, que es la de Ferrosur Roca.

Uno de los acuerdos parciales fue escandaloso. La señora diputada María América González, que está aquí conmigo, cuando avalábamos el proceso de renegociación con Aguas Argentinas decía que en realidad estábamos prorrogando el contrato a una empresa que resultó ser la reina de los incumplimientos. Había incumplido en materia de inversiones, tenía incumplimientos altos respecto de las sanciones que le había aplicado el ETOSS y no había retirado la demanda ante los organismos internacionales. Es decir, todos los incumplimientos habidos y por haber se daban en Aguas Argentinas. Sin embargo, el Poder Ejecutivo había decidido prorrogar ese contrato.

A su vez, el Parlamento nacional reconocía que además se violaba la propia ley de emergencia económica, pero producía un dictamen que resultaba en cierta medida gracioso. Se reconocía que el Poder Ejecutivo había violentado los procedimientos establecidos por la ley, que no había remitido el acuerdo previamente, que en realidad el acuerdo había sido convalidado por decreto y que no se habían realizado las consultas pertinentes establecidas en los propios decretos reglamentarios.

Sin embargo, se decía que se establecía una nueva emergencia "por última vez". Es decir, se cometían todas estas irregularidades, "pero que sea por última vez". Parece que el Parlamento nacional tiene esta vocación de soportar siempre que todo sea por última vez. 

Ahora parece que también prorrogamos la ley de emergencia económica por última vez. Creo haber escuchado esta frase también hace un año, cuando se decidió la primera prórroga de la emergencia económica. La emergencia, que es algo transitorio y excepcional, se convierte para los gobiernos en una cuestión habitual que les permite la convalidación y la concentración del poder más absoluto, a fin de tomar las decisiones más discrecionales y más arbitrarias.

Esto es lo que hemos vivido en los últimos años en la Argentina, siempre bajo la excusa de la emergencia. Hablo de excusas, porque como bien se dijo hoy, claramente no estamos en una situación de emergencia económica.

Se ha sustentado la concentración de poder más absoluto; las consecuencias también en términos económicos y sociales están a la vista. Como ejemplo podemos señalar lo que pasó en la década del 90, donde permanentemente se pedían plenos poderes para salir de la emergencia, y fue a través de esos plenos poderes que la Argentina quedó inmersa en la más profunda emergencia y degradación económica y social que haya vivido en los últimos tiempos.

Por lo tanto, no es mediante el otorgamiento de plenos poderes o de facultades extraordinarias que vamos a mejorar la democracia real y las circunstancias económicas y sociales. Todo lo contrario; el camino es el del respeto por la Constitución, por la ley, por la República y por la división de poderes.

Lamento profundamente que se insista en esta fórmula que ha traído consecuencias terribles a la Argentina, no sólo en el plano institucional sino en lo económico y social.

En consecuencia, vamos a votar en contra de esta ley de emergencia económica, entendiendo que claramente violenta la Constitución nacional, con una delegación vaga, laxa, amplia, sin bases para ella y sin situación de emergencia económica, y porque repetimos expresamente los mismos errores cometidos en el pasado. (Aplausos.)

Sr. Presidente Arnold.- Tiene la palabra el señor diputado por la Capital.

Sr. Polino, Héctor Teodoro.- Señor presidente: tras diez meses de espera para ingresar a la Comisión de Presupuesto y Hacienda, días pasados pude incorporarme y el primer dictamen que firmé fue el de la norma que estamos considerando hoy. Lo hice en disidencia total, en representación del bloque al que pertenezco, el Partido Socialista.

Hace pocas horas, en este Congreso se rindió homenaje a dos periodistas parlamentarios: Marcos Diskin y Luis Soria. Cuando Marcos Diskin agradeció el homenaje tributado por el presidente de la Cámara recordó el Parlamento que había visto cuando ingresó, hace ya más de cincuenta años. Dijo que había habido Parlamentos brillantes y Parlamentos opacos, y recordó con emoción la vida parlamentaria de la cual había sido testigo.

Lamentablemente, no es la primera vez que este cuerpo renuncia a las facultades que le otorga la Constitución Nacional. Diría que nos queda una zona de reserva que nosotros mismos nos autodesignamos: considerar y aprobar proyectos de resolución y de declaración y realizar de vez en cuando algún homenaje.

Lo cierto es que con el otorgamiento de los superpoderes al jefe de Gabinete y con la delegación de facultades al presidente de la República estamos renunciando a ejercer nuestras propias funciones. Creo que este debe ser el único Parlamento en el mundo donde ello ocurre.

Yo estuve leyendo los discursos pronunciados por los senadores cuando debatieron esta iniciativa. Como en este momento no tengo tiempo para compartir esos discursos con ustedes, les pido que lean lo que dijo el senador Capitanich. Después de leer su discurso, realmente es un contrasentido aprobar esta norma. 

También les recomiendo que lean lo que dijo el señor ministro de Economía hace pocos días en el coloquio de IDEA. Dijo que estos poderes serían por dos cuestiones: por la reestructuración de la deuda externa, ignorando que el artículo 75, inciso 7), de la Constitución Nacional dice que corresponde al Congreso arreglar el pago de la deuda interior y exterior de la Nación, y por la cuestión ocupacional, olvidando que él mismo firmó el decreto 1.506 de este año por el cual se prorroga hasta el 31 de diciembre de 2005 la emergencia ocupacional y la vigencia del Programa Jefes de Hogar.

¿Para qué entonces, señor presidente, se pide la delegación de poderes? El tema que está pendiente, el más importante, es el de la renegociación de los contratos con las empresas privatizadas de servicios públicos. 

El 6 de enero de 2002, casi como un regalo por el Día de Reyes, este Congreso le ofreció al Poder Ejecutivo la facultad para llevar a cabo la renegociación global de sesenta y cuatro contratos con empresas privatizadas de servicios públicos. En tres años se concluyó solamente uno, y no el más importante. A este ritmo, el Poder Ejecutivo necesitaría casi un siglo para renegociar esos sesenta y cuatro contratos. ¿Por qué no lo hace? ¿Existe incapacidad por parte del ejército de empleados, técnicos, profesionales y funcionarios de los ministerios de Economía y de Planificación, que están afectados a la UNIREM para llevar a cabo esta renegociación? ¿O lo que ocurre es que el Poder Ejecutivo, utilizando las leyes 25.561 y 25.790 lleva a cabo renegociaciones parciales de los contratos? De esta forma, elude su obligación de enviar la renegociación global a la comisión bicameral que creó la ley 25.561, impidiendo que el Congreso pueda dictaminar y decidir sobre la cuestión.

Cuando vencieron las concesiones viales el Poder Ejecutivo autorizó el llamado a licitación, dando la posibilidad de que se presentaran las mismas empresas a las que quince días antes se había acusado de no haber cumplido con el 80 por ciento de las inversiones comprometidas. Sin embargo, muchas de ellas se presentaron a la licitación y la volvieron a ganar. 

A pesar de eso, esa cuestión no fue tratada por el Congreso para que resolviéramos si volvíamos al sistema anterior, por medio del cual le dábamos todas las facultades a Vialidad Nacional para que realizara el mantenimiento de las rutas, ya que las empresas no hicieron ni hacen inversiones propias en la construcción de rutas con el sistema de peaje. O sea que el Congreso fue eludido olímpicamente.

Posteriormente, como consecuencia de los innumerables incumplimientos por parte del Correo Argentino, el Poder Ejecutivo dictó un decreto que yo he aplaudido, ya que anuló la concesión. Además, designó un interventor. ¿Pero trajo ese problema al Congreso para que nosotros resolviéramos qué hacíamos con el Correo Argentino? No se nos dio la posibilidad de decidir si lo volvíamos a privatizar o a estatizar, como ocurre en los ciento setenta y nueve países de la tierra que componen la Unión Postal Universal. Sólo dos países no tienen correo estatal. Lo que hizo el Poder Ejecutivo fue resolver por su cuenta la reprivatización del Correo Argentino mediante el dictado de un decreto.

También se anuló la concesión a la ex línea de ferrocarriles San Martín, que formaba parte del grupo Metropolitano. Por supuesto que aplaudimos el dictado de ese decreto de anulación de la concesión por los graves incumplimientos contractuales de esa empresa. Pero el Poder Ejecutivo, en lugar de dar intervención a este Parlamento -nunca se discutió acá si los ferrocarriles debían ser privatizados, ya que la decisión se tomó por medio de un decreto-, dictó otro decreto encomendando a los demás grupos empresarios de trenes de pasajeros -que han incurrido en los mismos y graves incumplimientos contractuales- que se hicieran cargo de la gestión operativa del Ferrocarril General San Martín hasta tanto se reprivatice.

Ya se ha referido el señor diputado Adrián Pérez al escándalo de Aguas Argentinas. Y cuando hay escándalo yo puedo sospechar cualquier cosa, porque cuando a una empresa se le condonan todas las multas por incumplimientos contractuales a cambio de una hipotética inversión que en su momento no hizo, tengo derecho a pensar que en el medio ha ocurrido cualquier cosa.

¿Por qué se le perdonan los incumplimientos contractuales a la empresa? ¿Por qué no se le exige que retire el juicio ante el CIADI que ha iniciado contra el Estado argentino? Solamente se suspendió el juicio y no se trajo este tema a la Cámara para que resolviera el Congreso qué hacer con Aguas Argentinas.

También se suscribió un convenio hasta el 31 de diciembre de este año con Telecom y Telefónica. ¿Cuál es el compromiso de las empresas? No aumentar las tarifas hasta el 31 de diciembre. ¿Pero por qué no se posibilitó que este tema fuera debatido por esta Cámara? ¿Por qué se eliminó de la Unidad Renegociadora de los Contratos al representante que habían designado las asociaciones de consumidores? El representante fue designado como consecuencia del primer decreto que se dictó en 2002. Posteriormente, apareció otro decreto para eliminar esa incomodidad que existía en la Comisión Renegociadora, porque se trataba de dos ojos que estaban en representación de los usuarios. O sea que se lo deja de lado para que no participe del proceso de renegociación.

Debemos recordar que el Poder Ejecutivo envió un proyecto de marco regulatorio con el que en general estábamos de acuerdo, con excepción de algunas salvedades en relación con el Fondo Solidario que se creó para hacer frente a las situaciones que se plantearan entre los sectores más empobrecidos. Incluso, existen numerosos proyectos de distintos diputados de diferentes bancadas. Hace dos años también logramos dictaminar sobre este tema en una de las comisiones de la Cámara. 

Sin embargo, ahora otorgamos facultades al Poder Ejecutivo para que continúe con la renegociación de los contratos, sin haber aprobado previamente el marco regulatorio al cual tiene que someterse esa renegociación. 

Tendríamos que preguntarnos por qué se frenó en esta Cámara el tratamiento de esa iniciativa. La respuesta es que los representantes de los países a los cuales pertenecen los accionistas mayoritarios de las empresas pidieron al gobierno que no siguiera adelante con el tratamiento de ese marco regulatorio que establecía algunas normas muy interesantes desde el punto de vista de los derechos de los usuarios. 

Entonces, ¿en base a qué van a hacer la renegociación? ¿La van a hacer en base a los decretos que se aprobaron en la década del 90? 

Sr. Nemirovsci, Osvaldo Mario.- ¿Me permite una interrupción, señor diputado, con la venia de la Presidencia?

Sr. Polino, Héctor Teodoro.- Sí, señor diputado. 

Sr. Presidente Arnold.- Para una interrupción tiene la palabra el señor diputado por Río Negro.

Sr. Nemirovsci, Osvaldo Mario.- Señor presidente: pido al señor diputado Polino que me aclare si lo que está diciendo es una definición política o si realmente conoce algo que el resto de los señores diputados no sabemos, como por ejemplo que los titulares de las empresas han solicitado al Poder Ejecutivo que frenara el tratamiento de un proyecto que había ingresado a este Parlamento. Si estuviéramos frente a esta última alternativa el caso sería realmente grave. 

Sr. Presidente Arnold.- Continúa en el uso de la palabra el señor diputado por la Capital.

Sr. Polino, Héctor Teodoro.- Señor presidente: basta leer los diarios y las manifestaciones de los distintos representantes de gobiernos extranjeros que vienen a la Argentina. Incluso, cuando algún funcionario de nuestro país va al exterior el primer reclamo que recibe es por el marco regulatorio. 

Entonces, esta no es ninguna definición política; es una constatación de la realidad de lo que a diario reflejan los medios de prensa de nuestro país. Esto es producto de las gestiones que hacen los personeros de las empresas extranjeras. Por eso es realmente grave. 

En su momento tendríamos que haber reaccionado frente a esa situación, pero no lo hicimos. Ahora, el señor diputado Nemirovsci se hace el sorprendido, como si lo que expresé con anterioridad fuera una novedad para él, cuando todas estas cosas las refleja en forma cotidiana la crónica periodística. 

Tendría muchas cosas más para decir, pero debo compartir el tiempo del que dispone el bloque con mi compañero de bancada, el señor diputado Rivas. Sólo deseo hacer una reflexión en voz alta: ¿para qué quiere el Poder Ejecutivo tantos superpoderes y tanta delegación de facultades, si un intruso ingresó a la Quinta de Olivos, permaneció en ella durante tres horas, luego salió y hasta el día de hoy nadie tiene la menor idea de si se trató de un demente, de un borracho o de una operación mucho más grave? (Aplausos.) 

Sr. Presidente Arnold.- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. Rivas, Jorge.- Señor presidente: hace unos instantes un señor diputado preguntó, por vía de la interrupción solicitada al señor diputado Polino, si efectivamente existen determinadas corporaciones económicas que presionan para que prosperen o no ciertas normas. Pero la pregunta que deberíamos hacernos es a quiénes resultan funcionales instituciones absolutamente débiles, vulnerables y que van perdiendo credibilidad y legitimidad si no a esas corporaciones económicas que a mayor debilidad de las instituciones republicanas más avanzan. 

Este debate no se da solamente en la Argentina de hoy; podríamos decir que es una discusión que se da en todas las naciones del mundo cuando se discute el rol de las democracias de alta intensidad y de las de baja o nula intensidad como a la que estamos llegando en nuestro país. Como se dijo antes, difícilmente se pueda imputar esa responsabilidad a otros actores que no sean los que efectivamente se sientan en estas bancas.

El sistema de representación por delegación ha llegado al extremo de la degradación convirtiéndose en lugar de un sistema de representación por delegación, en una especie de sistema de representación por sustitución. Quien llega a una banca termina sustituyendo la voluntad popular en él depositada.

Por lo tanto, hay quienes se sientan en los lugares de representación, por ejemplo, Concejos Deliberantes, Legislaturas provinciales -este Congreso no es una excepción y mucho menos lo son los distintos Poderes Ejecutivos-, sin saber con demasiada precisión a quién están representando: al pueblo de la Nación que los votó, al puntero que les permitió ganar la elección interna para ser candidato o a la compañía o empresa que les financió la campaña electoral.

Si la primera cuestión fuese la que pesara sobre la voluntad de los legisladores al momento de votar, difícilmente se pronunciarían como sistemáticamente lo hacen en los ámbitos de representación política en la Argentina. El peso de la voluntad delegada por la ciudadanía sobre nosotros, al momento en que el legislador debe expresarse aparece distanciado, nulo, como si estos ámbitos estuviesen absolutamente desvinculados y disociados de lo que se está representando.

Incluso, existe un cierto discurso político justificador que pretende hacer descansar en la demanda social las tropelías legislativas. Así, se esgrime el argumento de que, como la sociedad demanda urgentes soluciones a sus problemas y los ámbitos legislativos aparecen inoperantes, es importante concentrar poder en alguien que providencialmente saque a los argentinos de esa situación de penuria por la que están atravesando en su gran mayoría.

Eso es falso de toda falsedad, porque ningún ciudadano de la República Argentina demanda al Parlamento que tire por la borda el principio de legalidad. Ningún ciudadano de este país pide al Congreso que cada uno de sus integrantes se convierta eventualmente en quien puede ser imputado de infame traidor a la patria. El acto que conlleva tal tipificación es responsabilidad exclusiva de aquellos que otorgan la suma del poder público, como ocurre respecto de este proyecto de ley sobre prórroga de la emergencia, que se pretende sancionar.

Por otro lado, es difícil descontextualizar esta prórroga de un trípode en el que el poder se concentra de manera absoluta. Es difícil no relacionar esta prórroga de delegación con los decretos de necesidad y urgencia -que desde hace más de diez años no cuentan con la correspondiente reglamentación- y con las facultades que la bancada de la mayoría ha otorgado al jefe de Gabinete en ocasión de la sanción del último presupuesto.

Recién comentaba particularmente a la señora diputada Alicia Castro, a raíz de los últimos debates que llevó a cabo la Cámara, que frente a estas temáticas ya no sabemos en qué rincón hurgar para ser originales. Lo cierto es que, desde hace varios meses, cada proyecto de importancia que ingresa al cuerpo conlleva indefectiblemente la pérdida de gravitación del Congreso y la concentración del poder en el Ejecutivo nacional.

El 5 de enero de 2002, el entonces presidente Duhalde, junto con su ministro Capitanich, enviaron el proyecto que más tarde se convertiría en la ley 25.561. La discusión acerca de si la Argentina está o no atravesando por una situación de crisis o de emergencia económica, no es el tema en debate. Sin lugar a dudas, habiendo una desocupación superior al 20 por ciento y un crecimiento económico que es consecuencia del incremento del volumen de lo que se está exportando y no de un proceso de industrialización que genere mayor producción -cuyo correlato es el aumento de la mano de obra-, estamos frente a una situación de crisis compleja.

Lo que estamos discutiendo es si hoy persisten las razones que llevaron al Parlamento a sancionar la ley que hoy se pretende prorrogar. Nosotros creemos que esas razones tampoco justificaban la norma que se sancionó en aquel momento. Muchos legisladores votamos por la negativa, y consideramos que si las razones no existían antes, mucho menos se dan ahora. 

Por ejemplo, no observamos una fuga de capitales extrema como la que se produjo en aquel entonces. Tampoco existe un retiro masivo de depósitos ni el incumplimiento contractual por la irrupción financiera del corralito, producto de la pérdida absoluta de confianza en el sistema bancario.

Incluso, lo más grave de aquel momento era la crisis de representatividad política, surgida de un presidente que se desmoronaba. Los ensayos previos a la presidencia de Duhalde no fueron exitosos y también abonaron esa crisis de representatividad política existente en la Argentina.

Por supuesto que nuestro país sigue atravesando por una situación grave, lo que me parece que no se discute. Nadie es tan obtuso como para no darse cuenta de esto, salvo el ministro de Economía, quien señala que en la Argentina estamos viviendo un momento de paz, como si ello fuera tan solo vivir sin guerra.

Cuando se observan los niveles de indigencia que existen en nuestro país y el grado de violencia social que muestra la República Argentina, habría que analizar si efectivamente estamos atravesando por un momento de paz social, aunque seguramente no estamos atravesando un momento con una convulsión política como la que teníamos a fines de 2001 y principios de 2002.

Del mismo modo que no se puede definir la paz como la ausencia de la guerra, tampoco se puede definir a la democracia como la ausencia de dictadura, porque es mucho más que eso. 

Siguiendo el debate en el Senado se puede decir que la democracia no es un problema de etimología acerca del término o de lo que la doctrina dice sobre ella, sino que hay una cuestión elemental que otorga densidad a la palabra y que hace que el hecho de que estemos sentados en una banca aquí tenga un sentido.

La profundidad de la palabra está vinculada directamente con las vidas y muertes que regaron la posibilidad de que en muchas partes del mundo se pueda disfrutar de la democracia. 

La historia de nuestro país no está ausente de ese concepto, porque la democracia estuvo de alguna manera regada por esas situaciones de luchas entre distintos grupos o facciones; fundamentalmente, contra aquellos a los que el autoritarismo, el despotismo y la suma del poder público les eran absolutamente funcionales para preservar sus intereses económicos.

Bobbio decía que la democracia es un conjunto de reglas que determina quién está autorizado a tomar las decisiones y mediante qué procedimientos. También señalaba que la cantidad de participantes en esa toma de decisiones permitía diferenciar las democracias progresistas de las que no lo son.

El modelo democrático que se está impulsando -con leyes como la que hoy se pretende sancionar- sin lugar a dudas no tiene nada que ver con una democracia progresista, como la que objetivamente se concibe en el mundo y en la Argentina.

No me parece mal detenerme en lo que decía el representante de la Unión Cívica Radical. Jamás la oposición en nuestro país tuvo el nivel de fragmentación, atomización y disgregamiento político que hoy presenta. Hoy, el Parlamento es una maravillosa muestra de ese nivel de atomización y fragmentación.

El partido de la mayoría, el brazo parlamentario del Ejecutivo, aparece casi con una mayoría hegemónica para tomar cuantas decisiones le parezcan adecuadas, incluso aquellas donde a uno le consta que muchos no comparten alguna iniciativa del Ejecutivo y sin embargo, con disciplina, deciden acompañarla.

Entonces, tratando de salirnos por un momento de lo que tiene que ver con la lógica del oficialismo y de la oposición, la pregunta es cuál es el límite que se ha fijado el actual gobierno y su brazo parlamentario en términos de degradación del funcionamiento institucional de la Argentina. Pregunto cuál es el límite porque estamos llegando prácticamente a una situación de cancelación del Congreso como ámbito en el cual se discuten y dirimen las cuestiones de importancia. Estamos, no por omisión sino por acción, avanzando en obturar la posibilidad de que los que aquí estamos podamos participar en las decisiones que pueden sacar a la Argentina de esta situación de crisis que estamos atravesando.

Si el método lo vamos a medir por el resultado, la delegación permanente de facultades en el Poder Ejecutivo nacional no ha sido algo positivo. Esto lo digo haciendo abstracción de nombres y de funciones, o sea, más allá de si hablamos de Alberto Fernández, Colombo en otra época, o de quien haya sido jefe de Gabinete, ministro o presidente de la República. Esa delegación de facultades per se ha dejado un saldo muy negativo.

Si la idea es que el Congreso constituye un obstáculo para sacarnos de la crisis, lo que el método resolvió en términos de resultado es que al momento de resolver estas cuestiones el Ejecutivo apareció más inepto, más injusto y menos transparente para la toma de decisiones.

En esto no puedo tener indulgencia hacia el Poder Ejecutivo. Además, creo que no se puede asociar esta suma permanente de facultades, esta concentración de poder, con una utilización que si llamamos discrecional del gobierno sería indulgente. Sin lugar a dudas, esto tiene que ver con un intento de enturbiar la administración que está en cabeza del Poder Ejecutivo nacional, y lo que está haciendo el Poder Legislativo a partir de esta decisión es despojarse incluso de aquellas facultades cuya pérdida ya sería absolutamente vejatoria para cada uno de nosotros, como es la de controlar qué se hace con aquello que se está delegando.

El artículo 2° del proyecto en consideración es vergonzoso. No resiste el menor análisis que el Congreso ponga en cabeza del Poder Ejecutivo nacional el hecho de que él resuelva cuándo pasó la emergencia. Se supone que si el Congreso es el que resuelve que hay estado de emergencia, debe ser el mismo poder el que determine su cese.

Me parece bien que haya un brazo parlamentario del Poder Ejecutivo. Lo que es inconcebible es que el brazo parlamentario mayoritario se convierta en esbirro del Ejecutivo y no tenga clara noción de cuáles son sus responsabilidades institucionales, más allá de las lealtades partidarias.

El hecho de que el jefe de la bancada mayoritaria en el Senado diga que el PJ es el partido del poder, parafraseando al ex presidente Duhalde en un reportaje publicado en "La Nación" hace un año y medio, entendiendo y concibiendo que el Partido Justicialista es el que aparece en mejores condiciones de gobernar, no sería nada si uno no lo asociara con estas prácticas. Lo que en realidad está demostrando es que es el partido que se pone al servicio de gerenciar el interés económico que desde el discurso dice enfrentar.

No hay ámbito de mayor transparencia para la puja de los intereses que hoy atraviesan a la República -aún en el contexto de crisis de representación y legitimidad que nosotros tenemos- que el Congreso. Por lo tanto, el hecho de sacar la discusión de este Parlamento, no tengo duda de que en esta oportunidad es absolutamente injustificada y convierte de algún modo a quienes lo están haciendo en violadores del artículo 29 de la Constitución Nacional.

Sr. Presidente Arnold.- Señor diputado: le pido que redondee su exposición.

Sr. Rivas, Jorge.- Voy a redondear con lo siguiente, señor presidente. A este debate venimos con la esperanza de que lo que estamos diciendo pueda persuadir a aquellos que están dispuestos a cometer este suicidio parlamentario, y que al menos el pudor legislativo de lo que cada uno representa pueda poner coto a lo que van a hacer. 

Recuerdo una alegoría griega, que seguramente la mayoría conocerá pero que quiero asociar con este tema, que es la alegoría de Sísifo. Sísifo era un hombre tan enamorado de la vida que decidió enfrentar al Dios de la Muerte. Por supuesto que voy a contar la alegoría en forma resumida.

Quizá lo que tienen como característica las alegorías griegas es que mezclan lo divino con lo humano y lo temporal con lo divino. Entonces, los dioses del Olimpo deciden reunirse. Decidieron sentenciar a Sísifo por el solo hecho de haber decidido enfrentar al Dios de la Muerte, a un trabajo fútil, inútil, como era el de tener que empujar una piedra por una cuesta; cuando llegaba a la cima esa piedra se desmoronaba nuevamente, y así por el resto de sus días. 

Después de la Segunda Guerra Mundial hubo toda una discusión entre Sartre y Camus sobre la subjetividad en el caso de la alegoría de Sísifo, vinculada con la discusión sobre los campos de concentración, y hasta dónde les era posible subsistir a las personas que se encontraban en estos lugares. Entre los dos debatían, tomando la alegoría, si fue consciente de que había sido sentenciado a un trabajo de esas características y de todas maneras decidió hacerlo. 

Creo que en nuestra Argentina los dioses del Olimpo que se reúnen permanentemente para tomar la decisión de sentenciarnos casi a un trabajo inútil, fútil e insignificante, son el poder económico. A ese poder económico le es absolutamente funcional tener instituciones débiles, y volviendo a aquella discusión de Sartre y Camus nosotros tendríamos que -siendo los Sísifos en esta historia- llegar a la conclusión de si a pesar de que hay quienes han decidido sentenciarnos a que el Parlamento no juegue casi ningún rol, a que las instituciones de la democracia casi no jueguen ningún rol, decidimos dar la pelea del caso. 

Creo que la gran mayoría es consciente de que nos han sentenciado a ese trabajo inútil, pero no con la transversalidad de la que se habla en los diarios, ni con la transversalidad de la que habla el presidente de la República, sino con transversalidad real en el sentido de que encontremos una línea que nos una en defensa de las instituciones de la República. 

Tenemos que ver si todos decidimos conscientemente empujar esa piedra, si todos -más allá de nuestras parcialidades ideológicas y políticas- decidimos empujar esa piedra convencidos de que alguna vez tiene que llegar a la cima y no volver a desbarrancarse. No tengo dudas de que no sólo vamos a estar poniendo una piedra en la cima sino que vamos a estar poniendo el cimiento de una democracia como la que nos merecemos la enorme mayoría de los argentinos. (Aplausos.)

Sr. Presidente Arnold.- Tiene la palabra el señor diputado por la Capital.

Sr. Vanossi, Jorge Reinaldo.- Señor presidente: lamentamos tener que confesar que, pese a nuestra buena voluntad y a nuestro invariable propósito de no poner piedras en el camino ni palos en la rueda, no podemos en esta oportunidad hacer otra cosa que votar por la negativa este proyecto de ley. Y eso es así por una sencilla razón: esta ley es innecesaria. 

Las circunstancias que mediaban entre fines de 2001 y principios de 2002 eran distintas a las que hoy encontramos y que darán origen a una legislación para 2005, porque las cosas han ido encauzándose. No digo que están resueltas ni que estemos en la plena normalidad, pero estamos en dirección hacia una normalización que hace innecesario acudir a medidas extremas. 

Me pregunto si no estaremos recayendo en aquelloque el muy sutil escritor Umberto Eco ironiza con una frase, cuando dice: "Tanto hablamos de la crisis que hasta el concepto de crisis ha entrado en crisis."

¿No será que de tanto proclamar y declarar emergencias estamos poniendo en emergencia al propio concepto de emergencia? Esto no es un juego de palabras; lo que queremos significar es que algo que en la tradición institucional estaba claro, que era distinguir entre las limitaciones normales y permanentes que todos los derechos y libertades tienen -porque no existen derechos absolutos; sería una concepción antisocial-, y las limitaciones anormales pero transitorias, lo hemos terminado invirtiendo, como orden, y la excepcionalidad se ha vuelto la regla, y la regla que sería la normalidad se ha vuelto una situación muy ocasional, circunstancial y de tiempos remotos, porque no se la avizora. 

Esta inversión de los términos entre la normalidad y la anormalidad es sumamente peligrosa. Por eso la ley es innecesaria, ya que hay facultades de sobra para afrontar lo que queda por delante. Además, es peligrosa porque prácticamente es como proclamar que la tenemos que sancionar porque todo fracasa. 

Creo que eso no está en el ánimo de quienes la propician, pero a confesión de parte relevo de prueba. Si en 2005 vamos a reiterar un nuevo pedido para que en el año 2006 se sancione una legislación de este tipo, habrá que decir que otra vez reconoceremos el fracaso de una política conducente a salir de la crisis, que no ha logrado sus objetivos. 

Frente a la realidad de un Poder Ejecutivo fuerte debemos contar con un Poder Legislativo fuerte. Esta es una regla básica y fundamental para que las democracias constitucionales funcionen. Si el Poder Ejecutivo es fuerte, el Legislativo y los demás órganos también tienen que ser fuertes. La regla de oro del equilibrio es que ante todo acrecentamiento de poder debe corresponder un mayor vigor en los controles, una potenciación de las garantías y una acentuación de las responsabilidades. Esa es una regla de oro que no cumplimos. 

Aquí lo único que parece crecer es el poder. El poder crece en forma intermitente pero permanentemente, y no vemos que los otros factores del equilibrio crezcan en la misma proporción. 

Tampoco crece la riqueza creativa; hay una ilusión sobre este aspecto. Tampoco crece la equidad, porque hay poca equidad; tampoco crecen las responsabilidades, porque ello no se advierte. Entonces, ¿cuál es la conclusión? La conclusión es que toda la legislación de emergencia lleva a que en el orden de las comparaciones internacionales vayamos disminuyendo en la calidad de vida institucional. Si ya estaba baja, después de esta ley se va a medir con números negativos, y esto es malo desde el punto de vista de la ponderación de la Argentina en el mundo, sobre todo en el mundo contemporáneo. 

Para finalizar mi exposición quiero hacer una reflexión acerca de la evolución de otros países. Finlandia ni siquiera tenía independencia; era pobre, estaba acosada por países vecinos y hoy es el país número uno en transparencia en el mundo. Es el que tiene el mayor índice de lectura en los niños y en la juventud; en lugar de ver televisión cholula, leen y estudian. 

Noruega recién el año próximo, en 2005, va a celebrar el centenario de su independencia. Era un país paupérrimo y hoy es potente.

En cuanto a Canadá, Nicanor Molinas, profesor de geografía en los años 13 en el Colegio Nacional de Santa Fe, ponía un mapamundi con Canadá en el extremo Norte y la Argentina en el extremo Sur y les decía a sus alumnos, refiriéndose a ese país del Norte, que era un pequeño dominio británico condenado toda su vida a ser colonia. Al hablar sobre la Argentina decía que era un país promisorio, que ya era una realidad, que era el país del porvenir, de la grandeza, del crecimiento y de las oportunidades. 

Entonces, ¿qué nos ha pasado? Ya lo ha dicho un escritor cuando pasábamos de un siglo a otro. En La ciudad indiana, Juan Agustín García decía en 1900 que los argentinos nos caracterizamos por una cosa: hacemos culto del coraje pero al mismo tiempo tenemos desprecio de la ley. 

Es bueno tener coraje, pero a través de la ley, de la ley normal, permanente, la que permita la previsión, la predictibilidad, la certeza, la certidumbre, en una palabra, la seguridad jurídica. 

Entonces, nos hemos transformado en meros concubinos del estado de excepción. Digo esto con tristeza, no es una ironía. La excepcionalidad está "concubinada" con nosotros y nosotros con ella, en una relación promiscua de la que no sabemos cómo zafar, y cada vez nos atamos y hundimos más en ese círculo perverso y anormal tratando de salir de esa situación. 

No quiero ser pesimista, pero creo que nuestro voto negativo sólo podría revertirse si en el horizonte próximo hubiera una salida, y la única que avizoro es que se produzca un milagro.

Sr. Presidente Arnold.- Tiene la palabra el señor diputado por la Capital.

Sr. Pinedo, Federico.- Señor presidente: lo que hoy está ocurriendo en el Congreso argentino da miedo. En el Senado de la Nación se está sancionando una ley que ya fue votada por nosotros, que permite a un señor que el pueblo no eligió disponer como se le ocurra de 77.000 millones de pesos durante el año que viene. 

Mientras tanto, en la Cámara de Diputados estamos considerando este proyecto de ley votado por el Senado por el que este Parlamento delega en el Poder Ejecutivo nacional facultades que voy a tratar de demostrar hoy aquí que ni siquiera sabemos de qué se tratan.

Seguramente, muchos señores diputados han oído hablar del Consenso de Washington. Fue una doctrina de la época del presidente Clinton que se coordinaba con un libro de una especie de japoamericano llamado Fukuyama que se titulaba El fin de la historia. Sostenía que ya habíamos llegado a la democracia y al capitalismo, y que después de eso se acababa la historia. Era una especie de marxismo al revés, donde a la vuelta de la esquina por fin habíamos solucionado nuestras contradicciones y entrábamos en una etapa de paz perpetua y de falta de discusión.

Indudablemente, el paradigma del Consenso de Washington era lo que estaba sucediendo en el país que hasta hacía pocos días era el principal enemigo de Estados Unidos, es decir, el imperio soviético, que como se había destruido, su representación estaba subsumida en la República de Rusia.

Si ustedes recuerdan, esos eran los tiempos en que se pasaba del gobierno de transición de Gorbachov, que buscaba la transparencia, al gobierno de Boris Yeltsin. Yeltsin fue el personaje político apoyado en aquel momento por el Consenso de Washington y por los Estados Unidos, cuya gestión política cumplió con determinados parámetros que el consenso internacional aplaudía. Entre ellos podemos citar la libertad de flujo de capitales y la privatización del petróleo, que increíblemente terminó en manos de cinco familias.

Pero, fundamentalmente, lo que hizo Yeltsin fue gobernar mediante decretos que aquí llamaríamos de necesidad y urgencia, y los organismos internacionales de crédito, cuando tenían que verificar el milagro ruso, el milagro capitalista de Rusia, aplaudían porque el presidente Yeltsin conculcaba facultades a la Duma.

Así llegamos a un sistema casi dictatorial del señor Yeltsin, que ustedes deben recordar, que culminó -y lo digo con la impunidad que da el hecho de ser diputado de la Nación- cuando se garantizó impunidad, designando a una persona apoyada por el sistema político internacional, que era un miembro de la KGB.

Un catedrático norteamericano especialista en los temas rusos informaba en esos días que en Rusia se estaba discutiendo si se iba a profundizar la democracia o si no era mejor encontrar un Pinochet -esas eran las palabras que usaba- para garantizar las inversiones de los inversores extranjeros en Rusia.

Ya que estamos con los fraudes que estamos viendo y demás. Esta es la experiencia rusa. ¿No estamos haciendo algo parecido? Lo que está pasando en el Congreso argentino da miedo porque se dice una cosa y se hace lo contrario. Y todos escondemos la cabeza como el avestruz debajo de la tierra haciéndonos los otarios.

El presidente Kirchner ganó las elecciones hablando de lo que había que hablar en la última campaña electoral, que era la calidad institucional. Lo que se está haciendo hoy, pidiendo poderes de emergencia, aún cuando se sabe que no hay emergencia y haciendo una cosa peor a la que voy a referirme enseguida, es destruir de manera casi definitiva la calidad institucional de la República.

Hay gente que cree que el ejercicio del poder garantiza la prosperidad y hay quienes creen, como los constituyentes de 1853 y como nosotros, que lo que garantiza la prosperidad es el gobierno de la ley y el respeto por las instituciones.

Hoy estamos votando aquí una norma por la que las provincias argentinas están perdiendo sus facultades representativas. Asimismo, votando esta norma, el pueblo argentino, a través de quienes lo representan, está declinando la posibilidad de decidir cuáles son las reglas que lo van a regir.

El pueblo votó al señor Kirchner para que administre y nos votó a nosotros para que legislemos. Cuando nosotros delegamos nuestras facultades inconstitucionalmente al señor Kirchner, lo que estamos haciendo es dejar al pueblo sin representación.

No gobiernan sólo las mayorías. Sé cuál va a ser el discurso del presidente de la bancada mayoritaria: aquí somos nosotros la mayoría, los hemos oído y vamos a votar lo que nosotros queremos.

No gobiernan sólo las mayorías, también lo hacen las minorías. La expresión de las minorías es parte de la expresión popular. La soberanía es la soberanía popular y no la de la mayoría circunstancial. 

Lo que se está viviendo en el Congreso Nacional da miedo porque varios señores diputados han dicho que está en juego el artículo 29 de la Constitución Nacional, que habla de considerar infames traidores a la patria a quienes pongan en manos de una persona el honor, la vida y el patrimonio de los argentinos.

Nosotros llegamos a analizar la posibilidad de pedir a un juez de la República que analice si no estamos haciendo eso. No lo vamos a hacer por dos motivos.En primer lugar, esta bancada tiene muy dentro de sí el concepto de unidad nacional, de unidad nacional para el futuro. Creemos que hay que llegar a acuerdos básicos de convivencia y de rumbo estratégico en la Nación Argentina.

En segundo término, no lo vamos a hacer porque nosotros preferimos construir y no destruir, y no somos de los que hacemos política denunciando en los Tribunales; no creemos en la judicialización de la política. Esperaremos nuestro turno para obtener apoyo popular en las elecciones del año que viene.

Lo que está pasando hoy aquí da miedo, porque simulando que estamos prorrogando la ley sancionada en el año 2002, en realidad la estamos tergiversando y estamos haciendo un operativo de magia que no nos permite saber hacia dónde vamos.

Veamos por qué digo esto. La ley sancionada en el año 2002 hizo algo formalmente correcto: delegar algunas funciones en el presidente de la Nación. En esa norma estaban establecidas cuáles eran las facultades que le íbamos a delegar. Y tal como lo dice la Constitución Nacional, le pusimos límites a esa delegación de facultades; si no se los hubiésemos puesto, esa delegación sería inconstitucional.

¿Cuáles son esos límites, señor presidente? Son los que establece el artículo 2° de la ley 25.561, en los incisos 1) a 4): proceder al reordenamiento del sistema financiero, bancario y del mercado de cambios; reactivar el funcionamiento de la economía y mejorar el nivel de empleo y de distribución de ingresos, con acento en un programa de desarrollo de las economías regionales; crear condiciones para el crecimiento económico sustentable y compatible con la reestructuración de la deuda y reglar la reestructuración de las obligaciones en curso de ejecución afectadas por el nuevo régimen cambiario instituido.

Pero la magia del artículo 2° de este proyecto de ley hace que esos límites -que son límites al comportamiento del Ejecutivo- se transformen en facultades delegadas. El maravilloso artículo 2° dice que el Poder Ejecutivo podrá declarar la cesación del estado de emergencia en alguna de las bases enumeradas en los incisos 1 a 4 del artículo 1°. Estas bases no son facultades delegadas, sino que son límites. Es decir que están convirtiendo a los límites, que son muy amplios, en facultades delegadas, y de esto resulta que no sabemos qué es lo que estamos delegando. 

Entonces, la interpretación extraordinaria -que no es una interpretación solamente mía sino que también la hizo la senadora Sonia Escudero, del Partido Justicialista, en la Cámara alta- es que aparentemente el Poder Ejecutivo podría proceder al reordenamiento del sistema financiero como quiera. Precisamente le había pedido una interrupción al miembro informante -que no me la concedió- para que me explique qué quiere decir esto de que el Poder Ejecutivo puede declarar la cesación de la emergencia respecto de sus límites.

Siguiendo con esa interpretación extraordinaria, el Poder Ejecutivo también podría hacer cualquier cosa para reactivar el funcionamiento de la economía, mejorar el nivel de empleo, distribuir los ingresos, crear las condiciones para el crecimiento económico sustentable, etcétera. En otras palabras, podría hacer absolutamente lo que quiera en cualquier materia.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha dicho que esta delegación es inconstitucional porque no hay emergencia; y en otras ocasiones ha dicho que las delegaciones son inconstitucionales cuando no hay límites. Este es un caso patente de esto último, señor presidente. Por lo tanto, la voluntad de llevar esto adelante hace que dé miedo, pero la verdad es que haberlo llevado adelante es una cosa francamente lamentable, patética e inconstitucional. (Aplausos.)

Sr. Presidente Arnold.- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. Filomeno, Alejandro Oscar.- Señor presidente: solicito autorización para insertar los fundamentos sobre los que se asienta el acompañamiento del bloque del Frepaso a la iniciativa en consideración.

Sr. Presidente Arnold.- Tiene la palabra el señor diputado por la Capital.

Sr. Lozano, Claudio Raúl.- Señor presidente: no voy a fundar mi rechazo a este pedido de prórroga de la emergencia económica señalando que no existe tal emergencia. Desde mi puntode vista, la emergencia económica existe.

Ese criterio lo voy a sostener desde dos puntos de vista. En primer lugar, no comparto el criterio de que la delegación de facultades sea el mecanismo adecuado para resolver la emergencia. En segundo término, no considero que el uso realizado hasta el momento de las facultades que fueron delegadas en el Poder Ejecutivo se haya correspondido con los pasos necesarios para resolver la emergencia que creo debe solucionar la Argentina.

¿Por qué digo que hay emergencia? La mayor o menor estabilidad de las denominadas variables macroeconómicas es un elemento absolutamente imperfecto e insuficiente para definir si estamos o no en emergencia.

Una mirada seria sobre lo que hoy ocurre nos permitiría darnos cuenta de que hace diez años que en la Argentina los niveles de desocupación se ubican en una franja que oscila entre el 15 y el 25 por ciento, de acuerdo con el año que uno considere.

Hace diez años que la pobreza se ubica entre el 40 y el 57 por ciento, de acuerdo con el período que uno analice.

También hace diez años que se profundiza un proceso de infantilización de la pobreza, ya que prácticamente el 64 por ciento de los menores de dieciocho años se encuentran en esa situación.

Hace diez años que se vive un proceso de vaciamiento de nuestros recursos naturales, que se ve expresado en el deterioro de nuestras reservas energéticas en materia de petróleo y gas, en los efectos complejos y negativos de la expansión sin límite de la soja sobre el suelo argentino, y en el vaciamiento de nuestros recursos mineros e ictícolas. Señalo todo esto porque el hecho de que hayan transcurrido diez años en esta dirección nos indica que no estamos en presencia de un problema coyuntural, sino que el que tenemos vigente en la Argentina es un régimen que se ha implantado como consecuencia de la experiencia neoliberal y conservadora. Su característica consiste en poner en emergencia a la sociedad en forma sistemática, tanto ahora como en el futuro. Además, deteriora y depreda los recursos humanos y naturales de nuestro país.

Con independencia de las diferentes subjetividades y de las distintas legitimidades políticas que se construyen cuando uno se encuentra en el descenso de un ciclo económico o cuando está en el momento de suba, los datos que tanto manejamos debemos ponerlos en un contexto adecuado.

Lo cierto es que esta Argentina hoy tiene un producto por habitante que es el mismo o menor que el de 1975. Hace treinta años que este país está estancado. Además, con el actual proceso de recomposición económica -en el supuesto de que se mantuviera, cosa que seguramente ocurrirá-, a comienzos del año próximo estaremos ubicados en los mismos niveles de actividad económica de 1998. En esa ocasión no estábamos en el mejor de los mundos, pero vamos a volver a estar en esos niveles de actividad con salarios un 22 por ciento inferiores, con mayor desempleo del que existía en aquel momento y con mayor número de pobres que los que teníamos en aquel momento. 

Es más, respecto de las magnitudes señaladas del tan ostensible y meneado superávit fiscal debo decir que cuando se pasan los números en limpio, por el efecto ilusorio de la inflación nos encontramos con que la recaudación que hoy tenemos es prácticamente igual, en valores constantes, a la vigente en 2001. Por lo tanto, ese superávit grandioso del que tanto nos enorgullecemos es producto de la caída, en valores reales, del gasto que se destina a las funciones esenciales que necesita la sociedad argentina. 

Lo que quiero decir es que mientras este Parlamento se ubica en una encerrona casi trágica, donde la mayoría funda su posición más en el número que en la argumentación y tiende a invalidar a la oposición porque supuestamente no sabe gobernar, mientras las facturas pasan de un lugar a otro esta Argentina sigue parada en el mismo sitio, con un proceso que se mantiene de deterioro sistemático, silencioso y permanente. 

Por eso, digo que realmente existe una emergencia económica estructural y profunda que hasta el momento no ha sido resuelta.

Veamos ahora qué se ha hecho con las facultades que fueron delegadas. En materia monetaria y cambiaria no se ha avanzado en la búsqueda de un mayor control sobre la oferta de divisas que debe manejar la Argentina. Las reservas que hoy tenemos ni siquiera han vuelto a los niveles que se registraban antes de la crisis de 2001, a pesar de haber logrado saldos comerciales monstruosos, que no volveremos a tener. 

Los mecanismos de descentralización de las operaciones de comercio exterior del Banco Central, propios del momento de la crisis, dejaron de utilizarse. Tampoco hemos puesto en marcha un sistema para cobrar impuestos en dólares a los agentes económicos que operan en el sector, ni hemos modificado los decretos que permiten que las empresas mineras y petroleras liquiden el grueso de sus divisas en el exterior. 

No se ha transformado a la divisa, que es tan necesaria, en un bien de utilidad pública, ni hemos puesto límites a la apertura financiera que se puso en marcha en 1976 y que todavía sigue vivita y coleando sin que hayamos tocado el libre movimiento de capitales; ese concepto sigue presente en la lógica de la política económica actual. 

No hemos avanzado en medidas que nos permitan reconstruir la moneda en la Argentina. Estamos especulando con un contexto internacional, a pesar de que la tasa de interés que rige en el mundo es lo suficientemente favorable como para no tener magnitudes importantes de fuga de capitales. 

-- Ocupa la Presidencia el señor presidente de la Honorable Cámara, don Eduardo Oscar Camaño. 

Sr. Lozano, Claudio Raúl.- Estamos especulando con saldos en divisas que son fruto de la recesión brutal que ha vivido la Argentina y del pozo económico en el que cayó a mediados de 2002. Por eso, reitero que en materia monetaria y cambiaria no se dieron los pasos que correspondían. 

En materia financiera la emergencia sirvió para incrementar el endeudamiento público en más de veinte mil millones de dólares, mediante la compensación al sistema bancario y la decisión de permitir la licuación de las deudas de grandes firmas que se vieron beneficiadas por el proceso de devaluación que se aplicó en la Argentina. Esa decisión no sirvió, como debería haber ocurrido, para encarar el ordenamiento del sistema financiero, que le da la espalda a la posibilidad de garantizar el proceso de producción que nuestro país necesita. 

En relación con la negociación con las empresas privatizadas -ya lo han expresado varios de los diputados que me precedieron en el uso de la palabra-, de un momento inicial en el que se tomaron decisiones acertadas, que implicaron dar de baja la concesión del Correo al grupo Macri o la estatización del espacio radioeléctrico, hemos pasado a mantener un esquema que tiende a convalidar situaciones irregulares en Aeropuertos y en Aguas Argentinas, a no resolver el tema de los ferrocarriles, a ir hacia atrás en un conjunto de definiciones significativas e importantes y, por supuesto, a no poner en el debate el marco regulatorio del sector hidrocarburífero.

En realidad, nos están pidiendo que prorroguemos la facultad de renegociar los contratos; pero como bien se señaló aquí, tenemos un proyecto de marco regulatorio de los servicios públicos sobre el que debería comandarse la renegociación de los contratos. En principio, sería preciso sancionar esa iniciativa; sin embargo, ciertamente no existe intención alguna de considerar ese proyecto con la celeridad que la situación exige.

Por otro lado, se habla de prorrogar la emergencia sanitaria, pero el Parlamento acaba de sancionar para el año 2005 un presupuesto en salud que es menor al que se aprobó en 2004. Es decir, hay emergencia, pero los pasos dados tienden a reordenar la situación sobre bases que no implican resolver la emergencia. La lógica de funcionamiento de esta economía no sirve a nuestra sociedad. Se trata de una lógica depredadora de la fuerza de trabajo y de los recursos naturales, y no habrá derrame futuro con esta estrategia si no la modificamos a tiempo.

Frente a la emergencia estructural planteada en la Argentina a raíz del régimen vigente, como resultado de la experiencia conservadora a la que hemos asistido, para modificar y llevar adelante un verdadero proyecto de cambio se necesita voluntad y convicción políticas. Asimismo, se requiere fortalecer la institucionalidad comprometiendo en ese objetivo al Parlamento y al pueblo; por lo tanto, necesitamos más democracia, y no menos. 

Por ello, la lógica de pedir facultades en nombre de la crisis y la emergencia en realidad es el punto que emparenta y vincula lo que hoy ocurre con lo peor de nuestra historia. La delegación de facultades no nos sacó de la crisis; lo que llevó al país al colapso fue el deterioro institucional, las restricciones permanentes y sistemáticas al proceso democrático y la delegación de facultades extraordinarias durante una década completa.

Comparto el espíritu del artículo 4° del proyecto, por el que se prorroga la suspensión de los despidos, aunque sería bueno que no formara parte de esta iniciativa. De todas formas, no queda claro si al fijar el piso del 10 por ciento se computan como "ocupados" a los beneficiarios del Programa Jefes de Hogar, pues si llegáramos al 14 por ciento eliminaríamos la emergencia laboral. Tampoco queda en claro, con el párrafo agregado, que habrá de cumplirse con la doble indemnización establecida en el artículo 16 de la ley de emergencia del año 2002. 

Por lo expuesto, y aun compartiendo el espíritu del artículo 4° -que es medio escabroso-, votaré en contra de la prórroga de la emergencia económica. (Aplausos.)

Sr. Presidente Camaño.- Tiene la palabra la señora diputada por la Capital.

Sra. Castro, Alicia Amalia.- Señor presidente: nosotros oportunamente votamos en contra de la ley 25.561 y también nos pronunciaremos negativamente respecto de su prórroga. Cultivo la coherencia con modestia y firmeza como una de las mejores virtudes en la política. 

Coincido con lo manifestado por el señor diputado Lozano en cuanto a que estamos en emergencia. Efectivamente, estamos en emergencia ocupacional, sanitaria, educativa, cultural, ecológica, agropecuaria -ante el avance de la soja transgénica y el peligro de la desertificación y degradación de la tierra- y de la seguridad pública y social.

Como sabemos, la Argentina es un país pobre; al respecto los índices son muy reveladores, aunque no voy a reiterarlos. De todas formas, no se trata de que el país es pobre porque no tiene recursos. Ha sido deliberadamente empobrecido a raíz de un mecanismo perverso de transferencia de recursos de los sectores de la producción y del trabajo hacia el área restringida de las finanzas.

Sería muy bueno no acotar el debate sino profundizarlo, porque hoy tenemos la oportunidad de comprobar que a pesar de que la economía creció -como ha ocurrido en función de precios más competitivos después de la devaluación-, los argentinos no hemos crecido, porque no se han eliminado los dispositivos económicos y políticos que permiten que la riqueza se siga concentrando en pocas manos.

Entonces, hoy la Argentina, además de ser un país empobrecido, es una de las naciones más injustas e inequitativas del mundo. 

Estamos de acuerdo con que nos encontramos en emergencia y con que tenemos vocación, voluntad y urgencia para resolverla, pero no compartimos la manera de lograr ese objetivo, porque en el mundo la concentración de la riqueza siempre estuvo ligada a un esquema de concentración del poder y de los medios de comunicación.

Ante la prevalencia de la economía sobre la política, creemos que hay que responder con la prevalencia inversa, colocando a la economía decididamente a favor de lograr el mayor beneficio posible para nuestros pueblos.

Entonces, la discusión podría resumirse en cómo resolver el problema con más política. Creo que este es un muy mal día para la democracia argentina. Con dolor observamos que el gobierno nacional -que despierta la confianza de la mayoría del pueblo argentino, y que es observado por todos nosotros como parte de la renovación ética, política y económica que está experimentando todo el continente- hoy intenta resolver la crisis con menos política, democracia y Parlamento.

En las antípodas de esa concepción política, ante la crisis del año 2002 presentamos un proyecto de reforma constitucional, tomando como eje la democracia participativa y protagónica de la República Bolivariana de Venezuela.

En el texto de nuestra iniciativa proponemos que sea el pueblo el que debata la función social del capital, la propiedad de los recursos humanos y naturales, los medios de exportación, el pago de la deuda externa, la propiedad de los hidrocarburos y la tierra, etcétera.

¿Cuáles son las lecciones que podemos obtener de Venezuela, que es una nación aliada? Venezuela es el único país del continente en el que, mientras otros pueblos sacan a patadas a los gobiernos que los han traicionado, el pueblo reaccionó frente a un golpe de Estado buscando nuevamente su proceso de cambio revolucionario y defendiendo a su presidente.

¿Qué lecciones podemos aprender de esa experiencia que hemos compartido? Incluso, hemos trabajado estos contenidos especialmente en la Comisión Parlamentaria de Amistad con Venezuela.

Las lecciones son varias y vale la pena mencionarlas. En primer lugar, es posible hacer cambios revolucionarios en democracia. En segundo término, para hacer cambios revolucionarios resulta imprescindible afectar a sectores del privilegio. En tercer lugar, para que existan verdaderos cambios, es imprescindible que se asienten en el poder popular, cambiando la forma misma del sistema democrático, a fin de promover y restablecer una democracia participativa y protagónica, con instrumentos ampliados de democracia directa, como el referéndum revocatorio de mandato, los plebiscitos y las consultas populares vinculantes.

Si preguntáramos al pueblo argentino si la deuda se puede pagar con el hambre y la miseria, sobre la base de salarios y jubilaciones, ¿acaso se cree que el pueblo aceptaría esta situación? Por supuesto que no lo haría y, por lo tanto, el gobierno argentino tendría un necesario y poderoso instrumento de negociación con el Fondo Monetario Internacional. 

Algún funcionario ingenuamente pudo haber creídoque pagando al Fondo el total del capital, los intereses con puntualidad y aun adelantadamente se lograría que este organismo intercediera a favor de la Argentina en su puja con los bonistas y los usureros por obtener el total de unos bonos que tampoco pagaron al ciento por ciento.

Nosotros creemos que los problemas de la Argentina se resuelven con más participación, no con menos participación.

Aquí se ha hablado -comparto la preocupación y el análisis- de que tenemos un Congreso y un escenario de atomización política como nunca ha existido. Esto tiene que ver, por supuesto, con la crisis de la política y los entrecruzamientos que hemos tenido. Ojalá pudiéramos hacer una familia política, como hoy volvimos a soñar, y es lo que evoca y a lo que invita el señor diputado Rivas con el mito de Sísifo. Ojalá una familia política pudiera empujar la misma piedra. Ojalá pudiéramos dividirnos hoy mismo entre los que queremos asumir las responsabilidades con análisis, con debate, buscando los consensos y esforzándonos por ellos, con estudio, participación, trabajo y esfuerzo. Ojalá pudiéramos dividirnos entre los que queremos asumir la responsabilidad de sacar al pueblo argentino de la miseria. Ojalá pudiéramos dividirnos entre los que queremos responsabilidades y los que no queremos asumirlas en el Parlamento. Sería uno de los modos posibles de aglutinarnos en familias políticas.

Otro de los modos posibles sería decir si el pueblo debe intervenir o no en el debate de cómo se reparte la riqueza en la Argentina. ¿Acaso los funcionarios están capacitados y los diputados y senadores somos analfabetos? ¿Para qué estamos acá? Este Congreso no asume su deber constitucional de debatir sobre el arreglo de la deuda interna y de la deuda externa. Este Congreso poco interviene en el presupuesto nacional, porque también hemos cedido facultades extraordinarias. Este Congreso no tiene la posibilidad de discutir ni debatir una reforma previsional, siendo que el sistema tributario argentino es uno de los más regresivos del mundo y tenemos los fondos para refinanciar el Estado a efectos de implementar políticas sociales y cumplir con los derechos sociales básicos que prescribe la Constitución. Este Congreso tampoco asume la responsabilidad de hacer un cambio de sistema previsional. 

Señor presidente: una vez llevé a su estrado la bandera de los Estados Unidos como un símbolo del intolerable grado de sujeción de este Parlamento a las decisiones que se tomaban en el Fondo Monetario Internacional, que está atravesado por las demandas políticas del Departamento de Estado de los Estados Unidos. Hoy, estaría tentada de llevarle un candado, si no fuera que después usted me va a privar del honor de dirigirme la palabra durante por lo menos un año, como hizo luego de que le llevara la bandera de los Estados Unidos.

Sr. Presidente Camaño.- Era lo menos que se merecía, señora diputada.

Sra. Castro, Alicia Amalia.- La verdad es que creo que más que antagonizar es imprescindible que nosotros busquemos consensos. ¿Qué lección le estamos dando a la sociedad argentina? ¿Qué le estamos enseñando a los ciudadanos? ¿Le estamos diciendo que a menor discusión y menor debate vamos a encontrar mejores soluciones porque el sistema político está fuertemente afianzado en la sociedades que lo constituyen? ¿Qué demandaron los argentinos los días 19 y 20 de diciembre de 2001, que estaban hartos -entre otras cosas- del Congreso de la Nación, porque no resolvía sus problemas centrales? Demandaban mayor participación. ¿Cuál es nuestra respuesta como Poder Legislativo? 

Quisiera retomar el punto donde dejó su brillante intervención el señor diputado Negri, quien hizo aquella referencia a "El Estado soy yo", una referencia a la concentración de poder monárquico. No necesito tampoco explicarles qué sucedió después de "El Estado soy yo", pero sí quiero compartir con ustedes algunos detalles de lo que hicieron los revolucionarios en el camino. Llevaban unos cuadernos que se llamaban cahiers des plaintes, cuadernos de quejas. Miles de revolucionarios llevaban cuadernos y los distribuían entre la sociedad. Iban tomando nota y se esforzaban, sobre todo, con los que eran analfabetos y no podían escribir sus demandas; iban ciudadano por ciudadano y debatían sobre sus demandas. Eso constituyó la base del sistema republicano, que está asentado en la división de poderes.

Nosotros no podemos renunciar a la división de poderes, y no debemos renunciar a ella. Yo no renuncio a la división de poderes, que es el sustento del sistema democrático. (Aplausos.)

Sr. Presidente Camaño.- Tiene la palabra el señor diputado por la Capital.

Sr. Zamora, Luis Fernando.- Señor presidente: en enero de 2002 se invocaba la emergencia y se hablaba de crisis. El bloque de Autodeterminación y Libertad votó en contra de la declaración de emergencia y de las facultades que se le concedieron al Poder Ejecutivo nacional invocándose esa situación de emergencia. Adelantamos que también vamos a votar en contra en esta oportunidad en la que se propicia prorrogar la vigencia de la ley 25.561.

Es complejo analizar y coincidir si en aquel entonces se estaba en emergencia, si hoy se sigue estando en emergencia y también si la palabra adecuada era "crisis" y no "emergencia". También podría discutirse sobre si hay discrepancia o coincidencia en si los instrumentos que se legislan son los adecuados para atacar la situación de emergencia.

En la Argentina había, a fines de 2001 y principios de 2002, una crisis económica gravísima, expresada a nuestro modo de ver en agudos y muy extendidos niveles de pobreza e indigencia, con una desocupación gravísima, porque era una desocupación estructural, como se comprobó con el paso del tiempo. Había salarios y jubilaciones de hambre, salarios en gran parte ganados en relaciones de trabajo informal, precarizadas, flexibilizadas o en negro. Esto era casi una norma general para el asalariado.

Entonces, podríamos decir rápidamente que había una situación de emergencia y de crisis económica. Habría que discutir si los instrumentos son los adecuados para el pueblo argentino. Había crisis y emergencia vinculadas con

lo institucional. Esto se expresaba fundamentalmente en un rechazo masivo por parte de la población hacia las instituciones y su funcionamiento. Rechazo al Poder Judicial y a cómo funcionaba, al Congreso y a cómo funcionaba y también al Poder Ejecutivo nacional y a su funcionamiento.

También había rechazo a los grandes partidos mayoritarios, donde la mayoría de la población había depositado sus ilusiones y expectativas. Además, había rechazo a la gran mayoría de la dirigencia sindical. No olvido el rol criminal jugado por las fuerzas armadas durante la dictadura.

Había rechazo a las asociaciones donde se agrupan los dirigentes empresarios. Era un rechazo generalizado a la dirigencia con peso determinante en las decisiones.

"Que se vayan todos" era una expresión de ese rechazo. Hasta había una negativa a discriminar o diferenciar algo o a alguien. Por eso se gritaba con tanta simpatía "que se vayan todos", pero con igual simpatía adherían a la consigna quienes no gritaban pero se solidarizaban con ella y la sentían como propia. 

Había una enorme brecha entre el pueblo y las instituciones; era una brecha gigantesca expresada por los de abajo en su rechazo y que a la vez se ponía de manifiesto en los de arriba, porque quienes representaban a las instituciones no tenían ninguna posibilidad de influir en los de abajo como suele hacerlo un dirigente. 

Hay una gran vinculación entre los dos sectores, porque la brecha entre las instituciones y el pueblo es directamente proporcional a la que existe entre los que se enriquecieron durante los últimos treinta años y los que se empobrecieron en ese mismo período. Los primeros son muy pocos y los segundos constituyen la mayoría.

Lo que desprestigió a las instituciones y le abrió los ojos a la población para empezar a gritar que se fueran sin tener muy clara conciencia de cómo hacer el reemplazo -incluso los que gritábamos desde adentro de las instituciones tampoco teníamos una propuesta alternativa-, fue el hecho de ver cómo las instituciones quedaban al desnudo. 

Quienes gritaban vieron que las instituciones eran instrumentos que permitían que los grupos económicos se enriquecieran a costa de que se empobrecieran quienes habían votado a los dirigentes, es decir, la enorme mayoría. 

Eso era lo que ocurría en la Argentina a partir de enero de 2002. Pero a mi modo de ver no se trataba de la emergencia de la que se hablaba cuando se propuso sancionar la ley 25.561, ni tampoco de la emergencia de la que se habla cuando se propicia prorrogar su vigencia. 

La dirigencia política hablaba de emergencia y reconocía que les gritaban que se fueran todos. El repudio de la población era una emergencia en la que se encontraba la mayoría de la dirigencia política, aquella con poder de decisión.

Al mismo tiempo había otra emergencia política para la dirigencia y las instituciones -jueces, legisladores de los bloques mayoritarios, gobernantes y funcionarios del Poder Ejecutivo- que era de carácter económico, pero no en referencia a la pobreza del 50 por ciento de la población. Se trataba de ver cómo armonizar lo que se había roto. Algunos grupos económicos querían continuar con el uno a uno y seguir rapiñando con la convertibilidad, y otros proponían devaluar porque querían empezar a rapiñar con la devaluación. Para la dirigencia política la emergencia económica consistía en cómo continuar pagando lo impagable. 

La dirigencia política argentina estaba en emergencia porque el FMI le había reclamado a de la Rúa que declarara la cesación de pagos y reestructurara la deuda para poder pagarla, es decir, pagar lo impagable. No lo logró en esa oportunidad, pero sí con Rodríguez Saá y Duhalde, sentando las bases para reestructurar. 

¿Cómo armonizar la declaración de cesación de pagos, la reestructuración de la deuda, tomar retenciones, distribuir a grupos económicos, hacer que se beneficien Techint, las petroleras, los que exportan soja,la Sociedad Rural y, al mismo tiempo, responder a los acreedores internacionales? Era un berenjenal. Treinta años de saqueo de la Argentina habían puesto a la dirigencia política en emergencia para responder a todo esto, porque además se daba en el marco de un pueblo que los acosaba para que se fueran.

Esta era la emergencia, que nada tiene que ver con la emergencia del pueblo. Por eso el pueblo no usa esa palabra. Si le preguntan a un desocupado si se encuentra en emergencia, seguramente no le va a sonar ese término, va a decir: "¿Qué me quiere preguntar?" Pero si le preguntan si está desesperado, va a contestar enseguida. 

Si la ley se llamara "de declaración de un Estado en desesperación", la mayoría del pueblo argentino entendería. No es casual que se utilicen términos que el pueblo argentino nunca expresaría en esas circunstancias. Alguien que está en negro no dice: "Estoy en emergencia".

Por supuesto que si el problema a resolver era el de los de arriba, los instrumentos no iban a dar ninguna respuesta a los de abajo. Por eso, en líneas generales estamos en igual situación, aunque por supuesto con algunos cambios. Si se producen cambios en la situación económica internacional, evidentemente eso va a repercutir aquí. Si se tocó fondo como ocurrió durante la recesión, así como cuando una pelota toca el piso rebota, también aquí se produjo un rebote. La cuestión está en determinar si se sigue empujando la pelota, porque si esto no es así vuelve a tocar el piso y cada vez va a rebotar con menos fuerza.

Hoy nos encontramos en una situación muy parecida en lo que concierne a la mayoría del pueblo: no hay cambios institucionales importantes; hay expectativas puestas en el presidente -pero no porque haya cambios de democratización en el funcionamiento de las instituciones- y no se han producido modificaciones en el Poder Judicial. Muchas veces hemos dicho que si se reemplazan tres, cuatro o cinco integrantes de una institución muy numerosa, obviamente nada cambiaría. Bastó el fallo de la pesificación -inmoral, injusto, agresivo con los ahorristas estafados, favorecedor y ratificador de la estafa de pesificar la deuda a los grandes grupos económicos y de las compensaciones a los bancos- para que gran parte de la población empezara a sospechar -no quiero decir que ya tiene una caracterización plena de lo que son la Corte y el Poder Judicial- que las sentencias judiciales -fundamentalmente las de la Corte- siguen favoreciendo los intereses de los grandes grupos económicos. 

La Corte dictó el fallo de la pesificación teniendo la precaución de no desequilibrar los parámetros fijados por Duhalde-Lavagna y Kirchner-Lavagna para favorecer las relaciones con los organismos multilaterales de crédito y las ganancias que están rapiñando los grandes grupos económicos y los bancos.

Este es el criterio que se siguió durante la década menemista y también en la época de Alfonsín. Peor aún: es el que utilizó la dictadura militar.

Por lo tanto, esto demuestra cómo todo está agarrado con alfileres. Por eso Kirchner considera que sigue la emergencia. Todavía no ha logrado recomponer el prestigio de las instituciones, no ha acortado la brecha. Está agarrado con alfileres de esas expectativas, de esos deseos humanos de querer creer que a algún gobernante le irá bien para que derrame algo de bienestar sobre la mayoría de la población. 

Si vemos que hay una continuidad y que no se producen cambios importantes, como pueblo tenemos la gran responsabilidad de seguir teniendo expectativas y utilizar la palabra esperanza, que es una palabra horrible porque deviene del vocablo "esperar". Decir que hay esperanza significa que hay que esperar, y esperar es lo peor que podemos hacer como pueblo. 

Aquí se dice que no hay que poner palos en la rueda o piedras en el camino, pero la realidad es que hay que hacerlo porque nos siguen llevando hacia el abismo. Todos tenemos que poner piedras, y montañas si pudiésemos, a la gestión de este gobierno. La corrupción fue una herramienta que vinculó la utilización de las instituciones para beneficiar a los grupos económicos y ahí está la famosa ley Banelco, con sus autores todavía impunes.

Eso tampoco cambió y bastó ver el ejemplo de Julio Nudler, un periodista digno, corajudo, que se animó a denunciar hechos de corrupción del gobierno del presidente Kirchner, con nombre y apellido, referidos a De Vido, al ministro Lavagna y a Alberto Fernández. Estos hechos tendrían que ser investigados -aclaro que no me constan al no tener fundamentos para hacer esas denuncias- pero hay elementos que sirven para justificar la cuestión, no sólo la trayectoria que tiene quien suscribe la nota sino que el periódico oficialista del gobierno lo censuró.

Debieron pasar tres semanas para que la nota fuera publicada, una vez que Alberto Fernández se juntó con Verbitsky para escribir juntos la respuesta. También en esto poco ha cambiado, y en realidad nunca va a cambiar porque no se busca que cambie.

El clamor del pueblo pasó a ser murmullo, pero clamor o murmullo las instituciones lo desconocieron. No escuchan ni lo uno ni lo otro porque no tienen interés en hacerlo; pero cuando vienen a hacer lobby aquí las grandes empresas hay una gran escucha.

En eso no se cambió porque no se busca el cambio. Aclaro que esto pasa en todo el mundo: la democracia representativa está cuestionada en todas partes. En primer lugar, porque no representa al pueblo sino a los grandes grupos económicos. Pero cuando se trata de los pueblos, hay que tener en cuenta un pequeño detalle: quienes votan a las autoridades son los pueblos, y en algún momento van a empezar a pasar factura y a reclamar.

En segundo término, la concentración del poder económico es tan grande en todo el mundo que para los propios intereses y sedes de ganancias de las empresas se les vuelve cada vez más costoso avanzar rápidamente en sus proyectos, invertir acá, sacar de allá, invertir acullá, ver qué trabajadores esclavos hay disponibles y en qué lugar del mundo, en Indonesia, en China, en Brasil, en el Mercosur, en la Argentina, etcétera, con funcionamientos tan pesados como son los de estas instituciones.

Entonces, el sistema es cada vez más autoritario y presidencialista, precisamente por eso. Por ejemplo, Bush saca decretos que le permiten a la CIA ir a secuestrar a una persona determinada por ellos, porque es peligrosa para sus intereses. Y Estados Unidos la busca en Pakistán, en Irak, en Afganistán o en cualquier lugar del mundo; también podría ser en la propia Argentina.

Así buscan a la persona y se la llevan como lo hizo Israel con el científico nuclear Mordecai Vanunu, a quien trasladaron a su país para juzgarlo. Bush hace las cosas por decreto y de ninguna manera consulta al Congreso. Ahí van las bandas de la CIA a secuestrar. Esto pasa en todos lados, porque la concentración del poder económico exige medidas rápidas. Si no se puede invertir en un lugar porque hay resistencia, entonces viene el calificativo de terroristas, el secuestro y el traslado a otro lado, o si no, matan directamente.

En la Argentina nos preguntamos por qué el Congreso hace la venia como si se tratara del cuartel de Patricios, con los soldados y los oficiales guardándole respeto al general. En el caso del Congreso, en su gran mayoría, se trata de cumplir con lo que manda el presidente.

Estas son las causas de la delegación de poderes, y la más gigantesca delegación de poderes es la negociación de la deuda. ¿Se imaginan discutiendo la negociación de la deuda al FMI con los representantes que se decidan en el Congreso? ¿Se imaginan discutiendo todas las semanas acá, cuando se trata de pagar miles de millones de dólares, cuando hay reclamos de la población que no satisface sus necesidades elementales?

No olvidemos que se pagan comisiones inmorales, se siguen sometiendo a las exigencias del FMI, y cuando se paga no hay reembolsos; no cumplen los compromisos aun espurios que ellos mismos defienden en los organismos multilaterales de crédito.

¿Se imaginan discutiendo el tema China en este recinto? Con respecto a lo que se buscaba con China-más allá de las perspectivas que tienen los chinos de hacer un gigantesco negocio con la Argentina, como lo hicieron Estados Unidos o Inglaterra con América Latina en épocas que llegan hasta hoy-, ¿cómo se va a discutir si lo que buscaba Kirchner era un impacto mediático que le permitiera seguir manteniendo esas expectativas que tiene agarradas con alfileres?

En el caso de Techint-Rocca urge que se adopten todas las medidas rápidamente, porque de no ser así puede invertir en otro lado. Los grupos económicos, con la globalización, no permiten funcionamientos elefantiásicos, como suelen ser los de las instituciones parlamentarias.

Entonces, no se rebaja la calidad institucional de las instituciones. Son instituciones repudiadas por la población, en primer lugar, y además poco útiles para la instrumentación de las políticas que benefician a los grupos económicos, aunque excepcionalmente sí las necesitan. Por ejemplo, cuando quieren tener la certeza de que las reglas de juego -como ellos las llaman- no se van a cambiar tan fácilmente, no les alcanza con un decreto y entonces quieren la ratificación por ley. Ahí viene el operativo de "no me toquen ni un punto ni una coma, hagan la venia y sáquenlo por ley". Pero es un problema mundial: la barbarie del capitalismo y la concentración económica hacen esto. 

Creo que con la utilización de estos poderes, tanto Duhalde como Kirchner cumplieron con las necesidades de los grupos o de los intereses económicos que he mencionado y también con los organismos multilaterales de crédito, cosa que no hubieran podido hacer con este Congreso. Lo que tenemos que denunciar a la población es que eso no habla a favor de Kirchner, porque es en contra del pueblo.

Debatir algunas cuestiones en este Congreso significa una traba. Como decía Madison, la Cámara de Diputados es la que está más en la vidriera; por más voluntad que tenga de hacer la venia, es la que está más expuesta a las presiones de la población. Por eso, él propuso tener un Senado vitalicio, un presidente con poder de veto y un Poder Judicial al que nadie voltea porque sus miembros serían designados por el Senado. La Constitución de los Estados Unidos de América está prevista para eso. Por eso me impacta que digan que la Constitución de 1853 era el baluarte para el ejercicio de la democracia, cuando fue una copia de la Constitución de los Estados Unidos, con tres poderes a los que nadie controlaba y encima elegidos mediante el voto calificado.

Fíjense cómo era la mentalidad de los constituyentes del 53. Fueron producto de su época, pero no los deberíamos enaltecer. No sólo las mujeres no votaban, sino que no votaba nadie. Votaba el vecino calificado. Después se logró el sufragio universal, que en realidad tampoco era universal porque las mujeres quedaban afuera. Y finalmente se logró que votaran las mujeres. 

Siempre existieron los mecanismos de distorsión que conocemos hoy en día. Por ejemplo, el grupo Clarín titula: "Arrasó Solá en la provincia de Buenos Aires", cuando sólo consiguió el 25 por ciento de los votos del padrón. Es decir que el 75 por ciento no lo quiso como gobernador ni quiso a los diputados que venían del aparato duhaldista de la provincia de Buenos Aires. Sin embargo, en nombre del ciento por ciento levantan la mano en esta Cámara.

Así de distorsionados están los mecanismos seudodemocráticos que rigen hoy en la Argentina. En su momento nosotros habíamos propuesto que se vayan todos y hablamos de la caducidad de los mandatos. Pero esta no era una expresión o un invento mío, sino que en realidad fue del actual presidente Kirchner, de la entonces diputada Carrió y del "excelentísimo" jefe de Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, Ibarra, quien dio una conferencia de prensa aquí planteando la caducidad de los mandatos. Incluso alguno de ellos dijo que si no había caducidad de los mandatos no iba a intervenir en las elecciones presidenciales.

Nosotros fuimos coherentes ante la estafa y el fraude de elegir presidente y de que cada uno de los gobernadores manipulara las elecciones como le convenía, porque así funciona la democracia en la Argentina. Nosotros no intervinimos en ese fraude porque tuvimos orgullo y dignidad y nos sentimos firmes para hablar con ustedes de esta forma, ya que somos coherentes con los puntos de vista que sostenemos a pesar de los errores o desaciertos que podamos cometer a diario.

Hablé de la caducidad de los mandatos porque fue el tema que posibilitaba que aquél que tuviera algo útil para aportar se presentara de nuevo en las elecciones. La intención que perseguíamos consistía en que se le diera la posibilidad a la gente de votar todo de nuevo.

Los de arriba se adjudicaron el saber iluminado de cómo comprender y canalizar la idiotez del pueblo argentino. Eso se logró en parte; por eso es que Solá no logró el 75 por ciento de los votos, a pesar de disponer del aparato clientelista más poderoso del país, si bien ya no tan poderoso como el que tenían antes. Por eso, Alfonsín sacó el 8 por ciento de los votos en su candidatura a senador.

Además, el 15 por ciento de los votos fueron en blanco, a pesar de que nadie convocó a la gente a que se expresara de esa forma. Ninguna corriente política ni periodística solicitó que se votara de esa forma. Se trató de algo espontáneo, lo que nos indica que está vivo y latente. Creo que hay expectativas que están siendo amortiguadas, porque existe un colchón entre el discurso mentiroso de Kirchner que todavía no ha sido descubierto. Los únicos que sí lo han descubierto, porque lo conocen bien, son los de Río Gallegos, por lo que lo votaron negativamente en su momento. El resto de la gente recién ahora lo está conociendo. O sea que estamos experimentando como pueblo, por lo que todo está agarrado de eso.

Kirchner ha pagado más deuda en efectivo que cualquier otro gobierno anterior. Ya hemos hablado de la actitud servil. ¡Nunca un gobierno argentino le ha hecho el juego a los Estados Unidos diciéndoles que no manden tropas para ocupar un país, porque lo vamos a hacer nosotros! "Quédense tranquilos; ustedes ocúpense de masacrar Irak." 

Incluso, el presidente Kirchner le ha mandado un telegrama a Bush felicitándolo. ¿Quién autorizó a Kirchner a mandar ese indigno telegrama para saludar a un genocida en el preciso momento en el que estaba masacrando Fallujah?

Ya se va a sorprender cuando, luego de acumular experiencias y desilusiones, el pueblo le diga -a Kirchner o a quien lo suceda, porque las experiencias a veces tardan más en madurar de lo que dura un mandato- lo mismo que le dijo a de la Rúa el 19 y 20 de diciembre de 2001.

Hubo una impotencia, es decir, una falta de potencia, de saber construir una alternativa como pueblo. Entonces, la dirigencia política comenzó a decir: "Si se van todos, ¿qué?"

Se trataba de un mensaje defensivo, porque no decían que no se iban a ir por todas las cosas buenas que hicieron por el país. Decían: "Seremos de lo peor, pero si nos vamos, ¿quién queda?". Como pueblo no supimos responder a eso. Se trató de una pregunta que fue mortal. Entonces, se taparon la nariz y el 17 por ciento votó a Kirchner...

Para mí esa etapa no está cerrada, porque no estamos hablando del 25 de mayo de 1810 que uno ve como algo histórico. Se trata de un proceso que está vigente, con circunstancias políticas y económicas que han ocurrido y continúan latentes. Por eso he dado el ejemplo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Rechazo festejar que alguien diga: "Querían que nos fuéramos todos y nos quedamos." Ese es el concepto autoritario de un señor feudal. Lo digno era -teniendo en cuenta que la mayoría de la población pedía que los integrantes de un gobierno se fueran- tener el ánimo suficiente para permitir que el pueblo decidiera quién tenía que irse y quién no.

Eso todavía está latente, y esta es una gran oportunidad para que el pueblo argentino continúe peleando por mecanismos de democracia más directa, en los que "gobierno del pueblo" sea sinónimo de "democracia" y no del Grupo de los Siete o del FMI.

El concepto de emergencia viene de los de arriba. Por eso, es inútil discutir acá sobre las soluciones y la delegación de poderes. Si pueden cambiar partidas de un lado hacia otro, ¿les parece que esto se puede discutir acá? No lo podemos hacer porque cuentan con mecanismos irregulares para destinar fondos adonde no debieran, lo cual generaría el rechazo de la población si trascendiera. Lo que hacen acá es avalar mayoritariamente estas medidas, porque están convencidos de que este tipo de decisiones se tienen que tomar desde un escritorio ubicado en un ámbito que no tenga vidrieras ni ventanas que dejen entrar el aire y los ojos del pueblo argentino. 

Veo con optimismo que la cabeza de la población siga trabajando en ese proceso que se inició el 19 y 20 de diciembre de 2001. Lo expresa de otra manera, en una forma más amortiguada, pero lo importante es que sigue trabajando en ese proceso. 

Acá se están robando todos los recursos mineros de la cordillera y las empresas del sector van a contaminar las aguas. Algunos dicen que vienen por las aguas, pero también vienen a ensuciarlas y contaminarlas. Ahí tenemos el ejemplo de Esquel, donde un pueblo se levantó y derrotó a la Meridian Gold; lo logró transitoriamente, porque ya volvieron a la carga contra el gobierno del Chubut.

También tenemos el ejemplo de los autoconvocados de San Juan, que nos dieron otra muestra de lucha extraordinaria. Gracias a ellos nos damos cuenta de lo que puede la gente cuando no tiene un mandamás que la maniata. Ellos salieron espontáneamente a expresar el odio, la bronca y la angustia contra la Barrick Gold. 

Tampoco me puedo olvidar de los estudiantes de la Universidad del Comahue. El hecho es que hay cosas que pasan inadvertidas porque suceden en lugares un tanto lejanos, pero son embriones que demuestran que lo que salió a la superficie el 19 y 20 de diciembre de 2001 bajó un poco pero sigue latente. Todo esto me transmite optimismo y sé que los de abajo en algún momento no sólo se van a decidir a cuestionar a los de arriba sino que además van a buscar alternativas para reemplazarlos. 

Sr. Presidente Camaño.- Tiene la palabra el señor diputado por Mendoza.

Sr. Esain, Daniel.- Señor presidente: en el año 2002 acompañé con mi voto la sanción de la ley de emergencia económica, y lo propio hice el año pasado cuando aprobamos su prórroga. Este año también votaré favorablemente esta prórroga, con algunas consideraciones que haré durante el tratamiento en particular.

Estimo que efectivamente estamos frente a una emergencia social, económica y laboral, pero creo que este problema no existe en el ámbito cambiario y administrativo, por lo que resulta sobreabundante reiterar estos dos temas que ya venían en la ley original y que luego fueron incluidos en la primera prórroga. 

Según la Constitución, si hay emergencia es facultad de este Congreso sancionar la ley respectiva. En este sentido, digo que hay default, que hay catorce millones de pobres e indigentes, tres millonesde desocupados y que sigue habiendo conflicto con las privatizadas. Al respecto, no hay duda alguna, y estos son datos de la realidad. Por lo tanto, si el default, los catorce millones de pobres, los tres millones de desocupados y el conflicto con las privatizadas no constituyen emergencia económica, ¿qué es la emergencia? 

Repito: no hay duda de que estamos frente a una emergencia económica. De todas formas, para graficarla haré referencia a un cuadro estadístico que contiene datos porcentuales respecto de las personas que son indigentes o se hallan bajo la línea de la pobreza, correspondiente al primer semestre de 2004. 

En la zona de Cuyo hay un 15,2 por ciento de indigentes y un 43,7 por ciento de personas ubicadas por debajo de la línea de pobreza; en el Gran Buenos Aires, un 15,2 por ciento y un 42,7 por ciento; en el Noreste, un 30,4 por ciento y un 60,3 por ciento; en el Noroeste, un 24,5 por ciento y un 56,4 por ciento; en la zona pampeana, un 16,2 por ciento y un 41,2 por ciento y en la Patagonia, un 12 por ciento y un 31 por ciento, respectivamente. Estoy hablando de personas de carne y hueso que son indigentes o se hallan bajo la línea de la pobreza. Esta es la realidad de la Argentina.

De algunos discursos pareciera desprenderse la idea de que hay dos Argentinas: la de 2002 y la de 2004, pero esta es una verdad a medias. Para una parte importante de nuestro pueblo la Argentina de 2002 no es igual a la de 2004, porque han accedido a un montón de beneficios que surgieron de las políticas implementadas a raíz de la sanción de la primera ley de emergencia económica; pero dieciséis millones de compatriotas en el año 2004 están igual que en 2002: no tienen trabajo ni recursos ni acceso a la educación. Esta es la Argentina real, donde conviven los que acceden a los beneficios de 2004 y los que todavía están en el túnel del tiempo de 2002. Esto sí es emergencia.

Si hacemos un análisis de la ley de emergencia económica, de su prórroga y de la nueva prórroga que ahora se propicia, advertiremos que en todos los casos afectamos los intereses de las empresas privatizadas, no sólo las que pasaron a manos del capital privado sino también aquellas que, bajo el eufemismo de la privatización, quedaron en poder de capitales estatales extranjeros. Por lo tanto, si no sancionamos la ley de emergencia económica, cuando venza la vigente prórroga los prestadores de los servicios públicos cobrarán tarifas en dólares a nuestros compatriotas. 

Si en este recinto hoy triunfara el "no" -lo cual es muy probable porque muchos legisladores están en contra de esta iniciativa-, quisiera saber quién va a explicaral vecino que los contratos se van a volver a pagar en dólares y que en parte devolveremos el poder político a las empresas que nos llevaron al estado de deterioro político, económico y social que estalló aquel 20 de diciembre. 

Sra. Castro, Alicia Amalia.- ¿Me permite una interrupción, señor diputado, con el permiso de la Presidencia?

Sr. Esain, Daniel.- Sí, señora diputada.

Sr. Presidente Camaño.- Para una interrupción tiene la palabra la señora diputada por Buenos Aires.

Sra. Castro, Alicia Amalia.- Señor presidente: quiero preguntar al señor diputado Esaín a qué se refiere con el "no", porque aquí nadie está proponiendo el "no" a algo. Quienes votaremos en contra sostenemos principios republicanos y constitucionales que indican que el Congreso no puede delegar facultades que le son conferidas por la voluntad popular.

En segundo lugar, con respecto al miedo que podría significar que el Parlamento asuma en el debate público la cuestión de la renegociación de los contratos de los servicios públicos, debe señalarse que el Congreso es casi el único ámbito donde se pueden debatir esos aspectos que, además, se mantienen ocultos.

No quiero ser insistente, pero últimamente ha habido hechos que han agravado la situación. No sólo tenemos corrupción, sino que también la exportamos. Por ejemplo, el concesionario de los aeropuertos fue premiado con la dolarización de las tasas por todos los incumplimientos en que ha incurrido. 

Además, se le otorgaron subsidios personales, representados por combustibles, para una compañía aérea de su propiedad. Gracias a ese dinero se pudo comprar una compañía aérea en Italia, que ahora también quebró, al igual que LAPA. Sin embargo, la línea aérea del Estado le paga los salarios y el combustible.

Entonces, quiero señalar que no tengo temor a debatir esos temas en el Congreso Nacional, porque es el ámbito público que corresponde.

Sr. Presidente Camaño.- Continúa en el uso de la palabra el señor diputado por Mendoza.

Sr. Esain, Daniel.- Señor presidente: el tema de la renegociación de los contratos de los servicios públicos es un aspecto central en la ley de emergencia económica que queremos prorrogar. 

Algunos se han lanzado en contra de la política del Estado nacional, y cuando hablo de la política del Estado nacional no me refiero sólo al Poder Ejecutivo, sino también al Parlamento, que hace exactamente un año sancionó una ley de renegociación de los contratos, por lo que existe un marco jurídico.

Existen personas que se han lanzado aquí con el mismo discurso del Fondo Monetario Internacional y el Grupo de los Siete, señalando que se negocia en forma lenta, como si esta fuera una renegociación con el quiosquero de la esquina.

Detrás de las privatizadas -palabra que es un eufemismo- se encuentran el Grupo de los Siete, el Fondo Monetario Internacional y la comunidad económica internacional. Se piensa que la política puede discutirse desde el ámbito exclusivo de la filosofía política, exenta de las realidades mezquinas y cotidianas a las que está sometida la Argentina. 

Cuando me referí al triunfo del "no" -esta es la aclaración que me solicitó la señora diputada preopinante-, hablaba de votar por la negativa el proyecto en consideración. Se trata del "no" a la prórroga, que significaría redolarizar los contratos y volver al sistema de inseguridad jurídica que imperó en la Argentina durante doce años.

¡Estoy harto de escuchar catedráticos que hablan de la seguridad jurídica de los contratos, porque esa es la inseguridad jurídica que sumió a la Argentina en esta situación! La única seguridad jurídica posible es reconstruir el Estado de derecho, que consiste en el respeto a la Constitución Nacional. Cada uno de los ciudadanos debe saber que los derechos y garantías de la Constitucional Nacional son universales.

En cambio, la seguridad jurídica -entre comillas- de los contratos es la que permitió destruir el verdadero sistema de seguridad jurídica y de garantías que existe en la Argentina: la Constitución Nacional. Yo no voy a ir para atrás en el túnel del tiempo. Voy a levantar la manocomo lo hice en el año 2002 y el año pasado. 

Aquí también se han agitado fantasmas, y los argentinos están hartos de los fantasmas. En la época de oro de las empresas privatizadas y de los bancos -donde mandaban ellos-, el riesgo país, no entrar en default y el respeto irrestricto al Fondo Monetario Internacional llenaron de fantasmas a la Argentina. Ahora, vuelven a introducir fantasmas en este debate, pero me parece que estos fantasmas van a terminar como el fantasma de Canterville, que durante trescientos años asoló con miedos a la comarca y cuando llegó la familia que se instaló en el castillo, a la que ya no podía asustar, luego de reunirse con la hija de Mister Otis decidió ir a descansar definitivamente.

Todos esos fantasmas que se levantaron en otra época son los que se levantan en este momento, seguramente de buena fe, pero recordemos que Cicerón decía que hay algunos que hacen el mal queriendo hacer el bien y otros hacen el bien queriendo hacer el mal. Yo no dudo de la buena fe de muchos discursos, pero si esta noche triunfara la posición política de no prorrogar la ley de emergencia económica quisiera saber quién se hará cargo de explicar a la ciudadanía las consecuencias económicas y también políticas de esa decisión.

Adelanto que voy a votar favorablemente el proyecto en consideración. El tema de la calidad institucional ha sido eje de varios discursos. Me pregunto si en un país sometido a la miseria y al hambre es posible hablar de un purismo institucional. ¿No será necesaria la reconstrucción de la democracia real? Porque la democracia no solamente es votar y venir a participar como legisladores en representación del pueblo; la democracia tiene que ver con fines objetivos que constituyen el bienestar general. Y mientras vamos reconstruyendo las bases políticas y económicas del país también vamos reconstruyendo las bases institucionales.

Hay gente que menosprecia la actitud del Congreso. En el año 2002, después de dos años de que algunos filósofos de la moral se dedicaran a demoler la institucionalidad del país y lo poco que dejaron lo terminó de arruinar de la Rúa, destruyeron la institucionalidad del país, y ahora uno escucha a los Robespièrre de la moral hablar de la institucionalización del país y de la actitud que estamos tomando en este momento. 

Esta es una decisión que va a beneficiar a la política argentina en su renegociación con las empresas, porque además ya tenemos problemas en el CIADI. El derecho internacional y el Banco Mundial crearon el CIADI. Como no eran Estados y los intereses privados no eran reconocidos en el orden internacional crearon el CIADI para que por allí se ventilaran las disputas económicas entre los Estados soberanos y esos intereses.

Insisto en que no se trata de que el Estado argentino sea lerdo; hay demasiados intereses concentrados del otro lado para terminar la renegociación de los contratos. Además, no es cierto que el Congreso de la Nación -como alguien ha manifestado aquí- tenga facultades constitucionales para negociar los contratos de las prestadoras de los servicios públicos. Esa es una facultad constitucional del poder administrador. Después de todo ese marco de inseguridad de decretos que fue el sistema que en general se usó para otorgar las concesiones, ahora va a haber seguridad jurídica por la sanción de una ley en el Congreso de la Nación, de modo tal que cada renegociación tendrá que pasar por aquí.

En síntesis, voy a apoyar esta iniciativa, porque mis convicciones me movieron en los últimos doce años a confrontar con muchos de mis comprovincianos la política de las privatizadas, de los bancos, del Consenso de Washington, y he asumido determinados compromisos con el electorado. 

No voy a votar una ley que vuelva a dar a las privatizadas el poder político que tuvieron en la Argentina. (Aplausos.)

Sr. Presidente Camaño.- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. López, Juan Carlos.- Señor presidente: es muy difícil agregar argumentos para no acompañar el proyecto sin correr el riesgo de ser reiterativo. Los señores diputados preopinantes han planteado con mucha solvencia y densidad de argumentos su oposición. Concretamente, me refiero al señor diputado Negri y al señor diputado Claudio Lozano, y también rescato -para no ser injusto- a los otros señores diputados que fundamentaron su negativa a acompañar esta iniciativa. 

Me permito recordar la posición que personalmente asumí en dos momentos en que se debatieron cuestiones que tenían que ver hasta con una filosofía del ejercicio del poder. Uno de esos momentos fue cuando se trató la ley de responsabilidad fiscal, que no acompañé por dos razones.

Por un lado, me pareció que no se podía aprobar esa ley sin antes resolver el tema de la coparticipación federal y, por otro, debo reconocer que también hubo una razón subjetiva. Sospechaba que a poco de andar -y me parece que es grave que pueda pensar estas cosas, pero lo reconozco- no se la iba a respetar, por esa idiosincrasia que a veces tenemos de decir hoy una cosa y mañana sostener lo contrario. 

El otro momento fue cuando se trató y votó el presupuesto, sobre todo el famoso artículo 11, por el cual se delegaron poderes. Justamente, ahí se borró parte de lo que se había decidido cuando se trató la ley de responsabilidad fiscal. 

¿Por qué hago referencia a estas dos cuestiones? Porque van marcando un estilo o una filosofía del ejercicio del poder -aunque no sé cómo catalogarlo- que se va desarrollando en el tiempo, y al menos a mi humilde entender creo que se puede tornar complicado en el futuro. Inclusive, sin ser apocalíptico, puede encerrar riesgos de muy difícil previsión. 

Esto lo menciono porque es obvio que el país está en emergencia y en dificultades, y que nos cuesta salir de la profunda crisis económica que la Argentina viene atravesando desde hace muchos años. Lamentablemente, nuestro país viene deslizándose por un tobogán desde hace muchas décadas y todavía no hay indicios de que ese descenso se haya logrado frenar. 

El problema es cómo abordamos la solución o, mejor dicho, aquellas acciones que permitan ir frenando ese descenso. No quiero abundar en detalles, porque ya el señor diputado Lozano lo ha expresado muy bien. El tema es cómo encaramos hacia delante los problemas que la Argentina todavía no resolvió y que el gobierno no ha solucionado aún. 

Hay que insistir, a riesgo de ser reiterativo, en que nuestro país atraviesa por una grave emergencia, en la que está sumida más del 50 por ciento de nuestra población.Es una situación de emergencia que es necesario resolver con urgencia.

A través de su historia la Argentina encaró un modo de resolver las sucesivas crisis, a veces en el marco institucional y otras veces, lamentablemente, con el quiebre de la institucionalidad. Pero siempre se buscó la concentración de poder, porque supuestamente eso iba a permitir a los argentinos encaminarse hacia el futuro de grandeza que nos tiene deparado el destino. 

La verdad es que si uno recorre nuestra historia puede comprobar que nada de eso sucedió. Sin aburrirlos con datos de otras épocas, esto lo podemos comprobar con la última crisis a la que se hizo referencia. En este sentido, quiero hacerme cargo de esa ley; si bien no formaba parte de este cuerpo, hubo compañeros míos que la apoyaron. Si hubiese estado aquí en ese momento también la habría votado, y por eso me hago cargo. En aquel momento no sólo estaban en riesgo las cuestiones sociales y económicas sino también el marco institucional.

Esa experiencia demostró que el Parlamento fue quien terminó resolviendo la situación y encontró una salida para esa crisis política, institucional, social y económica.

La primera reflexión que surge es que en realidad tenemos que discutir cuál es el rol del Parlamento. Esto es algo que no podemos delegar; nosotros lo debemos determinar. 

A veces se hacen valoraciones injustas acerca de este Congreso y se nos acusa cuando en realidad no tenemos posibilidad de intervenir, porque permanentemente estamos delegando poderes y, en última instancia, la responsabilidad es del Poder Ejecutivo. 

Al comienzo de mi intervención señalé que este estilo puede llegar a hacer daño a la democracia entendida en su justo término, porque si la economía no tiene demasiadas turbulencias -como alguien dijo anteriormente- es probable que no haya grandes cuestionamientos, pero cuando la economía comienza a tener problemas todas las miradas se centralizan. 

Es por ello que esta delegación que permanentemente propiciamos para que pocas manos concentren el poder de decisión hace que las acusaciones se dirijan a un solo punto cuando no se pueden resolver los problemas concretos de la realidad cotidiana, y ello pone en riesgo la institucionalidad y la política.

Muchas veces son injustas las valoraciones que se hacen sobre este cuerpo. Si bien no lo justifico, podría llegar a entender que haya un pedido del Poder Ejecutivo para que se deleguen funciones en caso de que en este recinto no se generaran proyectos. Ello sería entendible si ante cada tema a abordar por la emergencia el Parlamento no tuviera iniciativas o proyectos para intentar, a partir de una mirada determinada, la resolución de los problemas. Sin embargo, todos sabemos que no es así.

Por otra parte, no existe lo que algunos señores diputados han reiterado. No es este un Congreso que podría poner en riesgo políticas del Poder Ejecutivo debido a mayorías divididas o a un equilibrio de fuerzas en ambas Cámaras; ello no es así.

Por lo tanto, el fondo de esta discusión consiste en determinar cuál es el estilo de gobierno que se está implantando en nuestro país y cuál es el modo en que desde el partido oficialista se concibe que se van a ir resolviendo los problemas de la Argentina. Si bien respeto que el partido de gobierno intente llevar adelante las políticas que considere más convenientes, creo que no se puede confundir lo que piensa conceptualmente como partido con lo que representan las instituciones de la República, es decir, el funcionamiento de los poderes.

Como yo también provengo de una militancia, puedo entender que en un partido político consideren que el presidente de la República también tiene que presidir ese partido y ser el jefe de la dinámica legislativa de su bancada. Pero no debemos confundirnos: la institucionalidad es algo distinto.

Creo que sería positivo que en algún momento intentemos ese otro camino, que al menos en la historia no ha sido muy común. Me refiero a que cuanto mayores sean el desafío futuro y las dificultades del presente, lejos de concentrar el poder habría que asentarse en aquellos poderes ya constituidos. Ya sabemos que en el pasado otros métodos no fueron capaces de resolver las crisis. 

No puedo dejar de referirme a algunos conceptos manifestados por el señor diputado preopinante en cuanto a que en aras de lograr determinados fines, supuestamente nobles -que creo que todos compartimos-, se pueda hacer cualquier cosa. La Argentina tuvo una historia demasiado trágica cuando se manejó con el concepto de que el fin justifica los medios. En este sentido, me hago cargo incluso como integrante de una generación que en su momento también pensaba así. En alguna etapa de nuestra historia desvalorizábamos el significado de la palabra democracia. Al menos en lo personal, me juramenté que nunca más eso sucedería.

Entiendo cómo se manejan las mayorías porque conozco la mecánica de la política y el concepto que el partido de gobierno tiene de los temas. Por eso, comprendo que el bloque de la mayoría acompañe esta iniciativa. 

Quiero dejar en claro que no tengo una actitud opositora. De hecho he compartido muchas decisiones que el Poder Ejecutivo ha tomado. Lo que quiero es alertar que el mejor modo de resolver los problemas, de anticiparnos a futuras crisis o a la agudización de determinadas emergencias, es justamente mediante una mayor institucionalidad.

Por otra parte, las cuestiones pendientes que tiene la Argentina -a las que aquí se ha hecho referencia-, como el reordenamiento del sistema financiero, el tema laboral o la redistribución de los ingresos, pueden ser perfectamente tratadas en este Parlamento, ya sea mediante proyectos ya presentados u otros que el Poder Ejecutivo considere más convenientes. Nada impide esto. Y no tengo ninguna duda de que van a ser aprobados. Tal vez habrá disidencias de muchos de nosotros, pero no existirán trabas durante la gestión de un gobierno que respete la división de poderes.

Por estas razones, no voy a acompañareste proyecto para dar validez a una ley que en el momento en que se sancionó, allá por 2001, se justificaba. Hoy ya no justifica que sigamos insistiendo en este camino. Hay cosas que me llaman la atención: el viernes pasado, cuando todos nos enteramos por los medios de que el Banco de Nueva York dejaba de participar en el canje de la deuda argentina pareció que algunos funcionarios del Poder Ejecutivo, y concretamente el presidente, no estaban tan informados o alertados con el suficiente tiempo como para poder prever esta situación. 

Considero que el Parlamento tendría que tener más injerencia en este tipo de cuestiones.

Sr. Presidente Camaño.- Tiene la palabra el señor diputado por la Capital.

Sr. Bonasso, Miguel.- Señor presidente: creo que el problema central a discutir es si efectivamente persiste o no la emergencia en nuestro país. Además, ese sería el marco constitucional que justamente permitiría que esta Cámara prorrogara la emergencia económica y delegara ciertos poderes para poder actuar con la ejecutividad que la situación exige, y no que otorgara superpoderes, como se dijo por allí. 

Es indudable, como lo han manifestado ya algunos señores diputados preopinantes, que no obstante los avances indiscutibles logrados por este gobierno -que se miden en indicadores macroeconómicos como la creación de un millón de empleos, la reactivación de la Argentina que estaba sumida en la depresión y en la recesión y que sigue creciendo a pasos exponenciales cada año-, efectivamente el presidente Néstor Kirchner ha heredado un país devastado por el modelo neoliberal. 

Entre otras cosas esa devastación ha significado la destrucción y la perversión del propio Estado que continúa teniendo nichos mafiosos. Es indudable también 

-aquí voy a hacerme eco de lo que decía mi colega de bancada, el señor diputado Daniel Carbonetto cuando votamos el presupuesto- que cuando los poderes internacionales juegan póquer cerrado sería de Bambi o de Lassie atada jugar póquer abierto.

Creemos que en este momento hay una discusión muy fuerte y evidente. El gobierno de centro izquierda de Italia presiona a favor de sus bonistas; el gobierno de centro izquierda de España lo hace a favor de las privatizadas y el gobierno argentino directamente tiene que mostrar todas sus cartas. Sinceramente, creo que nadie en una confrontación de tales características debe mostrar todas las cartas.

Por lo tanto, con el debido control del Parlamento al que nadie renuncia, se le deben otorgar estas facilidades para actuar con la ejecutividad y con las medidas drásticas que la situación requiere.

Desde el interbloque Convergencia, así como apoyamos el presupuesto también apoyaremos la prórroga de la vigencia de la ley 25.561 de emergencia económica, y lo haremos por varias razones: por la emergencia de la negociación que acabo de plantear, por la emergencia social que continúa y que fue planteada por otros diputados preopinantes y por algunas bondades que no se han señalado que contiene el propio proyecto, la propia ley. 

Creo que tal vez lo más importante desde el punto de vista social es la prórroga de la doble indemnización por despido. Creemos que esta doble indemnización, que ya fue prorrogada varias veces mediante diversos decretos, esta vez debe ser prorrogada por el Congreso de la Nación.

Entendemos que este es un punto de vista exactamente opuesto al del pensamiento neoliberal que plantea la flexibilización del trabajo, como se hizo cuando las instituciones estaban caídas y se votaba la ley Banelco en el Senado. Creemos que es lo contrario del planteo de la flexibilización, es decir, que desalentar el despido de los trabajadores es crear y mantener trabajo y no perderlo.

Por otro lado, señor presidente, sostenemos que sigue habiendo una emergencia sanitaria. Todos los días manejamos proyectos o recibimos delegaciones que indican que la emergencia sanitaria continúa, no obstante las medidas positivas que se han tomado en este aspecto, como la referida a los medicamentos genéricos.

Por último, aunque no sea lo más importante, también creemos que el proyecto es correcto en cuanto a no generar en los presentantes de querellas un gasto adicional cuando el Estado ha tenido cierta responsabilidad. Se trata de una medida republicana en la que el Estado reconoce a sus ciudadanos ciertos perjuicios generados. Si bien es una medida pequeña el contenido es adecuado y no afecta significativamente las arcas del Estado.

Por otra parte, creemos que es muy injusto considerar -como se ha dicho- que el gobierno del presidente Kirchner levanta un proyecto autoritario o restringe la diferenciación de poderes y las virtudes republicanas cuando ha sido este gobierno el que se hizo eco de la protesta popular contra la Corte Suprema y el que ha purificado y renovado ese tribunal. Ya se han producido algunos fallos que demuestran la clara independencia que tienen sus nuevos integrantes.

Por todas estas razones, señor presidente, vamos a apoyar el proyecto en consideración.

Sr. Presidente Camaño.- Tiene la palabra el señor diputado por Corrientes.

Sr. Breard, Noel Eugenio.- Señor presidente: la experiencia argentina es rica en leyes de emergencia y en decretos de emergencia en distintas épocas. Pero con este sistema no nos fue bien. Entonces, pregunto: ¿no habrá llegado el momento de que empecemos a probar con la Constitución Nacional en pleno a ver si nos va mejor? Creo que esta debe ser la reflexión de esta noche.

Cuando escuchaba hablar a algunos colegas pensaba que aquí hay dos visiones estratégicas totalmente distintas: los que plantean una línea que dice que esta crisis crónica que tiene la Argentina se debe resolver por vía de un régimen de excepción, y los que creemos que sobre la base de los errores del pasado esta crisis argentina se debe resolver en un Estado de derecho, con una estrategia nacional y no claudicando o abriendo mercados unilateralmente con cláusulas de economía de mercado de política socialista, como tiene China hoy en el mundo. Por eso, creo que este debate sobre estado de excepción y Estado de derecho va a estar presente toda la noche.

Pero hay mucha confusión por parte del oficialismo en esa lucha por esclarecer por qué crónicamente tienen que seguir manteniendo la ley de emergencia en la Argentina. Nos quieren mostrar en la vidriera del Congreso a los pobres de la Argentina para que votemos esta ley. Nos quieren mostrar en la vidriera de la democracia la desigualdad que existe en la Argentina: casi cuarenta y dos veces. Nos quieren mostrar el modelo que no armó Kirchner sino que heredó de Duhalde. Esto tiene que quedar en claro, porque hasta ahora el mérito o no mérito de Kirchner es mantener el dólar a tres pesos, mantener los pobres que tenemos y que aumentamos, y mantener la desigualdad en la Argentina. Pero lo que tenemos que decir, amigos oficialistas, es que Duhalde logró llevar el dólar a tres pesos. 

Sin embargo, cuando miramos la política financiera argentina, nos encontramos con que tenemos una reserva de dieciocho mil millones de dólares y una masa monetaria de cincuenta y dos mil millones de pesos para que haya demanda en la Argentina. Esto nos lleva a pensar que nuevamente estamos cayendo en la lógica de la convertibilidad, donde la reserva es equivalente a la masa monetaria que está girando en el país, poniéndonos restricciones al desarrollo.

Por ejemplo, la Fundación Banco de la Nación Argentina nos envió a los diputados un estudio sobre qué significaba la política financiera en la República Argentina. En ese informe nos dicen que veinte países aplican esta política financiera que es el objetivo por inflación. 

¿Qué es el objetivo por inflación? El objetivo por inflación es supeditar absolutamente las variables del desarrollo económico argentino y el nivel de empleo que exista a la inflación que se comprometa ante el Fondo Monetario Internacional. Es lo que estuvo haciendo Prat-Gay, lo que está haciendo Redrado y lo que no nos está permitiendo desplegar la capacidad y la potencialidad que tiene la Argentina. 

Ocurre todo esto porque nos estamos manejando con políticas residuales de la convertibilidad, con la diferencia de que cambiamos de uno a tres el valor del dólar, lo que nos dio un tiempo de respiro y una competitividad internacional artificial. No obstante, cuando miramos las estadísticas de competitividad en el mundo nos encontramos con que la Argentina ocupa el lugar setenta y cuatro y que tenemos que dictar resoluciones de línea blanca para que no nos invada Brasil con productos textiles, juguetes, etcétera.

Todo eso no nos alcanza. Simplemente, nos dio un tiempo para ordenar la economía, pero en la medida en que el gobierno nacional no opere y no nos puedan explicar en este recinto qué hicieron con las facultades delegadas, con la reasignación de recursos, con las partidas extrapresupuestarias que aprobaron y qué hicieron de positivo para que podamos entender la conexidad de la crisis con estas facultades que se solicitan, no vemos la salida. ¡Estamos con piloto automático! Y esto es así porque contamos con un dólar a tres pesos, aunque nos estamos comiendo los tubos de oxígeno. 

No se trata de una realidad permanente, pero al mismo tiempo hemos tenido una caída espectacular del salario, porque eso fue lo que implicó la devaluación. Tenemos que hablar del sacrificio que está haciendo el pueblo argentino para ver si recuperamos algunas variables.

En la Comisión de Presupuesto y Hacienda dijimos que podíamos hablar de una ley de emergencia que fuese transitoria si las variables económicas objetivas estuviesen sueltas, como puede ocurrir con la inflación, un dólar que se dispare o una política arancelaria irresponsable que implique que nos invadan a los argentinos con distintos productos. 

Debo decir que no le estoy pidiendo un certificado de buena conducta al gobierno, pero toda esta estabilidad es producto de que existe un dólar a tres pesos y de una política monetaria restrictiva que no permite un desarrollo en serio y una competitividad real. Esto es lo que debemos discutir en el Parlamento. 

Por eso, estas facultades que ustedes van a conceder engrosarán la concentración de poder y la tentación de hegemonía, además del exhibicionismo de lo que significa la posibilidad del ejercicio abusivo de un poder ante la disciplina interna, para aplicar -como dice Foucault- la biopolítica, que implica el disciplinamiento social de las provincias, de los gobernadores, de los intendentes y de algunos dirigentes políticos. O sea que se darán políticas de cooptación, de seducción o de sanción social o política.

Es cierto que existe una emergencia social y una emergencia sanitaria, pero hay una pregunta central: ¿con estas leyes vamos a resolver la emergencia? La respuesta es negativa. En este Parlamento podemos sancionar leyes de emergencia social, laboral, etcétera, para resolver vía Estado de derecho los problemas de los que hablamos. 

Sin embargo, cuando observamos el presupuesto nacional, en el que no se ha previsto aumento de salarios ni la solución de las desigualdades en la Argentina ni se aumentaron los montos en términos absolutos para los problemas de la salud, nos damos cuenta de que lo que estamos haciendo es dar un placebo de delegación de facultades. O sea que no queremos resolver esos problemas, porque tenemos otra prioridad, porque tenemos una agenda invertida y porque desde el oficialismo solamente están obsesionados en dar señales al exterior para resolver la reestructuración de la deuda y conseguir instrumentos que garanticen los pagos, no sólo reales sino también potenciales, que puedan surgir. 

En este sentido, días pasados decíamos que el 10 o el 12 por ciento de lo que recauda la Nación se presta al Banco Central. Por eso, de la masa monetaria hay catorce mil millones de pesos en disponibilidad, de los que sólo quedan tres mil millones, pues ya se usaron once mil. De ahí el conflicto entre el Banco Central y la Tesorería, dado que esta última pretende violar la ley que rige el funcionamiento de la entidad porque necesita que le presten más plata.

Aquí se está haciendo una gran fantasía sobre los excedentes, el superávit fiscal y esta supuesta bonanza. Así como hay ingresos ocultos también hay mucha deuda oculta con la que también tenemos que cumplir. ¿Acaso no hay un montón de bonos con los que se estaba cumpliendo habilitando pagos de impuestos, ensuciando de ese modo la coparticipación federal? Esta es la razón por la cual se sancionaron los artículos 16 y 17 del presupuesto nacional, porque de ese modo podrán aplicar un mecanismo de compensación de deudas entre la Nación y las provincias.

¿Alguien cree que el Parlamento argentino en plenitud, trabajando coordinadamente con el Poder Ejecutivo, no puede revertir esta crisis? ¿Tenemos que partir de la premisa de que cuando hay crisis debemos cerrar el Parlamento para dejarlo en vida vegetativa, aunque nosotros estemos participando formalmente de este baile de disfraz? La Unión Cívica Radical no está dispuesta a eso. Ustedes se equivocaron diez años con Menem y nosotros dos con de la Rúa. No tenemos derecho a continuar con errores viejos; busquemos errores nuevos para equivocarnos. 

Por todas estas razones debo decirles, para terminar, que hemos probado demasiado con las emergencias económicas en la historia argentina. Ahora, probemos con la Constitución. (Aplausos.)

Sr. Presidente Camaño.- Tiene la palabra el señor diputado por la Capital.

Sr. Cantini, Guillermo Marcelo.- Señor presidente: esta noche se ha hablado mucho de emergencias. Sería muy difícil no reconocer que la Argentina se encuentra ante una emergencia económica, sobre todo cuando vemos que tenemos un sistema financiero casi quebrado, que el 50 por ciento de nuestra población se encuentra bajo la línea de pobreza, que no tenemos resuelto el problema de la deuda, que hace más de tres años que estamos en default y todavía no sabemos hacia dónde ir y que tenemos casi un 20 por ciento de desocupación. Por eso, sería muy hipócrita no reconocer que estamos en emergencia. 

Personalmente, me pregunto si esta emergencia se resuelve otorgando superpoderes. ¿Se los vamos a otorgar a quien lleva dos años gobernando y todavía no supo resolver ninguno de esos problemas? ¿Se los vamos a otorgar a quien tiene una emergencia de gestión? Estamos pidiendo al gobierno que renegocie sesenta y ocho contratos de las empresas privatizadas, y no tenemos en cuenta que ni siquiera es capaz de mantener en vuelo el avión presidencial porque no pueden llevar adelante una licitación. 

La solución no pasa por delegar poderes, menos aun frente a la emergencia de gestión que tiene este gobierno. 

Todos deberíamos reconocer que la Argentina está en emergencia, pero con los poderes que tenemos tendríamos que tratar de solucionarla. También tendríamos que discutir las causas que llevaron a la Argentina a esta emergencia y asumir la responsabilidad de solucionar el problema sin delegar el poder para que el error o la virtud sea de otro. Tengamos el coraje de asumir nosotros la solución del problema, y de dar la cara al pueblo y a nuestros votantes si nos equivocamos, pero no nos escondamos en la delegación de poderes. 

Hace tres años que integro este Parlamento, donde conocí gente capaz de resolver esta emergencia. Lamentablemente, hoy no tienen el coraje de hacerlo y prefieren esconderse tras la delegación de poderes para no tomar las riendas y solucionar la grave crisis que vive la Argentina. 

No podemos creer que prorrogando la doble indemnización solucionaremos el problema de falta de trabajo que existe en nuestro país. Con esta medida vamos a solucionar el problema a la gente que está trabajando pero no al 50 por ciento de los obreros que cobran en negro sueldos rayanos en la pobreza. No solucionaremos el problema de las tarifas de los servicios públicos mediante la delegación de poderes; pasará otro año y seguiremos discutiendo por qué no se resolvió. ¿Acaso no somos capaces de brindar una solución?

No entiendo la actitud que el bloque mayoritario tiene a veces respecto del gobierno. Comprendo que el Parlamento debe acompañar al presidente, pero no entiendo su actitud para con el Congreso.

En los últimos dos años el jefe de Gabinete concurrió aquí en sólo dos oportunidades. Los ministros brillan por su ausencia. El propio presidente da la espalda a los bloques del Parlamento. Ni una sola reunión hubo en Casa de Gobierno con el presidente para consensuar con las principales bancadas de esta Cámara alguna política, y apenas hubo reuniones con el bloque mayoritario.

Somos nosotros quienes tenemos que decidir el futuro de la Argentina, y para eso la gente nos votó. Si no lo hacemos, dentro de muy poco tiempo estaremos acá sentados decretando la emergencia de la democracia, pues hacia eso vamos: poderes delegados, silenciamiento de este cuerpo. 

Y en la otra Cámara la esposa del presidente no permite que prospere la ley de acceso a la información pública con la que los ciudadanos podríamos enterarnos de lo que sucede en este gobierno. Entonces, peligrosamente estamos en emergencia no sólo económica sino también política, porque la democracia está en juego; y si esto es así, somos nosotros quienes debemos defenderla.

Sr. Presidente Camaño.- Tiene la palabra el señor diputado por Jujuy.

Sr. Nieva, Alejandro Mario.- Señor presidente: estamos esta noche en una sesión trascendente en la que varios oradores ya han abordado el meollo de la cuestión. Quiero ser novedoso intentando analizar el tema desde un enfoque distinto al que otros legisladores han dado. A tal efecto se me ocurre hacer un símil, aunque es cierto que las comparaciones son odiosas.

En ocasión de la visita del presidente chino y de su delegación, a través de los medios de comunicación se conoció que nuestro presidente -sabemos que al respecto hubo ciertas elucubraciones en cuanto a los resultados de esa visita- manifestó que si las cosas salían bien habría que poner su cuadro encima del de San Martín. También se habló de que se subió a una silla y de que la consideración popular tendría que ubicarlo por encima de Gardel. No quiero pensar qué comparación podrá estar haciendo de sí mismo al comprobar la acumulación de poderes que está produciéndose hoy en la Argentina a raíz de leyes que sanciona el Parlamento.

De hecho, el presidente ha acumulado más decretos de necesidad y urgencia que el propio Menem, y la sanción del proyecto de ley en discusión prorrogará la utilización de esta herramienta formidable de la delegación de facultades, que por otra parte es claramente inconstitucional.

-- Ocupa la Presidencia el señor vicepresidente 1° de la Honorable Cámara, don Eduardo Ariel Arnold.

Sr. Nieva, Alejandro Mario.- No estamos dentro de los límites que señala el artículo 76 de la Constitución Nacional en cuanto a las delegaciones legislativas.

Esta delegación de facultades que estamos realizando resulta claramente inconstitucional. Si tenemos que discutir la delegación de facultades que esta noche concretará el Congreso, no podemos hacerlo sólo observando el texto de la iniciativa que estamos prorrogando, sino que también hay que analizar el marco de la situación institucional que vive la Argentina.

En este contexto debe tenerse en cuenta un proyecto de ley de presupuesto que ahora mismo se está considerando en la Cámara de Senadores y que se discutió hace pocas semanas en este recinto. Dicha iniciativa contiene un artículo que también consagra una delegación de facultades en el jefe de Gabinete y sus ministros, lo que les permitirá ignorar la ley de administración financiera y la de responsabilidad fiscal.

Quiero recordar que en esta Cámara algunos diputados importantes del Partido Justicialista, a quienes escuchamos porque tienen mucha experiencia, señalaban que no era necesario vapulear así las facultades del Parlamento. Decían que era incorrecto que se invalidaran de esa manera las competencias de la Cámara a partir de la delegación que hacía el artículo 11 del proyecto de ley de presupuesto.

Se manifestaba la importancia que tenía para el país el hecho de disponer de una ley de administración financiera respetada y de un presupuesto aprobado en el tiempo correspondiente, lo que significa un curso de acción y un mandato del Parlamento al Poder Ejecutivo.

Este gobierno ha utilizado más que cualquier otro el recurso de los decretos de necesidad y urgencia. Muchas veces lo ha hecho sin necesidad y en ocasiones han resultado realmente inaceptables.

Se han dictado decretos de necesidad y urgencia para correr un feriado o para sancionar normas que bien podría haber aprobado el Congreso sin ningún tipo de problemas.

El Parlamento ha sancionado rápidamente muchas de las normas que ha solicitado el Poder Ejecutivo. Existen normas que se han tratado y aprobado en un trámite de dos, seis, ocho o nueve días.

De los setenta y dos mensajes y proyectos de ley enviados por el Poder Ejecutivo a esta Cámara, veinticuatro se referían a autorizaciones para envío de tropas, veinticuatro fueron sancionadas de inmediato y veinticuatro cuentan con sanción de esta Cámara y se encuentran en la Cámara de Senadores. Sólo veinticuatro iniciativas no contaban con trámite parlamentario, y ahora ya lo tienen.

Es decir que por parte de la Cámara de Diputados no ha habido una actitud renuente a tratar los proyectos que ha enviado el Poder Ejecutivo. Entonces, nos encontramos con una verdadera paradoja que está vinculada con el asombro que nos da escuchar los argumentos que se han dado en relación con el tratamiento del proyecto de ley de prórroga de emergencia económica.

Es cierto que debe ser difícil argumentar a favor de la prórroga de una ley de emergencia cuando los datos de la realidad nos indican que hemos salido de la emergencia. Entonces, uno se encuentra con la circunstancia de que el legislador oficialista, que defiende el proyecto de prórroga de una norma de delegación de facultades -como lo va a hacer enseguida-, tiene que menoscabar los logros de su propio gobierno en lo que se refiere a lo que ha sido un avance sustancial en materia de política económica y lo que ha significado en estos dos años la salida de la emergencia que sí teníamos en enero de 2002. 

Por su parte, los legisladores que tratan de oponerse a esta norma que enerva el sistema republicano y la división de poderes basan sus argumentos en los números que el propio gobierno y el mismo ministro de Economía han brindado para explicar cómo ha mejorado la situación económica. 

He leído el discurso que pronunció en el Senado la señora senadora Escudero, por la provincia de Salta, en oportunidad de discutirse este proyecto de ley. Ella no habló en contra del gobierno sino a favor de las facultades del Congreso. La senadora Escudero preguntaba en esa oportunidad con qué justificativo se puede pretender hoy la prórroga del título II de la ley de emergencia económica si hoy no está en emergencia el sistema cambiario. Ella preguntaba por qué habría de prorrogarse el título III si se ha concretado la salida de la convertibilidad.

Alguno de los títulos de la ley de emergencia económica tienen cumplido su objetivo. Sin embargo, se la quiere prorrogar en su totalidad. Parecería casi un acto de soberbia decir que hemos cumplido con gran parte de los objetivos pero igual la vamos a prorrogar porque queremos que siga la delegación de facultades, porque sí, para demostrar con este ejercicio que permanentemente hace este gobierno de la difusión pública de sus actos que tiene poder y puede conseguir que el Congreso le siga delegando facultades, invalidándose y dejándose impotente a sí mismo y trasladando al Poder Ejecutivo poderes que le son propios.

Eso es malo, porque no está dada la situación de emergencia que habilita la posibilidad de que el Congreso otorgue una delegación que en principio está prohibida por la Constitución Nacional. Realmente, esto es malo.

Podríamos hablar de los decretos de necesidad y urgencia, que es otra mala práctica. Hay decretos donde de una sola vez se invocan facultades del artículo 76 de la Constitución Nacional -que son facultades delegadas por esta ley que estamos prorrogando- y ahí nomás se meten en la bolsa las situaciones de necesidad y urgencia contempladas por el artículo 99 inciso 3); lo relativo a los decretos autónomos, que se vinculan con el artículo 99 inciso 1); los decretos delegados conforme al artículo 99 inciso 2)...

Sr. Presidente Arnold.- Señor diputado: le pido que redondee su exposición.

Sr. Nieva, Alejandro Mario.- Ya concluyo, señor presidente.

Decía que esto es malo para el Congreso, para las instituciones y para la República. Como hoy expresaba el señor diputado por San Luis, muchos legisladores tenemos que pasar por varias comisiones para lograr la sanción de un proyecto. 

Voy a dar un ejemplo. Después de mucho tiempo hemos conseguido que la Comisión de Previsión y Seguridad Social dictamine en un proyecto sobre jubilación anticipada. Se habló hasta con representantes del Poder Ejecutivo, de la ANSES y demás. El señor diputado Baltuzzi trabajó mucho con otros legisladores del Partido Justicialista en la ley de jubilación anticipada y no la pudimos concretar, siendo que está por concluir el período de sesiones ordinarias. 

Dicen que algún sector del gobierno ha expresado que todavía tiene que chequear los números. Sin embargo, el Poder Ejecutivo puede dictar un decreto de necesidad y urgencia. 

Tengo sobre mi banca, por ejemplo, el decreto 1.197/04, sobre jubilación para los trabajadores portuarios. Por el poder del lobby, tal vez porque tienen algún amigo cerca de la Casa de Gobierno, han conseguido algo que este Congreso muchas veces no puede. 

Está bien que se consigan cosas aisladamente, pero desde esta Cámara intentamos discutir cuestiones vinculadas con el interés general de todos los trabajadores, de todos los argentinos. Esto tratamos de hacer mientras seguimos delegando facultades. (Aplausos.)

Sr. Presidente Arnold.- Tiene la palabra el señor diputado por la Capital.

Sr. Conte Grand, Gerardo Amadeo.- Señor presidente: para analizar el proyecto de prórroga de la emergencia pública que estamos considerando creo que conviene formularse dos preguntas. La primera es si es imprescindible, útil y necesario para afrontar la emergencia que en algunos aspectos sobrevive en la República Argentina, eclipsar la participación del Congreso de la Nación.

Anticipo que mi respuesta es negativa a la formulación de ese interrogante. Creo que el Congreso viene dando muestras más que suficientes de su voluntad de acompañar las leyes que el Ejecutivo necesita para cumplir con su función de administrar el país.

En consecuencia, no advierto que existan motivos suficientes para eclipsar la actividad del Congreso ni que ello resulte conveniente para enfrentar la crisis. Esto constituye una tendencia errada.

En una intervención anterior he señalado que el conjunto de cesión de facultades que implica la delegación contenida en la ley de presupuesto y en la prórroga de la norma que estamos considerando, que apuntan en una misma dirección, a disminuir la necesaria participación del Congreso de la Nación en la consideración de temas sustanciales, se completa y complementa como tendencia con los decretos que el Poder Ejecutivo viene dictando en materia legislativa, invocando necesidad y urgencia. 

La década del menemismo y la posterior gestión del gobierno de de la Rúa implicaron una gravísima exclusión social en nuestro país, que afortunadamente el gobierno que preside el doctor Kirchner comenzó a modificar. Pero creo que incurriríamos en un grave error si de algún modo aquella exclusión social la convirtiéramos en una innecesaria exclusión institucional. 

No encuentro legítimo motivo para privar al Congreso de la necesaria participación en la sanción de las normas que el Ejecutivo necesita para afrontar la crisis. No podemos asumir desde el Congreso actitudes que impliquen convertirnos en un decorado institucional, en un gran ausente en el debate de los temas que debemos enfrentar. Es una tendencia natural de los humanos y también del ejercicio del poder la inclinación hacia la concentración del poder más que la tendencia a la cooperación. 

Hay una tendencia a la decisión unipersonal, que es habitual en los Ejecutivos, que contraría una útil lógica de trabajo en equipo, por lo que haríamos un mal servicio al gobierno que queremos respaldar si contribuimos a afianzar esa lógica. 

Hay responsabilidades en el poder que avanza y también las hay en el poder que cede facultades. Hay responsabilidad del Ejecutivo y de nosotros cuando por mayoría aceptamos el retroceso de nuestro rol institucional. 

¿Por qué es imprescindible la participación del Congreso en el debate de las grandes cuestiones pendientes en nuestro país? Es necesaria no solamente por razones constitucionales e institucionales, que las hay y de sobra, sino por razones de una elemental lógica política que nos debe llevar a cambiar algunos aspectos de nuestra cultura pública y de nuestra cultura política. 

El Congreso de la Nación es el único ámbito, el único de los tres poderes del Estado, donde está representada de un modo amplio la pluralidad del pensamiento político argentino. El Poder Ejecutivo tiende en todos los gobiernos a hacer una gestión de tono monocolor, el del partido que gobierna. 

En el único ámbito de los poderes del Estado donde está representada la pluralidad del pensamiento es en el Congreso de la Nación; allí está representado el ciento por ciento del pensamiento de la sociedad. En consecuencia, en este ámbito es donde deben sustanciarse los debates de los temas que no sólo comprometen a nuestra generación sino también a las que nos sucedan.

Oír pensamientos distintos da la posibilidad de mejorar, rectificar y corregir el camino a elegir. Aun el pensamiento de mayor oposición al propio muchas veces contiene partes de verdad que debemos incorporar a nuestro razonamiento.

Descreo de los pensamientos totalizadores, de los que asumen las verdades absolutas que nunca terminan siendo tales. En apoyo de esta reflexión recuerdo -porque me impactó como algo muy positivo- los comentarios que la Iglesia hizo después de la caída del muro de Berlín y de la Unión Soviética, cuando parecía que en el mundo se instauraba como verdad única el sistema capitalista protagonizado por el principal imperio del mundo. En ese momento se difundía profusamente la idea de que toda la gestión del comunismo y del socialismo era absolutamente repudiable, como si nada se pudiera rescatar de esa experiencia. La Iglesia salió a decir, contradiciendo el pensamiento predominante, que en el comunismo anidaban semillas de verdad. 

Destaco este hecho porque demuestra la sabiduría de esa institución milenaria al señalar que jamás se puede descalificar de un modo completo el pensamiento ajeno, sin importar en cuánto confronte con el propio.

Estoy convencido de que el ámbito en el que esos aportes se pueden escuchar y pueden contribuir a corregir errores y mejorar normas es en el Congreso, donde no sólo debemos exponer nuestras ideas sino también encontrar consensos.

La segunda pregunta que me he formulado es si la ley de emergencia económica que se propone prorrogar es el instrumento adecuado, si prescindiésemos de la primera respuesta que di, según la cual la emergencia hay que afrontarla con el Congreso. 

Digo que tampoco éste es un instrumento adecuado, aun partiendo de la base de considerar que hubiera que sancionar una ley de emergencia. No lo es porque estamos prorrogando el texto de una declaración de emergencia de enero de 2002, cuando la situación de nuestro país -como a todos nos consta- era absolutamente disímil de la que hoy vivimos.

Estamos declarando la emergencia en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria de un modo genérico, sin haber desarrollado -como deberíamos haber hecho ahora en caso de insistir con esta norma- la descripción de cuáles son los aspectos que justifican la emergencia y las medidas o el programa para afrontarla. 

Por ejemplo, si hubiésemos dicho que hay emergencia económica y que ella estriba en la desigual distribución de la riqueza -que todavía no logramos revertir porque el país crece y la concentración económica sigue-, y enunciáramos a continuación las medidas programáticas que en la emergencia el Ejecutivo debe desarrollar, de algún modo estaríamos cumpliendo con lo que establece el artículo 76 de la Constitución Nacional. 

Definir inmensos campos de la actividad social, política y económica del Estado sin acotar a qué problema se hace referencia y cuál es el programa para afrontarlo, es evadir el cumplimiento de lo que nos reclama ese artículo de nuestra Carta Magna. 

No dudo de que en nuestro país subsisten situaciones de emergencia. Las más importantes, sin ninguna duda, derivan del tremendo retroceso del tejido social que sufrimos como consecuencia de la aplicación de políticas absolutamente erradas durante más de doce años. Pero tengo en claro que legislar de modo que el Congreso de la Nación se convierta en un gran ausente en el debate no trae ningún beneficio para afrontar la emergencia.

Estoy absolutamente convencido, apelando a términos futbolísticos, de que es pésimo, muy malo, patear el corner y tratar de hacer el gol de cabeza, como acumulando facultades pretende el Ejecutivo. (Aplausos.)Sr. Presidente (Arnold).- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. Cappelleri, Pascual.- Señor presidente: como cuestión previa quiero hacer referencia a un error en el enfoque: no estamos prorrogando la ley de emergencia, sino el plazo establecido en el artículo 1° de dicha ley. Por eso, incurre en un grave error el señor diputado Esaín, quien gritando nos dijo que quienes votáramos en contra de esa prórroga favoreceríamos la redolarización de las tarifas de los servicios públicos. 

Esto sucedería si estuviésemos derogando la ley 25.561 de emergencia económica, pero por lo que entiendo, esta norma va a seguir en vigencia. Quienes estamos en contra únicamente decimos que no vamos a prorrogar el plazo establecido en el artículo 1°. Los efectos ya producidos al amparo de esta ley están vigentes, al igual que aquellos que deben producirse a futuro, como también están vigentes los artículos 8° y 9°.

Por eso, les digo a aquellos que van a votar en contra que no tengan ningún temor porque no van a redolarizar absolutamente nada.

Por otra parte, aquí se dijo que se van a defender los intereses de los trabajadores. Parece que el señor diputado que mencionó esto no leyó bien el artículo 4°, porque con esta norma estamos legislando a la baja en cuanto a los derechos de los trabajadores. Si realmente queremos defender esos derechos deberíamos ponernos de acuerdo en declarar la única emergencia hoy posible en nuestro país, que es la laboral, que habría que establecerla por ley. Pero el artículo 4° que se está discutiendo modifica el artículo 16 de la original ley de emergencia, que determinaba que la indemnización era del doble, mientras que por el artículo 4° estamos delegando en el Poder Ejecutivo facultades sin establecerle límites de ninguna naturaleza, de tal manera que podrá llevar la indemnización al monto que quiera. De hecho, el Poder Ejecutivo ya nos ha dado un ejemplo de lo que quiere hacer porque la ha llevado al 80 por ciento. Es decir que en definitiva esta delegación implica la posibilidad de que el Poder Ejecutivo disminuya la indemnización prevista -que en la ley originaria era del doble- hasta hacerla desaparecer.

Entonces, no nos engañemos, porque acá no estamos defendiendo los intereses de los trabajadores. Para hacerlo habría que declarar la emergencia laboral y mantener el texto originario de la ley de emergencia económica, que establece la duplicidad de la indemnización.

Pero, además, el artículo 4° hace referencia a un índice del 10 por ciento de la tasa de desocupación, pero no se determina si en esa estadística se computa el Programa Jefes de Hogar. En caso de que se considere, ese índice es mentiroso y este artículo caducará mucho antes de que se logren los niveles de empleo previstos.

Hace unos días, refiriéndome al aspecto constitucional, decía que hay delegación legislativa cuando un Poder -en este caso el Congreso- delega el ejercicio de sus facultades en el Poder Ejecutivo. Y hacía referencia a un precedente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación

en el caso "Delfino y Compañía", donde la Corte expresamente se pronunció en el sentido de que se pueden delegar poderes para reglar los pormenores de las leyes;es decir que lo que la Corte reconoció es la delegación impropia que hoy está legislada en el artículo 99, inciso 2), de nuestra Constitución.

-- Ocupa la Presidencia el señor presidente de la Honorable Cámara, don Eduardo Oscar Camaño. 

Sr. Cappelleri, Pascual.- Pero la delegación viene de antaño y los excesos que se han cometido llevaron a los constituyentes de 1994 a redactar el artículo 76 que aquí fue mencionado, pero que no fue leído y yo voy a leer.

Dice este artículo: "Se prohíbe la delegación legislativa en el Poder Ejecutivo, salvo en materias determinadas de administración o de emergencia pública, con plazo fijado para su ejercicio y dentro de las bases de la delegación que el Congreso establezca".

El tema de las bases es esencial. Los antecedentes que los constituyentes tuvieron en cuenta para sancionar este artículo son los de la delegación de facultades vigente en los Estados Unidos.

Hay un pronunciamiento de la Corte de los Estados Unidos en el caso Chevrón -esto fue señalado por el señor miembro informante- para determinar cuál es la interpretación auténtica del espíritu de la Constitución. 

Voy a leer lo que se dijo en aquel momento: "En virtud del nuevo artículo 76 de la Constitución, los principios y los límites de la delegación legislativa quedan ajustados a lo que son las prácticas en los Estados Unidos. El Congreso debe definir la materia de la delegación y suministrar un patrón o criterio claro para guiar al organismo al cual se confieren las facultades."

En esta doctrina Chevrón la Corte dijo que es obligación del Congreso fijar principios inteligibles, claros, concretos y específicos que limiten la discrecionalidad del poder administrador.

De hecho estableció la supremacía de la ley y, en definitiva, dijo que en el supuesto de que hubiere dudas, la interpretación debe estar a favor de la norma que sea más favorable al administrado.

Estos son los antecedentes de nuestra Constitución, que fueron recogidos por el doctor García Lema, que es una persona versada en doctrina jurídica, de consulta del bloque Justicialista.

El doctor García Lema, fundamentando este artículo 76, dijo que los objetivos del artículo son: "generar un nuevo equilibrio en el funcionamiento de los tres órganos clásicos del poder del Estado para lograr la atenuación del sistema presidencialista, el fortalecimiento del rol del Congreso y la mayor independencia del Poder Judicial".

Quisiera escuchar hoy la opinión del doctor García Lema sobre este artículo 1° que estamos prorrogando, donde no se cumplen ninguno de los recaudos previstos en la doctrina Chevrón ni en el artículo 76 de la Constitución, porque aquí se confiere la más amplia y absoluta delegación, es decir, un verdadero cheque en blanco para que el Poder Ejecutivo lo llene como quiera, sin establecer las bases de la delegación en forma expresa, clara y categórica, es decir, los principios inteligibles como demanda nuestra Constitución y sus antecedentes.

Aquí se ha dicho -y lo reitero- que la división de poderes es fundamental; no es una formalidad y hace a la plena vigencia del sistema institucional y al pleno ejercicio de los derechos y garantías de los ciudadanos.

La práctica de la delegación sumada a los decretos de necesidad y urgencia y a la promulgación parcial de las leyes nos está llevando a concretar en definitiva lo que Guillermo O´Donell ha dicho: la democracia delegativa.

Debemos asumir nuestras propias responsabilidades. No hay calidad institucional cuando el Congreso resigna sus facultades y el presidente de la República gobierna por decreto. Debemos asumir de una vez por todas nuestras propias responsabilidades y nuestras propias facultades, que son nada más y nada menos que la de sancionar las leyes, facultades que nos ha delegado en forma directa el pueblo de la Nación en cada contienda electoral y en forma indirecta a través de la Constitución Nacional.

Esta será la única manera de garantizar la seguridad jurídica y de afianzar la calidad institucional tan pregonada en estos días.

Sr. Presidente Camaño.- Tiene la palabra el señor diputado por Córdoba.

Sr. Bossa, Mauricio.- Señor presidente: la vida ha sido generosa conmigo y entre sus múltiples bendiciones me ha dado dos hijos. El mayor de ellos, de cuatro años de edad, de tanto en tanto me somete a algunas sesiones de los canales para chicos que hay en la televisión por cable, sesiones a las que obviamente, como buen padre, me someto con gusto.

Pocos días atrás, luego de sancionarse la ley de presupuesto -que voté en contra, como todos ustedes saben-, mi hijo me dio una noticia que en realidad me preocupó mucho. Me dijo: "Papá, quiero decirte que ya no me gustan las Chicas Superpoderosas, porque encontré un nuevo capítulo donde aparecen los Chicos Superpoderosos". Yo, que me confieso ignorante en todo lo que es programación infantil, le pregunté: "Mi amor: ¿has conseguido algún héroe superior a Bellota, Bombón y Burbuja?" -así se llaman estas tres heroínas-, a lo que me respondió: "Sí, papá. Hay dos héroes mayores: Néstor y Alberto. Son los Chicos Superpoderosos".

Le dije: "Hijo: la verdad es que estoy sorprendido". Y me respondió: "Papá: es sencillo. Bellota, Bombón y Burbuja pueden volar por el cielo y combatir contra alienígenas pero ni por cerca se aproximan a los superpoderes de Néstor y Alberto, que pueden renegociar contratos con las empresas privatizadas, reformular el sistema financiero y cambiario, regular precios de insumos y servicios críticos, fijar la compensación a bancos, reordenar el sistema financiero, reactivar la economía, crear condiciones para el crecimiento económico sustentable y compatible con la reestructuración de la deuda pública, reglar las reestructuraciones y obligaciones, y tantas otras cosas que pueden hacer estos dos héroes posmodernos que tenemos en la Argentina. Por esta razón, papá, cambié Cartoon Network por TN, Crónica TV y los noticieros matutinos y vespertinos donde están los capítulos de estos dos héroes modernos".

Ustedes me dirán: "Lo que usted cuenta no es cierto, señor diputado". Tienen razón, porque no es cierto, pero en la sesión de hoy -como en tantas otras cosas- la realidad ha superado a la ficción, ya que estamos dispuestos a votar una ley de emergencia económica que a todas luces es innecesaria, improductiva e inconducente a la realidad del país.

Este diálogo con mi hijo me forzó a hacerme tres preguntas. ¿Estamos en emergencia? ¿Dónde situamos conceptualmente la cuestión de los superpoderes de Súper Néstor y Súper Alberto y la delegación de facultades? Y la tercera pregunta, aunque parezca un oxímoron, es: ¿la emergencia sirve para salir de la emergencia?

Vayamos a la primera pregunta: ¿estamos en emergencia? Ante todo es necesario ponernos de acuerdo sobre el significado del término "emergencia". Destacados filósofos señalaron alguna vez con mucho acierto que el principal motivo de desavenencia y de incordia entre los hombres es que no nos ponemos de acuerdo en el significado de las palabras que utilizamos.

Así, por ejemplo, si alguno de esos alienígenas que combaten contra las Chicas Superpoderosas llegara a la Argentina y conociera algunos índices diría que no estamos en emergencia, ya que el ministro de Economía anuncia un crecimiento del 7,5 por ciento, el gobierno se ufana de mostrar un presupuesto superavitario para el 2005 del 3,9 por ciento -lo cual es bueno- y además acumula para este año un superávit de casi veinte mil millones de pesos, y el ministro Tomada -si no me equivoco- acaba de decir que a finales de este año el desempleo va a estar en el 12,5 por ciento. Además, el alienígena vería que están vigentes los planes "S y S" -soja y suerte- y recientemente el plan "S Ch", es decir, soja y China, con lo cual diría que la Argentina no está en emergencia.

Sin embargo, el bloque oficialista y algunos compañeros transversales nos dicen que estamos en emergencia y sostienen: "Estamos muy mal porque el PBI real de este año está un 30 por ciento por debajo del PBI de 1998 y porque la tasa de desempleo es superior a las tasas de 1998"; cabe aclarar que esta es una fecha cabalística en los estadígrafos argentinos recientes. Por otra parte, Lozano dice que estamos pésimo porque la recaudación en moneda constante es la misma del año 1998.

Algún avezado estudioso de las ciencias empíricas dirá que estamos en emergencia, porque en 1998 -en esa década maldita- estábamos mejor que ahora. Entonces debo reflexionar: ¡qué bien que estábamos cuando estábamos mal! Y esto lo sostengo porque ahora definimos la emergencia en relación con los índices de aquellos luctuosos años. Por lo tanto, no nos ponemos de acuerdo con las palabras.

Recién, escuché a uno de los diputados transversales decir que estaban dispuestos a votar estas "facilidades", inaugurando un léxico constitucional y jurídico en la Argentina. ¿Qué son las facilidades? Supongo que serán los superpoderes. La transversalidad define todo esto como facilidades. O sea que es notable el ingenio argentino para definir cuestiones tan dramáticas con palabras menos feas al oído.

La segunda pregunta que me planteó mi hijo fue la siguiente: ¿Qué significan para el tejido político y social los superpoderes y la delegación de facultades? En primer lugar, deseo recordar a este Congreso que la libertad política, como todas las libertades dentro de una sociedad, son negativas.

Si fuera por el poderoso, todo nuestro patrimonio, nuestra intimidad y nuestra capacidad de movilizarnos se harían trizas con el solo chasquido de sus dedos.

La Constitución, fijándole un límite al poder, ha definido la libertad política, social y económica como el signo básico de nuestra organización. Es decir que la libertad sin Constitución no podría existir. Por lo tanto, cuando forzamos el texto de la Carta Magna solicitando a los representantes del pueblo que convaliden cosas que de ninguna manera se podrían convalidar, ponemos en riesgo el patrimonio, las libertades y los derechos de millones de argentinos.

Por lo tanto, esto no significa una cuestión de carácter institucional que el oficialismo hoy se dispone a votar. Sin la correspondiente división de poderes, corren riesgo los derechos humanos, los derechos políticos y los derechos civiles. Esto es lo que dijo seis meses antes de asumir el hoy ministro Rosatti en un artículo que leí llamado El círculo vicioso de la legislación de emergencia. Ahí se daba cuenta de los problemas que generaba este tipo de decisiones para el tejido social y político de la Argentina.

Es una lástima que el presidente Kirchner no lea más seguido lo que escriben sus ministros. Alguien me podría decir: "Diputado Bossa, usted sabe que en situaciones de emergencia el Poder Ejecutivo tiene más celeridad que el Poder Legislativo, que por definición es lento y pesado para llegar a la concordia o al consenso." 

Entonces, yo le diría al presidente que en diciembre de 2001, luego de la huida de un presidente constitucional, fue el Congreso -integrante de uno de los poderes más desprestigiados de la Argentina- el que solucionó la crisis con la Constitución en la mano.

El Congreso de la Nación, en la peor de las crisis en la que se vio sumida la República Argentina, decidió nombrar tres presidentes que, con sus aciertos y errores, recuperaron nuestro país, cuestión que todos de buena fe celebramos.

¿Alguien puede imputarle a este Congreso falta de responsabilidad y compromiso con los destinos del país? No se olviden de que atravesamos una situación de anarquía, donde no se sabía quién mandaba. Sin embargo, el Congreso asumió su responsabilidad política y marcó el rumbo por donde debían transitar las instituciones argentinas.

Muchas veces ha dicho el ex presidente Duhalde que era un presidente parlamentario, rindiendo honores a las decisiones que tomó este Congreso de la Nación. Sin embargo, hoy nos piden que continuemos delegando facultades.

¿La emergencia sirve para salir de la emergencia? Se trata de una buena pregunta que me gustaría reformular de otra manera: suspendiendo las normas que regulan la convivencia social, política y las reglas de juego económicas, ¿vamos a salir de la emergencia? La respuesta es negativa.

La emergencia permanente, definida como sistema, atenta contra el desempeño futuro de la economía y la seguridad jurídica. Por más que algunos digan que la seguridad jurídica es un componente burgués de los 90, todos saben que sin reglas claras nadie invierte. 

La emergencia permanente destruye el sistema de información que representa el mercado, porque nadie sabe qué instituciones arbitran los componentes de la vida económica y social. En esos casos nadie sabe a qué pautas de conducta atenerse para lograr su bienestar y el de sus familias. 

Por lo tanto, lejos de solucionar los problemas, la emergencia permanente los agrava, profundiza y eterniza. 

Quiero terminar esta breve exposición diciendo que si vivimos en emergencia permanente se incrementan los costos de transacción de una sociedad; me refiero a las transacciones políticas, humanas y sociales. En estos casos desaparece el Estado como árbitro, es decir, el Estado constitucional, al que se le derivan todas las libertades y garantías de la Constitución. 

Cuando observamos las cifras del producto bruto interno y vemos que el ingreso por habitante se ubicará un 8,8 por ciento por debajo del valor registrado en 1998 -esto seguirá así por los próximos cinco años-, un 2,5 por ciento por encima del ingreso por habitante registrado en 1980, o bien que ese índice terminará creciendo apenas el 11 por ciento anual en los últimos veinticinco años, ¿deberíamos colegir que el año próximo volveremos a estar en emergencia porque no alcanzamos los valores de 1998? 

Si el plan "soja y suerte" se cayera -Dios no lo quiera-, ¿deberíamos decretar nuevamente la emergencia porque otra vez habrán disminuido los índices económicos de esta Argentina agroexportadora? 

De la emergencia salimos no prorrogándola, no vulnerando los derechos constitucionales sino, fundamentalmente, restableciendo las reglas de juego sin las cuales no podremos salir jamás de la decadencia. 

Quiero que mis hijos vuelvan a ver Cartoon Network y que se aparten de los noticiosos de TN y de Crónica TV. Quiero un país en serio, pero no el que proclama la publicidad oficial; quiero un país que respete las reglas de juego, que termine con la doctrina de la emergencia y que deje de considerar al Congreso de la Nación como un minusválido político o una rémora de la democracia burguesa. (Aplausos.)

Sr. Presidente Camaño.- Tiene la palabra el señor diputado por Santa Cruz.

Sr. Varizat, Daniel.- Señor presidente: pensé que el debate de hoy se iba a centrar en si persisten o no las causas que nos llevaron a disponer la emergencia. Estoy convencido de que las causas aún persisten, y por eso había preparado un pequeño cuadrito con los parámetros más importantes que reflejan la situación económica, financiera y social de la Argentina durante los años 2002 y 2004. 

Sin embargo, como la oposición ha manifestado en varias oportunidades que no ha decidido si debe hablar o no sobre la vigencia de la emergencia y la calidad institucional, para poder englobar estos conceptos agregué a este cuadrito los datos correspondientes al año 2000. Digo esto porque por lo que hemos escuchado pareciera ser que la historia empieza en diciembre de 2001; esto no es correcto. Si queremos hablar de calidad institucional es necesario que por lo menos nos remontemos dos años hacia atrás. Otra de las preocupaciones que he notado -en cierto modo culpan al bloque de la mayoría- es la disgregación de la bancada de la oposición. Me llama la atención que la disgregación que existe en el 80 por ciento del bloque de la oposición corresponda a quienes en el año 2000 integraban el hegemónico bloque de la Alianza.

-- Varios señores diputados hablan a la vez.

Sr. Presidente Camaño.- Ruego al señor diputado que al hacer uso de la palabra se dirija a la Presidencia.

Sr. Varizat, Daniel.- Señor presidente: según este cuadro, en octubre del año 2000, cuando el entonces ministro Machinea -del gobierno de la Alianza- nos pedía que aprobáramos la primera ley de emergencia de este milenio, en el Banco Central las reservas eran de treinta y cinco mil millones de dólares, la desocupación se hallaba en el 14,7 por ciento y el índice de pobreza era de 28,9.

En virtud de la ley de emergencia sancionada en ese momento, más el megacanje y un sinnúmero de delegaciones de facultades que el Congreso aprobó para la Alianza, en aras de la calidad institucional de ese gobierno, en el año 2002 las reservas del Banco Central bajaron a catorce mil millones de dólares, la desocupación superó el 22 por ciento y el índice de pobreza creció a 49.

Esa es la calidad institucional que pregonan los señores diputados de la oposición. A partir de 2002, también en virtud de una ley de emergencia -pero en un gobierno con otra calidad institucional-, los parámetros empezaron a cambiar. Así, de esa época a esta parte las reservas del Banco Central pasaron a dieciocho mil quinientos millones de dólares, la desocupación bajó al 13,8 o 14 por ciento -que es la actual- y el índice de pobreza se redujo en 5 puntos o algo más.

Por lo tanto, si queremos hablar de calidad institucional debemos tener en cuenta los resultados que las instituciones trasladan a la gente. Muchos aquí han hecho referencia a la calidad institucional invocando acontecimientos tales como la Revolución Francesa; otros hablan acerca de dibujitos animados o de mitología griega. Para mí, que provengo del Partido Justicialista, la realidad es la única verdad, y en cuanto a calidad institucional la realidad es lo que recibe la gente. Si ésta no logra mejoras, no hay calidad institucional más allá de que nos llenemos la boca hablando de filosofía, de mitología y de dibujitos animados. (Aplausos.)

Sr. Presidente Camaño.- Tiene la palabra la señora diputada por la Capital.

Sra. Marino, Juliana Isabel.- Señor presidente: no hice uso de la palabra en mi carácter de presidenta del bloque Encuentro porque mis compañeros no están presentes por razones de salud, y nuestra bancada no tiene una posición unívoca en relación con el tema en tratamiento. Sin embargo, no quiero dejar pasar por alto un argumento utilizado por un sector de la oposición respecto de la jubilación anticipada.

Cuando yo era chica, en el colegio -y más tarde en todos los trabajos que tuve- teníamos muy mala opinión y utilizábamos calificativos ofensivos respecto de compañeros que eran señalados con el dedo por haber logrado algún beneficio para sostener su posición. Decíamos: "Señorita, ¿aquel compañero obtuvo algo?" Esto es lo que ha ocurrido en este recinto.

No quiero dejar pasar por alto la ligereza con 

que se ha tratado la situación de los trabajadores de la Terminal 6 del puerto de Buenos Aires. Ellos, efectivamente, tenían amigos, y yo era su amiga. 

En mi calidad de legisladora porteña los recibí en mi despacho después de observarlos por años con sus alcancías en la puerta del Ministerio de Economía. Luego de muchísimos años de trabajo -con una cantidad importantísima de fallecidos y de suicidios-, esos trabajadores lograron sensibilizar a algunos funcionarios del gobierno actual.

Así se encontraron, cuando era candidato, con el actual presidente Kirchner, y recibieron un compromiso enorme por parte del señor Diez, administrador de puertos, y el doctor Cholvis, lográndose resolver su situación, incluso después de trabajar un año y medio durante estos últimos tiempos.

Por lo tanto, aquí no hubo lobby ni influencia, sino lucha de los trabajadores por sus propias conquistas. (Aplausos.)

Cuando podamos tratar el tema de la jubilación anticipada, no se tenga duda de que tendrán mi voto y el de mi pequeño bloque. De todas maneras, no se me escapa la diferencia entre un problema de larga data, como el de los trabajadores de la Terminal 6, y la jubilación anticipada para un universo muy importante de trabajadores. Sobre esta última cuestión no estoy en condiciones de hablar, porque no conozco el tema ni integro las comisiones correspondientes.

Desde mi banca suelo escuchar con mucha paciencia los argumentos tanto del oficialismo como de la oposición. Soy respetuosa, me he interesado mucho por el tema e incluso comparto muchas de las opiniones de la oposición, pero en general se debe elegir de qué lado estar frente a la necesidad de votar determinadas leyes. Hoy, lo he hecho políticamente, porque confío en el gobierno, pero no hablo como presidenta del bloque, porque no expreso la voluntad del conjunto.

Sólo quiero agregar que esa misma paciencia se me acaba cuando escucho con qué ligereza se sospecha siempre de un gobierno peronista. Por eso, he querido aclarar que el triunfo de los compañeros de la Terminal 6 está asentado sólo en su sacrificio. (Aplausos.)

Sr. Presidente Camaño.- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. Frigeri, Rodolfo Aníbal.- Señor presidente: hoy, escuchamos lo que eran la emergencia y la crisis económica, y estoy de acuerdo con lo que se expresó en este recinto.

Estábamos en emergencia y en crisis: multiplicidad de monedas, déficit fiscal nacional y provincial, aumento del desempleo, incremento de la pobreza y caída de la inversión en forma estrepitosa, hasta un nivel en el que destruimos el stock de capital. 

También estoy de acuerdo cuando alguien argumentó sobre cómo hemos cambiado. Quizá hayamos salido de la emergencia. Es cierto que el país ha cambiado: tenemos superávit fiscal y en este recinto hace algunos días se discutió qué íbamos a hacer con el excedente fiscal. 

Existe un crecimiento del producto bruto interno por encima de lo que estaba pautado en el presupuesto para el año 2004. En el presupuesto para el año 2005 se prevé un crecimiento del 4 por ciento, y en el recinto se discutió que iba a ser superior. Los bancos muestran un aumento de los depósitos y tímidamente está apareciendo el crédito.

También estuve de acuerdo con lo que se dijo a favor de la división de poderes. Yo amo la división de poderes y creo que ella sostiene a la democracia. Considero que el Poder Legislativo debe recuperar los poderes que ha cedido, y por eso vamos a pelear. Pero no estoy deacuerdo en que no existe emergencia.

También acepto una propuesta de la oposición que ejerció materia de gobierno cuando dijo que no hiciéramos lo mismo que ellos. Creo que lo planteó de muy buena fe y acepto esa propuesta, pero entiendo que hoy estamos en emergencia. 

En el día de hoy hemos postergado el tratamiento de la deuda. Es la deuda más grande que se está negociando en el mundo, la que tiene más bonos -alrededor de ciento cincuenta- y más cantidad de moneda; esta negociación no es fácil y no está terminada.

En el presupuesto de 2005 hemos previsto un superávit de más de quince mil millones de pesos, es decir, el 3,2 por ciento del PBI a nivel nacional. Eso es lo que tenemos previsto, pero debemos arreglar la deuda o los vencimientos que tenemos en el año 2005 de la deuda a pagar, cercana a los cuarenta mil millones de pesos, es decir, mucho más que esos quince mil millones de pesos que hemos previsto; estamos hablando casi de 8 puntos del PBI.

Si pensamos que esto no indica que estamos en emergencia, nos equivocamos, porque hay crisis fiscal, de cambio, financiera y en todos los sectores. También diría que esos quince mil millones de pesos que figuran en el presupuesto, que es el superávit del año 2005, están sostenidos por el 4,2 por ciento de impuestos que llamamos distorsivos, que equivalen a veinte mil millones de pesos.

Entonces, la Argentina ha hecho cosas muy buenas, ha avanzado en muchos sectores, pero todavía quedan áreas por mejorar.

Hasta que arreglemos el problema de la deuda el país seguirá en emergencia. Por eso, vamos a votar afirmativamente, acompañando al Poder Ejecutivo, que es nuestro gobierno, en este pedido de prórroga de la ley de emergencia. Pido a los señores diputados que hagan lo mismo, porque creo que a todos nos preocupa que el país salga de esta crisis y dé un salto hacia adelante en calidad y cantidad. (Aplausos.)

Sr. Presidente Camaño.- Antes de dar el uso de la palabra al señor diputado Pernasetti la Presidencia desea aclarar que las votaciones del proyecto se practicarán en forma nominal, de acuerdo con el pedido del señor diputado Pérez, y en oportunidad de la votación en general se autorizará la inserción en el Diario de Sesiones de los discursos de los señores diputados, de conformidad con sus solicitudes. 

Tiene la palabra el señor diputado por Catamarca.

Sr. Pernasetti, Horacio Francisco.- Señor presidente, señores diputados: en verdad, después de la exposición del señor diputado Mario Negri, así como de las de los miembros de mi bloque que hicieron uso de la palabra posteriormente, es poco lo que podríamos agregar. Lo importante es que estamos en un Parlamento, lugar donde deberíamos pronunciar discursos, escucharnos, tratar de convencernos y corregir algunas cosas cuando se señala con fundamentos claros y contundentes que hay algo que no estamos haciendo bien.

Por eso, en este cierre me voy a limitar a ser muy breve, aunque hubo dos intervenciones que quizás hagan que me extienda un poco más. Una es la que acabo de escuchar del señor diputado Frigeri y la otra es la que hizo el señor diputado Bonasso.

En el proyecto que el Poder Ejecutivo remitió al Congreso, el artículo 1° no tenía el agregado que introdujo el Senado, es decir, la expresión "y el estado de emergencia sanitaria nacional dispuesto por decreto 486/02, sus disposiciones complementarias y modificatorias". Posteriormente, el señor diputado Bonasso dijo lo siguiente -lo voy a leer textualmente de la versión taquigráfica provisoria-: "Por último, aunque no sea lo más importante, también creemos que el proyecto es correcto en cuanto al contenido de no generar en los presentantes de querellas un gasto adicional cuando el Estado ha tenido cierta responsabilidad".

Yo busco en la ley dónde puede estar esto y no lo encuentro, pero sí he visto el agregado del Senado, que dice lo siguiente "En los casos de acuerdos concursales, judiciales o extrajudiciales homologados en los términos de las leyes 24.522, 25.561, 25.563, 25.589 y sus prórrogas, la tasa de justicia será calculada sobre el monto definitivo de los mismos hasta el 0,75 por ciento y el 0,25 por ciento respectivamente. 

"La Administración Federal de Ingresos Públicos 

-AFIP- deberá conceder prórrogas y/o mecanismos de extensión de plazos de pago de las tasas de justicia determinadas por esta ley hasta un plazo de diez años." 

Y luego continúa diciendo: "Invítase a las provincias a establecer la disminución en sus respectivos regímenes fiscales respecto a la tasa de justicia en igual sentido que lo normado precedentemente."

Acá no estamos hablando de querellantes contra la Nación sino de concursos. Las leyes que se citan son la de concursos y quiebras y sus modificatorias, y estamos hablando de grandes concursos, de más de cien mil pesos.

¿Por qué la incorporación de este agregado en el Senado? ¿Cuál es la razón? ¿Qué tiene que ver esto con la prórroga de la emergencia? Si uno lee la versión taquigráfica de la discusión del Senado advierte que no se da ninguna aclaración en este sentido. Nadie explicó cuál es la razón.

¿Será que hay algunos concursos grandes que necesitan de esta norma para favorecerse? ¿Qué es lo que pasa?

Como me llamó la atención, me puse a analizar la ley de tasas judiciales, que contiene en su texto exactamente el mismo agregado que se pone en esta ley de prórroga de la emergencia. El artículo 3° de la ley de tasas judiciales, la 23.898, dice lo siguiente: "La tasa se reducirá en un 50 por ciento en los siguientes supuestos: tasa especial, en los procesos concursales la tasa aplicable será del 0,75 por ciento del importe de todos los créditos verificados comprendidos en el acuerdo preventivo. Sin embargo, cuando dicho importe supere los cien millones de pesos, será aplicable el 0,25 por ciento sobre el excedente".

El texto que estamos por votar ahora está en la ley de tasas judiciales, que se halla vigente. Fue modificada por la ley de quiebras, la 25.563, que nos llevó tantos días de discusión y que parece que tenía nombre y apellido; después la derogamos casi toda, aunque luego fue ratificada por otra ley de quiebras. Todo lo tocamos, pero esto está vigente.

¿Por qué razón lo tenemos que volver a poner en esta ley de emergencia? Esto que acabo de decir es una incongruencia de tal magnitud que amerita que nos escuchemos y que por lo menos la comisión acepte la modificación y elimine el párrafo incorporado por el Senado. 

Este párrafo incorporado por el Senado no tiene razón de ser, no tiene justificación, salvo que haya algo oculto y que nadie lo quiera decir. Cuando tratemos el proyecto en particular esto lo deberemos modificar, por la salud de toda la República y del Congreso y para alguna vez ser prolijos y salir de la incongruencia. 

También se dijo, y creo que el señor diputado Cappelleri lo aclaró perfectamente en relación con el artículo 4°, que esta ley tenía contenido social porqueratificaba la doble indemnización y reconocía la emergencia laboral. Está claro que no es así. Lo que estamos haciendo es habilitar al Poder Ejecutivo a disminuir la doble indemnización. De hecho ya lo hizo por medio del decreto que se citó anteriormente, reduciendo el incremento a un 80 por ciento; y puede llevarlo al 50 por ciento, o a lo que quiera. Si la verdadera voluntad hubiera sido prorrogar, simplemente tendríamos que haber prorrogado la vigencia del artículo 16 de la ley, tal como estaba.

Desde nuestro bloque siempre hemos hecho esfuerzos por colaborar con el gobierno y ayudarlo con el convencimiento de que al hacerlo contribuíamos a recuperar la República. 

Cuando se trató el presupuesto nacional el señor miembro informante dijo que representaba el presupuesto de la consolidación del crecimiento. En esa oportunidad dije que para nosotros significaba la consolidación de la disminución de la calidad institucional. Esta ley puede ser calificada como la ratificación de aquella consolidación de la disminución de la calidad institucional.

Teniendo en cuenta lo que señaló el señor diputado Frigeri, solicito autorización para insertar en el Diario de Sesiones un informe de ejecución presupuestaria del sector público nacional elaborado por la Asociación Argentina de Presupuesto y Administración Financiera Pública -ASAP-, que está en la página de Internet del propio Ministerio de Economía y Producción.

Permítanme leer solamente un párrafo, ya que tiene varias hojas. En el apartado "A" dice: "La inclusión en el proyecto de ley de presupuesto 2005 enviado al Congreso de facultades extraordinarias para el Poder Ejecutivo en materia de ejecución presupuestaria ha motivado un intenso debate. La ejecución del presupuesto actualmente vigente nos permite evaluar algunos ejemplos sobre cómo hace uso el Ejecutivo de esas facultades. Una primera discusión se refiere al artículo 37 de la ley de administración financiera, que establece límites a las modificaciones presupuestarias durante la ejecución."

Da ejemplos y termina diciendo que a través de decretos de necesidad y urgencia el gobierno ha aumentado un 9 por ciento el presupuesto votado por el Congreso. Por decisión del Poder Ejecutivo, al 30 de septiembre de 2004 el presupuesto es un 9 por ciento superior al votado por el Congreso de la Nación.

Digo esto para cerrar el combo al que hacía referencia el señor diputado Negri: superpoderes en el presupuesto y prórroga de la ley de emergencia. Además, prorrogamos la ley de emergencia por la emergencia. Hablamos de emergencia cambiaria y en el Senado de la Nación acaba de votarse la ratificación del decreto 214. Si este decreto ya es ley, al igual que todos aquellos vinculados con la reorganización del sistema financiero, teniendo en cuenta la ley de emergencia económica, ¿para qué estamos sancionando esta prórroga?

Queremos colaborar con la República, y la forma de hacerlo es votando en contra de esta iniciativa. (Aplausos.)

Sr. Presidente Camaño.- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. Díaz Bancalari, José Maria.- Señor presidente: solicito la inserción de mi discurso.

Simplemente, haré una breve argumentación en razón de las expresiones que se han vertido y cuyo contenido no es acorde con la verdad, por decirlo en forma delicada. 

Pareciera que dado que los representantes de la oposición, que se equivocaron por la hiperinflación, por el hecho de tener un gobierno débil, por la recesión y por la falta de crecimiento, han inventado una nueva materia para tratar de descalificar a un gobierno que asumiócon un país en emergencia y que aún se encuentra en esa situación.

Es cierto que han mejorado los índices de desempleo, de indigencia y de pobreza. Pero para comprobar dónde está la emergencia no es necesario ser Bombón, Burbuja o Bellota, sino que basta con ir a los barrios y visitar a los sectores humildes, a quienes no tienen trabajo o a quienes se encuentran en la indigencia o en la pobreza.

Alguien dijo que hay dos clases de hombres: los que hacen y los que miran a los que hacen, ya sea por televisión o en la calle. Nosotros pertenecemos a un gobierno que hace y que no tiene la característica que se le quiere endilgar aquí, como si fuera de facto o tuviera al país en estado de sitio. Se ha exagerado y exorbitado una crítica porque no tienen absolutamente nada que decir.

Al principio de esta sesión, el primer expositor de la oposición dijo -yo sé por qué- que no había emergencia, y mencionó que todos los índices estaban en alza, que esto era una maravilla y que estábamos en el mejor de los mundos. ¿Saben por qué decía esto? Porque de lo contrario se tenía que "comer" todos los discursos de los años 2000 y 2001 de los exponentes de su partido -algunos de los cuales, a quienes no voy a nombrar por una cuestión de gentileza, se encuentran aquí- en los que justificaban la concesión y delegación de facultades, que es constitucional. 

Parece que hay que decirlo veinte veces. No se hace política recitando el Preámbulo de la Constitución. Ya vimos cómo nos fue. Hay que cumplir la Constitución, y para ello hay que dictar las normas como corresponde. En este caso, esta norma es perfectamente constitucional.

¿Por qué este bloque acompaña la política de gobierno en su conjunto? Esto es algo que debemos aprender alguna vez. El sentido común indica que el bloque oficialista debe acompañar la política del gobierno. El orden, el respeto y la jerarquía institucionales se dan sobre la base de la colaboración recíproca de los poderes. En ningún lugar del mundo los poderes son compartimientos estancos.

Hubo un momento de la Argentina que marcó la crisis más grave de los últimos tiempos. Eso ocurrió cuando uno de los poderes se peleó con otro, cuando el vicepresidente de la Nación se peleó con el presidente, que se fue, y cuando el bloque que hoy dice que sus integrantes están todos diseminados, pero están acá, que era el de la Alianza, dejó a de la Rúa desnudo y a los gritos en medio de la plaza de Mayo, habiéndose tenido que ir finalmente en helicóptero. Esa es la crisis institucional, señor presidente. (Aplausos.) Eso es falta de calidad institucional.

Al justicialismo se lo puede acusar de cualquier cosa, pero no de falta de constitucionalidad o de falta de calidad institucional. Desde que nació, el justicialismo llegó al poder solamente a través de los votos; el justicialismo jamás recriminó, ni siquiera a aquéllos que aceptaron ir a elecciones y dejaron proscripto a nuestro partido.

Sin embargo, el justicialismo aceptó la reconsideración dando jerarquía y calidad al poder institucional.

Cuando se decía "que se vayan todos", en realidad algunos se fueron y dejaron la función de gobernar. En ese momento el justicialismo se hizo cargo de la crisis institucional. En 2002 tomó la nave del Estado en medio de la tempestad y la llevó a puerto pacífico sin sacar ventaja alguna de eso.

¿A este partido se le puede achacar que no tiene calidad institucional? Creo que eso es totalmente injusto.

El pueblo nos conoce gobernando; como sabe el momento en que tuvimos que tomar las riendas del país, conoce perfectamente el esfuerzo tremendo que estamos haciendo, sabe que desde afuera están todos mirándonos -y algunos desde adentro- para ver si pueden debilitar al gobierno, para que no se pare con la dignidad que lo hace para negociar; porque hay que negociar con dignidad y no claudicar. 

Esta característica se la da el bloque oficialista, que le brinda el respaldo institucional y la fortaleza que necesita, porque lo que se sabe es que expresa la representación de su partido y de su Parlamento.

Vamos a votar por la afirmativa sin temor de ninguna clase. No nos alcanza el artículo 29 de la Carta Magna porque estamos amparados por el artículo 76 de la Constitución Nacional. Y si quieren reglamentar los decretos de necesidad y urgencia, por segunda vez los invito a que nos acompañen con el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales, que ha sido producido desde el oficialismo.

Si no lo quieren hacer, después no se quejen. (Aplausos.)

Sr. Presidente Camaño.- Se va a votar en general, en forma nominal, el dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda contenido en el Orden del Día N° 1788, recaído en el proyecto de ley venido en revisión del Honorable Senado por el que se prorroga el plazo establecido en el artículo 1° de la ley de emergencia económica 25.561 y sus modificatorias, hasta el 31 de diciembre de 2005.

-- Se practica la votación nominal.

-- Conforme al tablero electrónico, sobre 204 señores diputados presentes, 121 han votado por la afirmativa y 81 por la negativa, registrándose además una abstención. 

Sr. Secretario (Rollano).- Sobre 204 señores diputados presentes han votado 121 por la afirmativa y 81 por la negativa, registrándose además una abstención.

-Aquí votación nominal

Sr. Presidente Camaño.- Se va a votar si se efectúan en el Diario de Sesiones las inserciones solicitadas por los señores diputados en el curso de la presente sesión.

- - Resulta afirmativa.

Sr. Presidente Camaño.- Se harán las inserciones solicitadas

En consideración en particular el artículo 1°. 

Tiene la palabra el señor diputado por Catamarca.

Sr. Pernasetti, Horacio Francisco.- Señor presidente: vamos a pedir a la comisión la supresión del párrafo incorporado por el Senado que se refiere a los procesos concursales. Quiero fundar esta solicitud en el hecho de que este tema no estaba incluido en el proyecto del Poder Ejecutivo.

Hay una sola manifestación en la versión taquigráfica del Senado, cuando el senador Capitanich señaló: "del mismo modo vamos a propiciar para aquellos procesos de reestructuración final de las empresas en materia de concurso y acuerdo extrajudiciales la reducción de las tasas judiciales. Entendemos que las pequeñas y medianas empresas que en el país están siendo objeto de proceso de renegociación concursal o de acuerdos preventivos extrajudiciales no tienen que tener barreras adicionales de acuerdo con tasas que efectivamente sean leoninas y que perjudiquen la posibilidad de hacer acuerdos. En estos momentos muchas empresas pueden generar trabajo y garantizar horizontes y condiciones de certidumbre."

Esta es la fundamentación del agregado, pero como acabo de demostrarlo, esta norma está en la ley de tasas judiciales, en el artículo 3°, y no advertimos la necesidad de su incorporación.

En este aspecto advierto al Congreso que éste sólo puede legislar en materia de tasas judiciales en relación con los tribunales nacionales y federales. Nada tiene que ver con las provincias, por lo que no vemos la razón de que esta norma figure en la ley de emergencia.

Pedimos la supresión de este agregado, y en cuanto a la incorporación de la emergencia sanitaria, es exactamente lo mismo que esté o no, porque como el gobierno lo puede hacer por decreto también lo puede prorrogar por esa misma vía, sin necesidad de la ratificación de esta ley.

Por todos estos fundamentos, se pide la supresión de este artículo.

Sr. Presidente Camaño.- Tiene la palabra el señor diputado por Mendoza.

Sr. Esain, Daniel.- Señor presidente: en el artículo 1° se dice: "Prorrógase en los términos de la presente ley, hasta el 31 de diciembre de 2005, el plazo al que refiere el artículo 1° de la ley 25.561 y sus modificatorias." Ahí diríaluego de una coma, "salvo en lo referente a la administración y cambiaria".

Sr. Presidente Camaño.- Hay dos propuestas: la modificación planteada por el señor diputado Esaín y la eliminación planteada por el señor diputado Pernasetti.

Tiene la palabra el señor diputado por Jujuy.

Sr. Snopek, Carlos Daniel.- El último párrafo del artículo 1° contiene una invitación a las provincias a establecer la disminución en sus respectivos regímenes fiscales respecto de la tasa, razón por la cual no podemos agraviarnos de la cuestión nacional. Estamos legislando, efectivamente, sobre la justicia ordinaria de la Capital y sobre la justicia de orden federal.

En segundo lugar, si hay problemas, ¿por qué el Estado no habría de facilitar los procesos concursales y demás de los particulares estableciendo o reafirmando la necesidad de tasas?

Por lo expuesto, no vamos a hacer lugar a las modificaciones propuestas.

Sr. Presidente Camaño.- Se va a votar nominalmente el artículo 1°.

-- Se practica la votación nominal.

-- Conforme al tablero electrónico, sobre 194 señores diputados presentes, 116 han votado por la afirmativa y 74 por la negativa, registrándose además 3 abstenciones. 

sr. Secretario (Rollano).- Se han registrado 116 votos por la afirmativa, 74 por la negativa y 3 abstenciones.

-Aquí Votación Nominal

Sr. Presidente Camaño.- En consideración el artículo 2°.

Tiene la palabra el señor diputado por Mendoza.

Sr. Esain, Daniel.- Señor presidente: solicito la eliminación del artículo 2°.

Sr. Presidente Camaño.- ¿La comisión acepta la propuesta?

Sr. Snopek, Carlos Daniel.- La comisión no la acepta, señor presidente.

Sr. Presidente Camaño.- Se va a votar nominalmente el artículo 2°.

-- Se practica la votación nominal.

-- Conforme al tablero electrónico, sobre 194 señores diputados presentes, 115 han votado por la afirmativa y 76 por la negativa, registrándose además 2 abstenciones. 

Sr. Secretario (Rollano).- Se han registrado 115 votos por la afirmativa, 76 por la negativa y 2 abstenciones.

-Aquí Votación Nominal

Sr. Presidente Camaño.- En consideración el artículo 3°.

Se va a votar nominalmente.

-- Se practica la votación nominal.

-- Conforme al tablero electrónico, sobre 194 señores diputados presentes, 118 han votado por la afirmativa y 74 por la negativa, registrándose además una abstención. 

Sr. Secretario (Rollano).- Se han registrado 118 votos por la afirmativa, 74 por la negativa y una abstención.

Sr. Presidente Camaño.- Se deja constancia del voto negativo de la señora diputada Maldonado y del señor diputado Neri.

Sr. Presidente Camaño.- En consideración el artículo 4°.

Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. Cappelleri, Pascual.- Señor presidente: con fundamento en la exposición que hicimos durante el debate en general, voy a proponer dos modificaciones al artículo 4° que creo van a mejorar la situación de los trabajadores.

El primer párrafo dice: "Prorrógase la suspensión de los despidos sin causa justificada dispuesta por el artículo 16 de la ley número 25.561 y sus modificatorias, hasta que la tasa de desocupación...". Nosotros proponemos que a continuación se agregue "sin computar el Plan Jefas y Jefes de Hogar o cualquier otro asistencial", y el texto continuaría tal cual está redactado.

El segundo párrafo diría: "En caso de producirse despidos en contravención a dicha suspensión, los empleadores deberán abonar a los trabajadores afectados la indemnización establecida en dicho artículo 16." El resto del párrafo se elimina y el tercer párrafo queda igual.

Sr. Presidente Camaño.- Tiene la palabra el señor diputado por la Capital.

Sr. Lozano, Claudio Raúl.- Señor presidente: apoyo la propuesta del señor diputado Cappelleri.

Sr. Presidente Camaño.- ¿La comisión acepta la propuesta?

Sr. Snopek, Carlos Daniel.- Señor presidente: en rigor de verdad, la interpretación que la comisión tiene del tema-esto lo digo a raíz de una inquietud planteada por el señor diputado Ubaldini- consiste en que la tasa de desocupación a la que se refiere el artículo en examen no abarque a aquellas personas que tienen planes de empleo. De manera que la interpretación que queremos darle al artículo es esa: la tasa no debe considerar los planes que cubren las deficiencias de empleo. En consecuencia, adelanto que no vamos a aceptar modificaciones.

Sr. Presidente Camaño.- La Presidencia informa -ante el pedido que están formulando algunos señores diputados- que no puede conceder la palabra después de que se ha expedido el presidente de la comisión. En este caso, a manera de excepción, la concederá.

Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. Ubaldini, Saul.- Señor presidente: adelanto que me voy a abstener en la votación de este artículo.

Sr. Presidente Camaño.- Tiene la palabra el señor diputado por la Capital.

Sr. Lozano, Claudio Raúl.- Señor presidente: se debe aclarar que estamos dejando fuera del cómputo a los Programas Jefes de Hogar, pero el INDEC presenta la tasa de desocupación incluyendo esos planes. Por lo tanto, no estamos diciendo que vamos a eliminar la doble indemnización a partir del 10 por ciento, sino del 14 por ciento. Esto es lo que ocurre técnicamente, por lo que la comisión debe hacerse cargo de lo que plantea. 

Sr. Presidente Camaño.- La Presidencia informa que las autorizaciones para abstenerse se deben solicitar antes de que se vote el artículo. 

Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. Gutierrez, Francisco Virgilio.- Señor presidente: el señor diputado Snopek ha dicho que interpreta que se está hablando del 10 por ciento. Pero en este artículo ese 10 por ciento no refleja lo que ha dicho el presidente de la comisión. Si no quieren aceptar modificaciones que lo digan, pero que no utilicen argumentos falsos.

Sr. Presidente Camaño.- El presidente de la comisión ya ha manifestado que no va a aceptar modificaciones.

En consecuencia, se va a votar nominalmente el artículo 4°.

-- Se practica la votación nominal.

-- Conforme al tablero electrónico, sobre 192 señores diputados presentes, 107 han votado por la afirmativa y 53 por la negativa, registrándose además 31 abstenciones.

Sr. Secretario (Rollano).- Se han registrado 107 votos afirmativos, 53 negativos y 31 abstenciones.

-Aquí Votación Nominal

Sr. Presidente Camaño.- En consideración el artículo 5°.

No habiendo diputados anotados para hacer uso de la palabra, se va a votar nominalmente.

- Se practica la votación nominal.

-- Conforme al tablero electrónico, sobre 192 señores diputados presentes, 117 han votado por la afirmativa y 69 por la negativa, registrándose además 4 abstenciones. No se ha computado el voto de un señor diputado.

Sr. Secretario (Rollano).- Se han registrado 117 votos afirmativos, 69 negativos y 4 abstenciones.

-Aquí Votación Nominal

Sr. Presidente Camaño.- El artículo 6° es de forma.

Queda definitivamente sancionado el proyecto de ley. 

Se comunicará al Poder Ejecutivo y se dará aviso al Honorable Senado.
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